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Capítulo 5
el sistema  
de justicia criminal1

“El castigo es la justicia para los injustos”  
San Agustín

Introducción
El sistema de justicia criminal es la institución a través de la cual el Estado castiga 
o reforma a quienes violan las normas de una sociedad, imponiendo sanciones en 
función del delito cometido. Los crímenes más serios generalmente se castigan 
con el encarcelamiento, con la idea de que una combinación de disuasión e inca-
pacitación logrará mantener el crimen bajo control. La población encarcelada en 
América Latina y el Caribe alcanza 1,3 millones en la actualidad, lo que equivale a 
229 reclusos cada 100 mil habitantes2. Pero para condenar a quien ha cometido un 
delito primero es necesario arrestarlo, procesarlo y juzgarlo, por lo que los países 
destinan muchos recursos a mantener cuerpos de policía, fiscalías y sistemas ju-
diciales con el personal, el equipamiento y el entrenamiento necesarios. ¿Qué tan 
efectivos son los sistemas de justicia criminal en América Latina para prevenir y 
controlar el crimen y la inseguridad? 

Este capítulo analiza el funcionamiento del sistema de justicia criminal en la región po-
niendo la lupa sobre sus cuatro componentes fundamentales: la policía con su poder 
para arrestar e investigar, la fiscalía o ministerio público con sus atribuciones de inves-
tigación y acusación, los jueces encargados de juzgar y sentenciar, y las instituciones 
correccionales que se ocupan de administrar los castigos impuestos. Estas cuatro 
instituciones determinan conjuntamente el costo de cometer un delito, por lo que co-
nocer su efectividad es clave en el diseño de políticas de control del crimen eficientes. 

El Gobierno debe decidir cuántos recursos destinar a combatir la inseguridad y 
cómo distribuir esos recursos entre los distintos componentes de la justicia crimi-
nal. Por ejemplo, puede aumentar la presencia policial para incrementar el arresto 
de los infractores, mejorar la eficiencia de las fiscalías para investigar, procesar y 
acusar, o tomar medidas que incrementen el tiempo que los delincuentes deteni-
dos pasan privados de su libertad, como endurecer las penas, limitar la libertad 
condicional, o establecer sentencias mínimas obligatorias. También debe decidir 
cómo se utilizan esos recursos al interior de cada una de las instituciones de la 
justicia criminal. Por ejemplo, puede diseñar estrategias de actuación policial para 
aumentar los arrestos en forma generalizada, o focalizar las acciones en cierto 
tipo de delitos, en los delincuentes considerados más peligrosos, o en determina-
dos lugares con mayor incidencia delictiva. Es decir, el problema del Gobierno se 
puede resumir en la necesidad de elegir la combinación de políticas públicas que 

1.  La elaboración de este capítulo estuvo bajo la responsabilidad de Pablo Brassiolo y la asistencia de investigación 
de Mauricio Stern.

2.  World Prison Population List, ICPS (2013).
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habilidad para evitar ser sancionados6. En este caso, el efecto disuasivo de cambios 
en la probabilidad objetiva de sanción dependería de cómo estos cambios afecten la 
probabilidad percibida por los individuos. Es decir, no solamente sería necesario que 
los costos del crimen sean suficientemente altos, sino también que los potenciales 
infractores perciban estos costos como altos. Ejemplos de políticas adecuadas en 
este caso serían comunicar más efectivamente las consecuencias de infringir la ley o 
hacer más visible el accionar policial.

Una segunda explicación es que los potenciales delincuentes podrían actuar por 
hábito o por impulso más que como resultado de una decisión racional. En este 
caso serían adecuadas políticas que promuevan mayor autocontrol, por ejemplo 
terapia cognitiva conductual7.

El sistema de justicia criminal 
en América Latina

Las instituciones de la justicia criminal

La probabilidad y severidad del castigo dependen de los componentes del siste-
ma de justicia criminal: la policía, la fiscalía o ministerio público, el sistema judicial 
y las instituciones correccionales. La Figura 5.2 muestra la forma en que estas 
instituciones influyen sobre los niveles de incidencia delictiva en la sociedad. 

La policía es la institución encargada de prevenir, arrestar a los presuntos infrac-
tores y realizar tareas de investigación criminal, y cuenta con el uso de la fuerza. 

La fiscalía, cuyo rol ha sido modificado por las reformas recientes de los sistemas 
de enjuiciamiento criminal (para una descripción de las reformas ver Capítulo 6), 
es la encargada de dirigir la investigación criminal, formular cargos en contra de 
los acusados y representar a la sociedad en los juicios orales. Las acciones de la 
policía y la fiscalía determinan primordialmente la probabilidad de castigo. 

Las cortes son las encargadas de juzgar a los acusados y determinar su responsabi-
lidad penal para luego dictar sentencia. El poder judicial incide tanto en la severidad 
del castigo como en su probabilidad. Por una parte, los jueces dictan sentencia con-
forme a las leyes, lo cual se refleja en la severidad de los castigos impuestos. Por otra 
parte, la capacidad de resolver los casos en tiempo y forma determina la celeridad 
con la que se aplican las sentencias, lo que podría afectar la probabilidad de castigo8.

6.  Kleiman (2009) menciona tres posibles razones que podrían explicar un exceso de optimismo por parte de los 
delincuentes: la creencia de que la suerte está de su lado, la creencia de que se puede ejercer cierto control sobre 
eventos que dependen del azar, y el exceso de confianza en sí mismos.

7.  En el Capítulo 2 de este informe se discute la efectividad de este tipo de políticas como herramientas de 
prevención y control del delito. También pueden consultarse Latessa (2006) y Lipsey (2009). 

8.  Podría ocurrir que una menor demora en la realización y resolución de los juicios reduzca la probabilidad de que 
un caso prescriba o de que se deteriore la evidencia disponible en contra del acusado, aumentando las chances de 
que la condena tenga lugar. 

La probabilidad y severidad 
del castigo dependen 
de la policía, la fiscalía, 
el sistema judicial y las 
instituciones
correccionales.
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Figura 5.2 Instituciones del sistema de justicia criminal y relación con el delito 

Policía
Arrestar e investigar
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Investigar y procesar

Cortes
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Probabilidad de castigo Severidad del castigo

Incidencia delictiva

Disuasión e
incapacitación

Disuasión e 
incapacitación

Rehabilitación

Ambiente criminógeno

Condiciones
de vida

Fuente: elaboración propia. 

Por último, las instituciones correccionales cumplen la función de administrar el 
castigo. El encarcelamiento puede contribuir a reducir el crimen a través de la 
rehabilitación y reforma de los delincuentes. Pero en la práctica, la relación entre 
el encarcelamiento y el crimen es bastante más compleja. Por una parte, las condi-
ciones de vida en las cárceles afectan la dureza del castigo y, por lo tanto, también 
podrían tener un efecto disuasorio9. Por otra parte, muchos estudios argumentan 
que las cárceles constituyen un ambiente que en lugar de disminuir, aumenta la 
probabilidad de reincidencia de los infractores, por la influencia negativa de los 
pares en la prisión, la erosión del capital humano de los reclusos y el consecuente 
deterioro de sus oportunidades laborales futuras, o el efecto de estigma (Kling, 
Weiman y Western, 2001; Bayer, Hjalmarsson y Pozen, 2009; Di Tella y Schar-
grodsky, 2013; Ouss 2011). 

Las etapas de la justicia criminal

Una vez que ha cometido un delito, para que se haga efectivo el castigo se requie-
re capturar y arrestar al delincuente, procesarlo, acusarlo y llevarlo a juicio y con-
denarlo10. Pero solo una pequeña fracción de todos los delitos ocurridos termina 
en una condena, lo que puede explicarse por múltiples razones. 

En primer lugar, es necesario que la policía tome conocimiento de la ocurrencia del 
delito, algo que generalmente se produce como consecuencia de la denuncia de la 
víctima o de terceros. Pero no todas las víctimas de un delito deciden denunciarlo. 
Por ejemplo, en las principales ciudades de América Latina, solo se denuncia un 

9.  Katz, Levitt y Shustorovich (2003) muestran que las pésimas condiciones de vida en muchas cárceles de Estados 
Unidos disuaden sobre el delito de una manera más fuerte que la existencia misma de la pena de muerte.

10.  La definición y alcance de las distintas etapas del proceso, así como los actores involucrados y sus roles, varían 
según el país. 

En las principales ciudades 
de América Latina solo se 
denuncia el 45% de los 
delitos.
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45% de los delitos11. Los motivos son la falta de confianza en la capacidad o dispo-
sición de la policía para resolver el problema (48% de las víctimas responden que 
no denunciaron porque “la policía no habría hecho nada”) y la falta de confianza en 
la policía como institución (14%)12.

Segundo, una vez que el delito es registrado por la policía e ingresado en el 
sistema de justicia puede haber arresto o no. En el caso en que se produzca 
un arresto, la policía o la fiscalía llevan a cabo sus tareas de investigación y 
deben decidir si existe evidencia suficiente para procesar a la persona arres-
tada. Si el procesamiento ocurre, una vez más la fiscalía decide si la persona 
es acusada y llevada a juicio. Finalmente, una vez que se lleva a cabo el juicio, 
sólo algunos casos terminan en una condena. Algunas razones por las que no 
todas las personas detenidas son condenadas son la falta de evidencia para 
continuar con el proceso, la aplicación de sanciones que resuelven el caso en 
una instancia previa al juicio, o la realización del juicio pero sin una sentencia 
condenatoria. 

El Gráfico 5.1 ilustra esta especie de desgaste que se produce a lo largo del 
proceso de justicia criminal, con cifras agregadas para tres regiones: América 
Latina y el Caribe, América del Norte (con la excepción de México, incluido 
en el primer grupo) y Europa13. Las columnas del gráfico muestran el total de 
personas detenidas, procesadas y condenadas por cada 100 delitos (panel 
superior) y por cada 100 delitos de homicidio (panel inferior) registrados en las 
estadísticas policiales14. 

América Latina y el Caribe tienen la menor cantidad de personas condenadas 
por delito: 4,5 por cada 100 delitos, en comparación con 9 en América del Norte 
y 15,2 en Europa. En Europa, el mayor desgaste se observa al comienzo de la 
cadena, con solamente 28 personas detenidas por cada 100 delitos, mientras 
en las etapas subsiguientes el desgaste es relativamente bajo: de esos 28 de-
tenidos, se procesa a 21,4 y se condena a 15,2. En América del Norte, el mayor 
desgaste se produce en la etapa intermedia del proceso: se detiene a la mayor 
cantidad de personas por delito (44,2 por cada 100), pero luego solo se procesa 
a uno de cada tres detenidos. América Latina y el Caribe muestran tasas de 
detención y procesamiento en una situación intermedia, pero con un bajo ratio 
entre condenados y procesados (31%, versus 66% en América del Norte y el 
71% en Europa).

11.  Según datos relevados en la encuesta CAF 2013. 

12.  La tasa de denuncia de delitos para el año 2005 fue del 46% en Canadá, del 48% en Estados Unidos y del 52% 
en promedio en Europa, según datos reportados por Van Dijk, Van Kesteren y Smit (2007) con base en la Encuesta 
Internacional de Victimización por Delitos (ICVS por sus siglas en inglés). 

13.  Los datos provienen de Smit y Harrenford (2010), quienes se basan en las estadísticas provistas por 
relevamientos de las Naciones Unidas sobre Tendencias del Delito y Operaciones de los Sistemas de Justicia 
Criminal (United Nations Surveys on Crime Trends and the Operations of Criminal Justice Systems) y hacen un 
esfuerzo por eliminar la mayor cantidad posible de inconsistencias.

14.  Debe tenerse en cuenta que la unidad de medida a la que hacen referencia las barras del Gráfico 5.1 (cantidades 
de personas) no es la misma que la de los delitos registrados por la policía (un delito podría ser cometido por más 
de una persona, así como un delincuente podría ser buscado por más de un delito). 
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Gráfico 5.1 Cantidad de adultos detenidos, procesados y condenados por cada 100 
delitos registrados en países de Europa y Américaa/ (año más reciente disponible)
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Intervención policial ante 
denuncia o conocimiento 
del hecho, que puede 
terminar en arresto.

Intervención de la �scalía. 
Puede dar lugar a 
procesamiento y elevación 
a juicio, sanciones 
o desestimación.

Intervención del juez. 
Juicio y sentencia, que 
puede ser condenatoria 
o absolutoria.

Total de delitos

0

20

40

60

80

100

C
an

tid
ad

 p
o

r 
ca

d
a 

10
0 

d
el

ito
s 

re
g

is
tr

ad
o

s

Personas detenidas

28,0

44,2 

32,2

Personas procesadas

21,4
13,7 14,4

Personas condenadas

15,2
9,0

4,5

Europa AmØrica del Norte (excepto MØxico) AmØrica Latina

Delitos de homicidio

C
an

tid
ad

 p
o

r 
ca

d
a 

10
0 

ho
m

ic
id

io
s 

re
g

is
tr

ad
o

s

0

20

40

60

80

100

120

140

112,5

85,4

62,3

Personas detenidas

113,2

54,1 51,4

Personas procesadas

90,4

26,6
33,3

Personas condenadas

a/ El gráfico muestra la mediana de la cantidad de personas detenidas, procesadas y condenadas, por cada 
100 delitos registrados (panel superior) y por cada 100 homicidios registrados (panel inferior). América Latina 
incluye a Bolivia, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Jamaica, México, Nicaragua, 
Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Uruguay y Venezuela. América del Norte (excepto México) 
incluye a Canadá y Estados Unidos. Europa incluye a Alemania, Austria, Bélgica, Bulgaria, Chipre, Croacia, 
Dinamarca, Eslovaquia, Eslovenia, España, Estonia, Finlandia, Francia, Grecia, Holanda, Hungría, Irlanda, 
Islandia, Italia, Letonia, Lituania, Luxemburgo, Noruega, Polonia, Portugal, República Checa, Reino Unido, 
Rumanía, Suecia y Suiza. 

Fuente: elaboración propia con base en Smit y Harrendorf (2010). 
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En el caso de homicidios se produce un menor desgaste a lo largo del proce-
so, pero América Latina muestra una cantidad baja de condenados por cada 100 
homicidios en comparación con Europa: 33 versus 90. En América del Norte, la 
proporción es aún menor, no llega a 27 condenados por cada 100 homicidios15.

Todas las instituciones que integran la política criminal están estrechamente interrela-
cionadas y juegan un papel clave en el control del delito. La eficiencia del sistema de 
justicia criminal depende de la eficiencia de cada uno de sus componentes. Cuando 
un eslabón funciona de manera deficiente, la cadena de la justicia se resiente. 

El tamaño de las instituciones 
de la justicia criminal

El tamaño de las instituciones de la justicia criminal varía notablemente entre paí-
ses, tanto en el caso de las policías como en el de las fiscalías, los sistemas judi-
ciales y las cárceles. 

Gráfico 5.2 Personal policial por cada 100 mil habitantes en países de América Latina 
(varios años)a/ b/
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a/ Los datos se refieren al total de agentes policiales, en funciones no administrativas, de todas las agencias 
policiales de cada país (fuerzas de seguridad o preventivas, cuerpos de investigación y fuerzas especiales). 
En el caso de Venezuela, el total incluye a la Guardia Nacional Bolivariana, cuya principal misión es el 
mantenimiento del orden interno. 
b/ Argentina, 2007; Bolivia, 2010; Brasil, 2011; Chile, 2011; Colombia, 2012; Ecuador, 2008; El Salvador, 2011; 
Estados Unidos, 2011; Guatemala, 2011; Honduras, 2011; México, 2009; Nicaragua, 2011; Panamá, 2011; 
Paraguay, 2008; Perú, 2012; Uruguay, 2008 y Venezuela, 2010.

Fuente: elaboración propia con base en Kronick (2014b) y OEA (2013). 

15.  Las cifras se refieren a cantidades de personas por número de delitos, independientemente del número 
de personas involucradas en cada delito. Dado que en América Latina y el Caribe la proporción de homicidios 
relacionados con el crimen organizado y pandillas es mayor que en las otras regiones, tal como se desprende 
del Estudio Global sobre Homicidios 2011 de las Naciones Unidas, un mayor número de condenados por cada 
homicidio no necesariamente refleja un menor nivel de impunidad. 

Cuando un eslabón de la 
justicia criminal funciona 
de manera deficiente, 
la cadena de justicia se 
resiente.
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El Gráfico 5.2 presenta la tasa de policías cada 100 mil habitantes, calculada a partir 
de datos compilados por Kronick (2014b) y por la Organización de Estados Ameri-
canos (OEA)16. El número de policías cada 100 mil habitantes va desde un mínimo de 
170 en Guatemala, hasta un máximo de 809 en Uruguay, con un promedio regional 
de 368. Este promedio supera a lo que se observa en países más desarrollados 
como, por ejemplo, Estados Unidos y Canadá (223 y 202, respectivamente)17. 

Kronick (2014b) señala otros hechos interesantes sobre la distribución de los recur-
sos en las policías. Primero, en los países con fuerzas policiales subnacionales, el 
tamaño de estas fuerzas también varía considerablemente dentro del país. Segun-
do, los recursos destinados a las fuerzas policiales han cambiado a lo largo de las úl-
timas décadas, no siempre en la misma dirección. Por ejemplo, mientras en México 
la participación de la policía nacional en el total de policías aumentó notablemente 
entre 2005 y 2012, en Venezuela la policía nacional perdió peso en comparación con 
las policías municipales desde 1989, cuando los municipios fueron habilitados para 
tener su propia fuerza. Tercero, en los países que solo cuentan con policía nacional, 
la distribución de los agentes entre jurisdicciones de menor nivel también varía sig-
nificativamente. Por ejemplo, en Honduras, el departamento con más policías por 
habitante tiene 4 veces más policías por habitante que el que menos tiene. 

Gráfico 5.3 Fiscales y jueces por cada 100 mil habitantes en países de América Latina 
(2011)
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Fuente: elaboración propia con base en Barbolla (2012). 

16.  Los datos recopilados por Kronick (2014b) se refieren a las fuerzas policiales existentes en todos los niveles 
de gobierno, a diferencia de las estadísticas elaboradas por la OEA, que solo abarcan los efectivos de las policías 
nacionales. Esto hace que las diferencias sean importantes en algunos países de organización federal que cuentan 
con fuerzas policiales subnacionales, tales como Argentina, Brasil, México y Venezuela. 

17.  Durante la última década, el tamaño de las fuerzas policiales en términos de la población total se ha mantenido 
constante o se ha incrementado levemente en la mayoría de los países de la región (con algunas excepciones, como 
por ejemplo Panamá, donde se ha reducido).

El número de policías 
cada 100 mil habitantes 
va desde un mínimo de 
170 en Guatemala, hasta 
un máximo de 809 en 
Uruguay, con un promedio 
regional de 368.
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El Gráfico 5.3 (ver p. 181) presenta información sobre el número de fiscales y jueces cada 
100 mil habitantes. En el caso de los fiscales, mientras en Argentina y Brasil hay menos 
de un fiscal cada 100 mil habitantes, en El Salvador hay 27, con un promedio regional de 
siete. Esta heterogeneidad también se observa en países más desarrollados. El número 
de fiscales cada 100 mil habitantes a comienzos de los 2000 era menos de uno en Japón, 
alrededor de seis en Canadá y Alemania y cerca de 12 en Estados Unidos (Duce, 2005)18.

El número de fiscales se incrementó en muchos países de la región como consecuen-
cia del reemplazo del sistema inquisitivo por el acusatorio, que al otorgar nuevos roles 
a la fiscalía demandó su fortalecimiento institucional (Duce, Fuentes y Riego, 2009). Por 
ejemplo, en Colombia, donde el sistema acusatorio entró en vigencia en 2005, el núme-
ro de fiscales por habitante aumentó 7% en tres años. En México y Panamá, donde los 
sistemas acusatorios se pusieron en vigencia en 2008, el número de fiscales por habi-
tante aumentó 25% y 36%, respectivamente, en tres años. Y en Perú, donde la reforma 
tuvo lugar en 2006, el número de fiscales por habitante aumentó 80% en tres años19. 

En el caso de los jueces, mientras el número de jueces cada 100 mil habitantes es 
menor a uno en México, asciende a 36 en Perú, con un promedio regional cercano 
a 1020. La situación no es muy diferente en los países más desarrollados. Por ejem-
plo, Canadá y Japón tienen alrededor de tres jueces por 100 mil habitantes, Esta-
dos Unidos cerca de 11 y Francia algo más de 12 (Ramseyer y Rasmusen, 2010). 

Con respecto al tamaño del sistema carcelario, en la actualidad la población en-
carcelada en América Latina y el Caribe ronda los 1,3 millones de personas, es 
decir que hay 229 reclusos cada 100 mil habitantes. Esta tasa está por encima 
del promedio mundial (144 presos cada 100 mil habitantes) aunque es bastante 
inferior a la de Estados Unidos (716 presos cada 100 mil habitantes)21.

El Gráfico 5.4 muestra la tasa de reclusos cada 100 mil habitantes en 1992 y 2013 
para países de América Latina y el Caribe, Canadá, Alemania y el Reino Unido. 
Excepto en Canadá, la población reclusa como proporción de la población total 
se incrementó en todos los países entre esos años, especialmente en El Salvador 
(335%), Brasil (270%) y Colombia (214%). 

El número de reclusos está determinado por la propensión hacia el crimen en la po-
blación, las leyes que estipulan los castigos y la eficiencia de las instituciones encar-
gadas de hacer cumplir estas leyes. Esto hace difícil establecer precisamente por qué 
aumentó la proporción de población reclusa. En el caso de México, Azaola y Bergman 
(2003) estudian el aumento de la población reclusa entre 1992 y 2003 y concluyen que 
se explica por una combinación de mayor incidencia delictiva, endurecimiento de las 
penas, y medidas administrativas que prolongan la estancia en prisión.

18.  El dato de Estados Unidos corresponde al número de fiscales estatales en ciudades con poblaciones superiores 
al millón de habitantes. 

19.  Los datos sobre el número de fiscales provienen de las estadísticas elaboradas por Barbolla (2012).

20.  El número de jueces en términos de la población se ha mantenido relativamente estable durante el último lustro en la 
mayoría de los países de la región; no obstante, hay casos donde el número de jueces se ha incrementado (120% en Chile, 
35% en Costa Rica y 21% en Perú) y otros donde se ha reducido (60% en Venezuela, 18% en Guatemala y 12% en Colombia).

21.  World Prison Population List, ICPS (2013).

El número de fiscales se 
incrementó en muchos 
países de América Latina 
como consecuencia 
del reemplazo del 
sistema inquisitivo por el 
acusatorio.
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Gráfico 5.4 Población reclusa por cada 100 mil habitantes en países de América y 
Europa (2013 vs. 1992)a/
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Fuente: elaboración propia con base en ICPS (2013 y 2014).

Gráfico 5.5 Nivel de ocupación de las cárceles en países de América y Europa 
(varios años)a/

Nivel de ocupación (porcentaje)
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Fuente: elaboración propia con base en ICPS (2014).

Durante las últimas dos 
décadas, la población 
reclusa como proporción 
de la población total se 
incrementó en casi todos 
los países de América 
Latina.
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Más allá de sus causas, los mayores niveles de encarcelamiento, sumados a res-
tricciones presupuestarias para aumentar la infraestructura carcelaria, han llevado 
a un nivel de sobreocupación carcelaria importante en la mayoría de los países 
de América Latina y el Caribe (Gráfico 5.5, p. 183). El nivel de ocupación de las 
cárceles en casi toda la región está por encima del 100%. El Salvador, Venezuela, 
y Bolivia, por ejemplo, tienen entre dos y tres veces la población carcelaria que su 
infraestructura les permitiría. Solo Argentina tiene una ocupación carcelaria cerca-
na al 100%. Entre los países más desarrollados, en cambio, solo en Italia, Francia 
y el Reino Unido el nivel de ocupación de las cárceles excede 100%. 

Las instituciones de la justicia criminal 
y la probabilidad del castigo:  
Policías, fiscalías y cortes
Existe un consenso en que la principal función de las fuerzas policiales debe ser 
el control y la prevención del crimen y que su éxito o fracaso debe medirse por 
su efectividad en el logro de este objetivo y no por variables intermedias como la 
cantidad de arrestos22. Según Kleiman (2009) las acciones de las fiscalías deberían 
medirse de igual forma. ¿Cuál es el efecto sobre el crimen de las instituciones del 
sistema de justicia criminal? 

El efecto de la policía

Es posible pensar que un aumento en el número de policías favorecería una 
reducción del crimen. Sin embargo, determinar la relación causal entre el ta-
maño de la policía y el crimen es difícil porque las ciudades y los países con 
mayores niveles de criminalidad tienden a tener fuerzas policiales de mayor 
tamaño, resultando muchas veces en una asociación positiva entre delitos y 
cantidad de policías. 

Para superar esta dificultad, algunos trabajos analizan el impacto sobre el delito 
de los cambios en el tamaño de las fuerzas policiales que no están determina-
dos por la evolución del delito, es decir, cambios “exógenos”. Por ejemplo, Levitt 
(1997), basándose en la idea de que los ciclos políticos llevan a que se contraten 
más policías en los períodos pre-electorales, estudia la evolución del crimen en 
las principales ciudades de Estados Unidos entre 1970 y 1992 y encuentra que 
un aumento de 10% en la cantidad de oficiales de policía provoca una caída de 
10% en los crímenes violentos y de 3% en delitos contra el patrimonio23. En otro 

22.  La visión más tradicional consideraba que la función de la policía era responder en forma rápida a las denuncias 
y hacer cumplir la ley. La idea de invertir esfuerzos en reducir el riesgo de victimización no era considerada una tarea 
esencial de la policía (Kleiman, 2009).

23.  Estos resultados fueron disputados por McCrary (2002), quien mostró que si se corregían errores en las 
estimaciones, los resultados dejaban de ser estadísticamente significativos. Sin embargo, en una réplica, Levitt 
(2002) utiliza una forma alternativa para encontrar cambios en la cantidad de policías que no se derivan de cambios 
en el delito (concretamente, predice la evolución del tamaño de la fuerza policial en función de la cantidad de 
bomberos y trabajadores municipales) y llega a resultados similares a los originales.

Los mayores niveles de 
encarcelamiento junto 
con las restricciones 
presupuestarias para 
aumentar la infraestructura 
carcelaria han generado 
niveles de sobreocupación 
importantes en la mayoría 
de los países de la región.
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estudio, Evans y Owens (2007) aprovechan un programa creado en 1994 en 
Estados Unidos para subvencionar a los gobiernos locales para la contrata-
ción de policías, y encuentran efectos de magnitudes similares a las reporta-
das por Levitt (1997), tanto para los crímenes violentos como para los delitos 
contra la propiedad24. 

Otros autores se valen de ciertos hechos inesperados que generan cambios 
abruptos en el número de policías. Por ejemplo, Klick y Tabarrok (2005) se 
basan en el hecho de que después del ataque terrorista de septiembre de 
2001 un cambio de amarillo a naranja en el sistema de alerta terrorista de 
Estados Unidos hacía aumentar considerablemente el número de policías en 
las calles, y encuentran que un aumento de 10% en la presencia de policías 
en las calles reduce el delito en aproximadamente 3%. Draca, Machin y Witt 
(2011) explotan la reasignación de policías desde las zonas periféricas hacia 
las zonas céntricas de Londres después del atentado de julio de 2005, y 
encuentran un efecto de magnitud casi idéntica sobre el crimen. Poutvaara y 
Priks (2009) analizan el caso de la Unidad de Táctica e Inteligencia Deportiva, 
perteneciente a la policía de Estocolmo, la cual monitoreaba a los fanáticos 
potencialmente violentos de tres clubes de hockey sobre hielo y fútbol. En 
dos oportunidades, los agentes de esta unidad fueron reasignados transi-
toriamente hacia otras funciones, la primera en 2001, después del ataque a 
las torres gemelas y la segunda en diciembre de 2004, después del tsunami 
en Asia. Cuando la unidad especial de la policía redujo el monitoreo de los 
fanáticos, la violencia en los espectáculos deportivos se incrementó dramá-
ticamente. 

En la región, Di Tella y Schargrodsky (2004) realizan un estudio del impacto 
de la presencia policial sobre el crimen en Argentina. En 1994 se produjo un 
ataque terrorista en el principal centro judío en Buenos Aires. A la semana 
siguiente, y como consecuencia del ataque, el gobierno nacional decidió 
aumentar la presencia policial en todos los edificios judíos y musulmanes 
existentes en Argentina25, colocando un agente de policía de forma perma-
nente en cada uno de los centros. Los autores se valieron de este aumento 
en la presencia policial para estimar el impacto de la policía sobre el delito, 
medido por la cantidad de hurtos de vehículos. El Gráfico 5.6 (ver p. 185) 
presenta el promedio mensual de hurtos de vehículos por cuadra antes y 
después del cambio en el nivel de protección policial, para las cuadras don-
de aumentó la protección y para aquelllas donde se mantuvo sin cambios. 
El hurto de vehículos se redujo en 75% en las cuadras con presencia policial 
con respecto a las cuadras en las que no cambió la presencia policial, donde 
incluso mostró un leve aumento. 

24.  Revisiones de estos trabajos pueden consultarse en Levitt y Miles (2007), Durlauf y Nagin (2010), y Entorf (2012), 
entre otros.

25.  Se extendió la protección a los centros musulmanes para prevenir posibles represalias después de que se 
conoció que la organización Hezbollah se atribuyó la autoría del atentado. 
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Gráfico 5.6 Presencia policial y hurto de vehículos en Argentina (1994)
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Fuente: elaboración propia con base en Di Tella y Schargrodsky (2004).

La evidencia confirma que aumentar la presencia policial es efectivo para reducir 
los niveles de inseguridad ciudadana. Pero lógicamente esto no significa que se 
debe contratar policías adicionales hasta que el delito desaparezca por completo. 
Para diseñar políticas públicas eficientes hay que conocer la magnitud del efecto 
de la policía sobre los distintos tipos de crímenes, y comparar los beneficios de 
la reducción del delito con los gastos necesarios para contratar más policías. Por 
ejemplo, en un estudio que buscaba determinar si el tamaño de las fuerzas poli-
ciales en distintas ciudades de los Estados Unidos era el adecuado, Chalfin y Mc-
Crary (2013) sugieren que aumentar el número de policías estaría justificado si se 
redujera el número de delitos violentos (como por ejemplo los homicidios, delitos 
sexuales o robos violentos), pero no si solo se lograra controlar delitos menores 
(como por ejemplo el hurto de objetos de escaso valor). 

Di Tella y Schargrodsky (2004) se plantean este mismo dilema. Concluyen que el valor 
de las pérdidas evitadas a los propietarios de automóviles por los hurtos frustrados 
no alcanza a compensar el costo salarial de los policías adicionales. Es decir, si fuera 
solamente por la reducción en la cantidad de hurtos de automóviles, la contratación 
de policías adicionales no estaría justificada. Esta conclusión podría cambiar si se 
considerasen los posibles beneficios por la disminución de otros crímenes. 

¿Por qué canal la presencia policial 
reduce el crimen?

Si la presencia policial favorece la reducción del crimen, ¿esto es porque la mayor 
probabilidad de arresto hace que cometer un delito sea más riesgoso y por lo tanto 
una opción menos atractiva? ¿O es que la policía reduce el crimen debido a que 
captura a quienes cometen delitos? 

Entender la importancia relativa de estos dos canales, la disuasión y la incapaci-
tación, es esencial para definir políticas públicas eficientes. Si la policía contribuye 
a controlar el crimen a través de la prevención y la disuasión de las conductas 
delictivas, entonces para decidir si contratar o no policías adicionales deberán 

La evidencia confirma que 
aumentar la presencia 
policial es efectivo para 
reducir los niveles de 
inseguridad ciudadana. 
Pero esto no significa que 
se debe contratar policías 
adicionales hasta que el 
delito desaparezca por 
completo.
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compararse los beneficios derivados de los delitos que no se producen con los 
esfuerzos presupuestarios necesarios para contratar más policías. Pero si la ma-
nera en que la policía contribuye a controlar el crimen es la incapacitación de los 
delincuentes, para la cual además de ser arrestados deben ser procesados y con-
denados, entonces los beneficios de la reducción del crimen deberán compensar 
los recursos presupuestarios insumidos por la policía, las fiscalías, los sistemas 
judiciales y las cárceles. 

La evidencia sugiere que el principal mecanismo en acción es la disuasión. Owens 
(2011), por ejemplo, muestra que el aumento de la presencia policial generó una 
reducción del crimen sin que aumente el número de arrestos. Klick y Tabarrok 
(2005) y Poutvaara y Pricks (2009) también sugieren que los resultados obtenidos 
son consecuencia del efecto de la disuasión. En el caso de Argentina, Di Tella y 
Schargrodsky (2004) concluyen que sus resultados reflejan el efecto disuasorio de 
la policía sobre el delito, dado que la caída en la cantidad de hurtos fue mayor en 
los lugares donde se ubicaban los policías adicionales. 

¿Es efectiva la disuasión si el 
crimen puede desplazarse?

Un aumento en la cantidad de policías en un determinado lugar o momento po-
dría provocar un desplazamiento del crimen a otros lugares o momentos. Si esto 
ocurriera, la efectividad de la presencia policial se vería reducida. ¿Qué dice la 
evidencia?

En su estudio del impacto de la policía sobre el hurto de vehículos, Di Tella y Schar-
grodsky (2004) no encuentran evidencia suficiente del desplazamiento del delito. A 
la misma conclusión llegan Draca, Machin y Witt (2011) en su estudio del efecto de 
la mayor presencia policial en las zonas céntricas de Londres después del atenta-
do terrorista en 2005. 

Sin embargo, González Navarro (2013) llega a otra conclusión estudiando los 
efectos de la introducción de dispositivos de radiofrecuencia Lojack en una de-
terminada marca de vehículos en cuatro estados mexicanos. Dado que era de 
conocimiento público que esos vehículos en esos estados contaban con el nuevo 
dispositivo, el autor analiza hasta qué punto el hurto se desplazó a vehículos de 
otras marcas en esos estados, o a vehículos de cualquier marca en otros esta-
dos26. Encontró que el hurto de vehículos protegidos por la tecnología Lojack se 
redujo en 48%, pero una quinta parte de esa reducción se desplazó a vehículos de 
la misma marca en estados no protegidos. 

Estrategias policiales efectivas

Si una mayor presencia policial contribuye a reducir el crimen, ¿cómo hacer esta 
presencia policial más efectiva en la prevención y el control?

26.  Si bien los dispositivos se colocaban ocultos en los vehículos, el hecho de que solo una marca de vehículos 
los tuviera, como consecuencia de un acuerdo firmado con Lojack, implicaba que se tratara de un mecanismo de 
protección “observable” para los potenciales delincuentes.

La evidencia sugiere que 
el principal mecanismo de 
acción de la policía es la 
disuasión.
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El enfoque más tradicional sobre la actuación de la policía se basa en estrategias 
que se aplican en toda una jurisdicción, independientemente de su nivel de crimen, 
de la naturaleza de los delitos, o de cómo se distribuyan en el territorio. Ejemplos 
de este tipo de estrategias son aumentar el número de agentes, patrullar toda la 
comunidad, brindar una respuesta rápida y visible en el lugar donde ocurre un 
delito, mejorar la capacidad de investigación criminal, o aumentar la cantidad de 
arrestos de forma generalizada (Weisburd y Eck, 2004). 

Durante las últimas dos décadas se han producido innovaciones importan-
tes con relación al uso efectivo de los recursos policiales. Weisburd y Eck 
(2004) proponen una clasificación de las estrategias policiales en función 
de dos dimensiones: diversidad de enfoques y nivel de focalización (Figura 
5.3). Mientras el modelo tradicional se caracteriza por una baja focalización 
y una reducida diversidad de enfoques, otras tres clases de estrategias de 
intervención policial alternativas se basan en mayor focalización, mayor di-
versidad de enfoques, o ambas cosas a la vez. Primero, las estrategias de 
“puntos calientes” se basan en la focalización de los recursos (por ejemplo, 
el patrullaje) en zonas donde la concentración del crimen es inusualmente 
alta. Segundo, los esquemas de policía comunitaria, buscan un vínculo más 
estrecho del policía con su comunidad. Por último, los esquemas de policía 
orientada a problemas se basan en la focalización en un determinado pro-
blema y el desarrollo de un modelo de intervención policial específico para 
solucionarlo. 

Figura 5.3 Clasificación de estrategias policiales
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Estrategias de puntos calientes27

Los delitos no se distribuyen en el territorio de forma pareja, sino que tienden a 
estar concentrados en zonas específicas, denominadas “puntos calientes” (Sher-
man, Gartin y Buerger, 1989; Weisburd y Green, 1995). Es por eso que muchas in-
tervenciones policiales buscan disuadir el crimen concentrándose en esos puntos. 

Braga, Papachristos y Hureau (2012) revisan 19 estudios –17 de Estados Unidos, 
uno de Australia y uno de Argentina–que en conjunto contienen 25 evaluaciones de 
intervenciones policiales de puntos calientes. De acuerdo a 20 de las 25 evaluacio-
nes, estas intervenciones lograron reducir la incidencia delictiva de forma notable. 
Más aún, esta reducción no se logró a expensas de un aumento del delito en zonas 
no intervenidas sino que, por el contrario, el crimen tendió a reducirse también en 
zonas adyacentes a las intervenidas, evidenciando cierta difusión de los beneficios.

Como se señala en el Capítulo 3, hasta el momento existen pocas evaluaciones de in-
tervenciones de este tipo en la región. Una excepción es el estudio de Kronick y Ortega 
(2014), quienes evalúan una intervención llevada a cabo por la policía del municipio de 
Sucre, en Caracas, Venezuela. A partir de información geo-referenciada de los homicidios 
ocurridos en el municipio, se identificaron primero 92 puntos calientes, para luego selec-
cionar 46 segmentos al azar. En estos 46 segmentos se cambió la dinámica de patrullaje, 
aumentando la frecuencia y programando 4 paradas de 15 minutos de duración, mientras 
que en los 46 segmentos restantes se continuó con la rutina habitual. Si bien el programa 
se encuentra en etapa de implementación, los resultados preliminares sugieren que la im-
plementación ha contribuido a mejorar la capacidad de gestión y control de la policía local. 

La única evaluación disponible fuera del mundo desarrollado es la ya mencionada de Di 
Tella y Schargrodsky (2004), para el caso de Argentina. Aunque los lugares donde aumentó 
la presencia policial no eran puntos calientes de robo, se trató de un tipo de intervención 
policial en lugares específicos que logró reducir el número de hurtos en forma significativa. 

Policía comunitaria

Este esquema ha sido la principal innovación de actuación policial con respecto al 
modelo tradicional en las últimas décadas. Aunque las estrategias utilizadas bajo 
este esquema varían (Eck y Rosenbaum, 1994; Weisburd y Eck, 2004)28 lo esencial 
es que se trata de una institución proactiva enfocada en solucionar los problemas 
de su comunidad y generar una relación de confianza con el ciudadano que favo-
rezca el control y la prevención del delito (Prado, Trebilcock y Hartford, 2012).

Weisburd y Eck (2004) revisan experiencias en países desarrollados y concluyen 
que no hay evidencia clara y convincente de que los esquemas de policía comu-
nitaria tengan un impacto sobre el crimen, aunque sí parecen ser efectivos para 
reducir la percepción de inseguridad y el temor a la delincuencia en la población. 

27.  Este tema se desarrolla con mayor profundidad en el Capítulo 3. 

28.  Algunas de las tácticas policiales englobadas bajo el concepto de policía comunitaria incluyen: encuentros entre 
miembros de la comunidad, conformación de guardias vecinales, patrullaje de a pie, provisión de información sobre 
incidencia delictiva a los ciudadanos y entrenamiento a policías que mejore su relación con la comunidad. 
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A una conclusión parecida llegan Frühling (2004), que analiza las experiencias de poli-
cía comunitaria en Villa Nueva (Guatemala), Bogotá (Colombia), San Pablo y Belo Ho-
rizonte (Brasil), y BID (2013), que estudia el impacto de la nueva Policía Metropolitana 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Argentina). Aunque no hay evidencia de su 
impacto sobre el crimen, estas iniciativas parecen contribuir a aumentar la confianza 
en la policía, reducir los casos de violencia policial y atemperar el miedo al crimen. 

Un caso donde sí se pudo identificar un impacto positivo es el del Plan Nacional de 
Vigilancia Comunitaria por Cuadrantes, un programa de policía comunitaria intro-
ducido en las ocho principales ciudades de Colombia en 2010 y luego extendido 
a ciudades intermedias. La estrategia consistió en dividir el territorio de cada una 
de las ciudades en áreas geográficas reducidas y bien delimitadas, denominadas 
“cuadrantes”. A cada cuadrante se asignó un número fijo de policías (6 policías 
divididos en tres turnos), a quienes se hacía responsable por la evolución del cri-
men en sus cuadrantes. Los policías debían detectar los principales problemas 
de inseguridad y definir una estrategia para confrontarlos, trabajando junto con 
la comunidad. García, Mejía y Ortega (2013) encuentran que esta iniciativa logró 
reducir la incidencia de homicidios, robos en viviendas y riñas callejeras de mane-
ra significativa, especialmente en las zonas que presentaban los mayores índices 
de criminalidad. Una de las razones fue una mayor motivación de los policías, por 
sentirse más compenetrados con la situación de la comunidad29.

Policía orientada a resolver problemas 

Este modelo fue originalmente propuesto por Goldstein (1979) y desarrollado luego por 
Eck y Spelman (1987). Más que una estrategia policial, se trata de un proceso desarro-
llado para definir estrategias de acción de la policía, con base en una metodología de 
acción de cuatro etapas generalmente conocida como SARA (por sus siglas en inglés): 
Scanning (identificación y priorización del problema), Analysis (estudio del problema a 
partir del análisis de datos y definición de alternativas de acción), Response (desarrollo 
e implementación de intervenciones dirigidas a solucionar el problema), Assessment 
(monitoreo y evaluación del impacto de la respuesta) (Weisburd et al., 2010). 

El modelo está siendo adoptado por las agencias de policía de todo el mundo. A par-
tir de una revisión de estudios de impacto en diversas ciudades de Estados Unidos, 
Weisburd et al. (2010) concluyen que existe suficiente evidencia sobre la efectividad 
de este enfoque, aunque la magnitud de los efectos es relativamente modesta. 

En la región, una experiencia que podría enmarcarse dentro de este esquema es la 
implementación de las Unidades de Policía Pacificadora (UPP) en Río de Janeiro, 
para recuperar el control territorial de las favelas de manos de los traficantes de 
droga. Para ello se diseñó un plan que consistía en, primero, anunciar la ocupa-
ción de las favelas –buscando que los grupos violentos se retiraran y de esa forma 

29.  Para evaluar los impactos del programa de manera creíble, los autores aprovecharon que la capacitación 
de 9 mil agentes policiales que demandaba el programa se realizó de forma gradual, dividiendo las estaciones 
policiales en tres grupos y determinando el orden en el que recibían el entrenamiento de forma aleatoria. Esto hizo 
que la implementación efectiva fuera gradual y no estuviera determinada por la evolución del delito, por lo que es 
posible atribuir los cambios en la incidencia delictiva a la entrada en vigor del programa. 

La policía comunitaria se 
trata de una institución 
proactiva enfocada en 
solucionar problemas de 
su comunidad y generar 
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favorezca el control y la 
prevención del delito.
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reducir el nivel de confrontación– y segundo, establecer una unidad de policía en 
la favela de forma permanente. Desde diciembre de 2008 hasta ahora se estable-
cieron 34 UPP en las favelas de Río de Janeiro. 

Ferraz y Ottoni (2013) analizan el impacto de esta intervención sobre los niveles de 
violencia dentro y fuera de las favelas. Dentro de las favelas, la intervención redujo 
los crímenes violentos (homicidios y asesinatos de policías), pero no los delitos no 
violentos y contra la propiedad30. En cuanto a los efectos fuera de las favelas, dismi-
nuyeron los crímenes violentos, aunque en menor magnitud que dentro de las fave-
las, y hubo una reducción en los robos. Finalmente, aumentaron los delitos contra la 
propiedad en municipios vecinos, lo que sugiere desplazamiento del crimen. 

Todas las estrategias policiales comentadas previamente usan en mayor o menor 
medida nuevas tecnologías, tanto relacionadas con el uso de la información como 
con nuevos materiales, dispositivos y equipamientos, que han facilitado su imple-
mentación y eficacia. El Recuadro 5.2 documenta estas experiencias. 

30.  Una posible explicación detrás de la ausencia de impacto sobre los crímenes contra la propiedad es que con la 
llegada de las UPP a las favelas también habrían aumentado las tasas de denuncias de este tipo de delitos.

Recuadro 5.2 Innovaciones tecnológicas y estrategias de intervención policial

Las innovaciones tecnológicas han impactado en las estrategias para prevenir y controlar el delito. 
Byrne y Marx (2011) clasifican estas innovaciones en dos categorías: las tecnologías duras, es decir, 
materiales, dispositivos o equipamientos, y las tecnologías blandas, que consisten en el uso estra-
tégico de la información. Si bien ambos tipos de innovaciones pueden ser utilizadas por individuos o 
instituciones distintas de la policía como herramientas de prevención del delito, han pasado a formar 
parte de muchas de las estrategias policiales tanto de prevención como de control (Cuadro 1)1. 

Las innovaciones tecnológicas duras utilizadas por la policía incluyen dispositivos de protección 
policial, nuevo tipo de armamento, equipamiento antimotines y avances en vehículos de patrullaje. 
Entre las innovaciones tecnológicas blandas se destacan el uso de mapas de incidencia delictiva2. 

La evidencia sobre la efectividad de estas innovaciones es escasa, con la excepción de algunas 
tecnologías blandas como las intervenciones de puntos calientes (Braga, Papachristos y Hureau, 
2012), con resultados positivos, y los programas de policía orientada a problemas (Weisburd et al., 
2010), con impactos positivos pero modestos. 

A pesar de la escasa evidencia sólida y rigurosa sobre estas innovaciones tecnológicas, en las 
últimas décadas ha habido una tendencia generalizada a incorporarlas.

1.  Solo en el caso de dos tipos de innovaciones tecnológicas utilizadas para prevenir el crimen, no vinculadas con el sistema de justicia 
criminal, existe evidencia de efectividad: la vigilancia por medio de Circuitos Cerrados de Televisión (CCTV) y la iluminación de calles 
(Welsh y Farrington, 2008). 

2.  Uno de los sistemas de análisis de datos más conocidos es CompStat, creado por la policía de Nueva York y replicado por cuerpos 
policiales de todo el mundo. En la región se destacan el Sistema Táctico para el Análisis Delictual (STAD) en Chile, el Programa de Integración 
de Gestión en Seguridad Pública (IGESP) en el estado de Mina Gerais, el sistema Infocrim en el estado de San Pablo, el Sistema Unificado 
de Información en Violencia y Delincuencia (SUIVD) en Bogotá y la Sala de Evaluación del Desempeño Policial en Ciudad de México.

El modelo de policía 
orientada a resolver 
problemas consiste en: 
identificar el problema, 
analizarlo, buscar una 
solución y evaluar los 
resultados.
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El efecto de las fiscalías

La mayoría de los países de América Latina ha implementado reformas en sus sis-
temas de justicia criminal, reemplazando el sistema inquisitivo por uno acusatorio. 
¿Cuáles han sido los resultados de estas reformas? Con la introducción de los 
procedimientos orales se buscaba acelerar los procesos, dotarlos de mayor trans-
parencia y reducir la corrupción, y hacer más efectivas las garantías individuales, 
objetivos que de momento parecerían haberse alcanzado (PNUD, 2013; Pásara, 
2010). La reglamentación del uso de la prisión preventiva durante el proceso penal 
pretendía aumentar derechos y garantías básicos de los ciudadanos, algo que 
también se habría logrado (Duce, Fuentes y Riego, 2009). 

En la medida en que las modificaciones generen más confianza y satisfacción con 
las instituciones, podría haber más incentivos a denunciar delitos, y esto llevar a 
una mayor probabilidad de arresto y castigo. De esta forma las reformas judiciales 
podrían favorecer una disminución de los niveles de crimen en la sociedad. Sin 
embargo, poco se conoce sobre la efectividad de las reformas para reducir los 
índices de incidencia delictiva. En uno de los pocos estudios disponibles, Blanco 
(2012) sugiere que la reforma del sistema de justicia criminal en México habría dis-
minuido la probabilidad de victimización pero, al mismo tiempo, habría reducido la 
percepción de seguridad entre los ciudadanos. Evidentemente, se necesita más 
investigación rigurosa para saber cuál ha sido el impacto causal de estas reformas.

El efecto de las cortes 

La probabilidad de ser condenado por un crimen depende, entre otras cosas, de 
la celeridad de los juicios. Un sistema judicial lento podría disminuir su capacidad 
de disuasión si esa lentitud es percibida por los delincuentes.

Cuadro 1 Innovaciones tecnológicas para la prevención y control del crimen

Tecnologías duras Tecnologías blandas

Dispositivos de protección policial Mapas de crimen (puntos calientes)

Armamento Análisis de patrones delictivos 

Equipamiento antimotines Bases de datos de antecedentes penales

Computadoras, equipos de video y sistemas de reconocimiento 
de voz en autos de patrullaje Listas de delincuentes potencialmente violentos

Centros de datos móviles Tecnologías para monitorear comunicaciones

Sistemas de identificación biométricos o por huellas dactilares Dispositivos de localización de balas

Fuente: Byrne y Marx (2011).

Muchos países han 
reemplazado el sistema 
inquisitivo por el 
acusatorio. Sin embargo, 
poco se conoce sobre 
la efectividad de las 
reformas para reducir la 
criminalidad.
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Una medida de la rapidez con que las cortes resuelven los procesos judiciales es 
el porcentaje de reclusos que están a la espera de juicio. En América Latina y el 
Caribe este porcentaje es elevado (48% en promedio), superando 60% en Bolivia, 
Paraguay y Venezuela, mientras en países más desarrollados se ubica en un mu-
cho menor 24% (Gráfico 5.7).

Gráfico 5.7 Porcentaje de reclusos esperando juicio en países de América y Europa 
(varios años)a/
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a/ Alemania, 2013; Argentina, 2012; Bolivia, 2013; Brasil, 2012; Canadá, 2011; Chile, 2013; Colombia, 2014; 
Costa Rica, 2012; Ecuador, 2012; El Salvador, 2014; España, 2014; Estados Unidos, 2012; Francia, 2013; 
Guatemala, 2013; Honduras, 2013; Italia, 2014; México, 2013; Nicaragua, 2012; Panamá, 2013; Paraguay, 
2012; Perú, 2013; Reino Unido, 2013; República Dominicana, 2013; Trinidad y Tobago, 2013; Uruguay, 2013 y 
Venezuela, 2012.

Fuente: elaboración propia con base en ICPS (2014).

Dalla Pellegrina (2008) utiliza datos del período 1999-2002 en Italia para esti-
mar el impacto de las demoras en los procesos judiciales sobre la propensión 
a cometer crímenes contra la propiedad, y encuentra que una mayor duración 
de los juicios tiene un efecto positivo y significativo sobre la incidencia de este 
tipo de crímenes. De manera similar, Soares y Sviatschi (2013) estiman que 
un aumento de un punto porcentual en la tasa de resolución de casos en las 
cortes de Costa Rica genera una reducción en el número de crímenes de entre 
14% y 17%. 

Un sistema judicial lento 
podría disminuir su 
capacidad de disuasión si 
esa lentitud es percibida 
por los delincuentes.
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Las instituciones de la justicia criminal 
y la severidad del castigo:  
Cárceles y condenas
El encarcelamiento puede contribuir a reducir el crimen a través de su poder de 
incapacitar, disuadir y rehabilitar a los delincuentes. Las estimaciones disponibles 
para Estados Unidos, por ejemplo, sugieren que duplicar la población encarcelada 
contribuiría a reducir el número de crímenes graves entre un 20% y un 40% (Spel-
man, 2000). Pero ¿por qué canal el encarcelamiento reduce el crimen? 

El efecto de incapacitación de las cárceles

Para estimar la cantidad de crímenes que se evitan por tener a un delincuente 
preso no basta con observar cómo el nivel de encarcelamiento incide sobre el 
crimen, debido a que el efecto de la incapacitación podría confundirse con el de la 
disuasión31. Algunos autores, sin embargo, han sorteado la dificultad para separar 
estos dos efectos aprovechando ciertos aspectos o políticas del sistema de justi-
cia criminal que permiten identificarlos por separado. 

Owens (2009), por ejemplo, aprovecha un cambio legal en la política criminal de 
Maryland, Estados Unidos. Hasta el año 2001, los delitos cometidos durante la 
minoría de edad eran tenidos en cuenta, entre los antecedentes, en las sentencias 
de personas de hasta 25 años de edad. A partir de 2001, esos delitos pasaron a 
ser considerados solo si la persona tiene hasta 22 años. Con el cambio en la ley, 
las personas de entre 23 y 25 años que habían cometido algún delito durante su 
minoría de edad pasaron a recibir sentencias más leves que las que habrían reci-
bido antes de 2001, por el hecho de que ahora sus antecedentes como menores 
de edad no eran considerados. Las sentencias se acortaron, en promedio, entre 9 
y 18 meses. Owens estima la probabilidad de reincidencia de estos delincuentes 
durante este período (en el que, antes del cambio legal, habrían estado en prisión) 
y encuentra que estas personas fueron arrestadas 2,8 veces por año, de las que 
1,5 veces correspondieron a crímenes graves. Estos crímenes no se habrían pro-
ducido si estas personas hubieran estado en prisión y proporcionan una medida 
del poder de las cárceles para incapacitar. 

Barbarino y Mastrobuoni (2014), por su parte, aprovechan cambios repentinos en 
el nivel de encarcelamiento en Italia producto de leyes de amnistía que se pasaron 
entre 1962 y 1990 y que beneficiaron a reclusos con dos o tres años de condena 
por delante32. Los autores encuentran que una reducción en el nivel de encarcela-
miento del 10% provoca un aumento del crimen de entre el 1,7% y el 3%.

31.  A nivel agregado, el efecto de la incapacitación se define como el número de crímenes evitados por tener a 
alguien en prisión, neto de efectos de reemplazo. El reemplazo ocurre si los crímenes que se evitarían debido al 
encarcelamiento de los potenciales delincuentes son cometidos por otra persona que en otras circunstancias habría 
optado por no delinquir (Bushway y Paternoster, 2009).

32.  Si bien es cierto que estas leyes también podrían afectar al crimen reduciendo el efecto disuasivo del 
encarcelamiento (por ejemplo, si los delincuentes esperan que en el futuro vuelvan a pasarse leyes similares), los 
autores estiman el impacto de la incapacitación neto de este otro efecto. 

El encarcelamiento puede 
contribuir a reducir el 
crimen a través de su 
poder de incapacitar, 
disuadir y rehabilitar a los 
delincuentes.
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El efecto de la incapacitación es mayor en la medida en que las cárceles conten-
gan a los criminales más peligrosos y activos (Bushway y Paternoster, 2009)33. Por 
ello es que para estudiar el potencial de incapacitación de las cárceles de la región 
es útil analizar el perfil de los reclusos por tipo de delito, edad y patrones de rein-
cidencia. Los Gráficos 5.8 a 5.10 y el Cuadro 5.1 muestran datos de este tipo para 
la población reclusa en Argentina, Brasil, El Salvador y Perú34. 

El Gráficos 5.8 muestra la composición de la población reclusa por tipo de delito 
por el que fue detenida. Los dos delitos por los que más reclusos están en las 
cárceles de la provincia de Buenos Aires, Argentina, son robos (55%) y homicidios 
(23%). En San Pablo, Brasil, el delito por el que un mayor porcentaje de reclusos 
fue detenido es el robo (32%), seguido por la posesión y tenencia de drogas (29%); 
los detenidos por homicidio solo representan el 10% del total de reclusos. En las 
cárceles de El Salvador predominan los detenidos por homicidio (39%) seguidos 
por los detenidos por extorsión (17%). Y en el caso del Perú el delito por el que un 
mayor porcentaje de reclusos está detenido es el robo (31%), seguido por delitos 
sexuales (24%).

Gráfico 5.8 Reclusos por tipo de delito en países de América Latina (2013)
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Fuente: elaboración propia con base en PNUD (2013).

33.  Estas ideas han dado origen a las políticas de incapacitación selectiva, que buscan que las decisiones sobre 
sentencias y libertad condicional de los condenados tengan en cuenta la peligrosidad y el nivel de actividad de los 
delincuentes.

34.  Los datos fueron elaborados en el marco del Estudio Comparativo de la Población Carcelaria, preparado por el 
equipo consultor del Informe de Seguridad Ciudadana elaborado por el PNUD en 2013. En el caso de Argentina, el 
relevamiento se realizó en penales de la provincia de Buenos Aires, cuyo servicio penitenciario recluye a personas 
condenadas por delitos comunes y delitos relacionados con el consumo y venta directa de estupefacientes a 
consumidores, y que alberga alrededor del 40% de la población penal a nivel nacional. En el caso de Brasil, las 
encuestas se realizaron en cárceles de San Pablo. En los casos de El Salvador y Perú, en cambio, las muestras son 
representativas de la población carcelaria a nivel nacional. 

El efecto de la 
incapacitación es mayor 
en la medida en que las 
cárceles contengan a los 
criminales más peligrosos.
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El Gráfico 5.9 muestra la distribución de los detenidos por edad y la mediana 
de la edad para los detenidos por homicidio y por robo. La distribución de los 
detenidos por homicidio es similar en Perú y Brasil, y se encuentra algo des-
plazada hacia la izquierda en Argentina y El Salvador, indicando que en estos 
países los detenidos por homicidio son más jóvenes. En Perú y Brasil, la mitad 
de los detenidos por homicidio tienen 37 y 36 años o más, respectivamente, 
mientras que en Argentina y El Salvador tienen menos de 33 y 31 años, res-
pectivamente. 

La distribución de los detenidos por robo es relativamente similar en los 
cuatro países. Perú tiene la población carcelaria detenida por robo de ma-
yor edad (33 años o más), seguido por Argentina (30), El Salvador (29) y 
Brasil (28). 

El Gráfico 5.10 muestra la proporción de reclusos con actividad delictiva en los 
6 meses previos a su detención y la proporción de reincidentes. Las cárceles 
de Argentina y Brasil tienen un elevado porcentaje de reclusos con actividad 
delictiva previa a la detención –38% y 33%, respectivamente– mientras que 
en Perú y El Salvador ese porcentaje es bastante menor –18% y 9%, respec-
tivamente–. Con relación a la reincidencia, Brasil tiene la mayor proporción 
de reincidentes en sus cárceles (49%), seguido de cerca por Argentina (42%), 
mientras en Perú y El Salvador esa proporción es otra vez bastante menor (16% 
y 11%, respectivamente).

Gráfico 5.9 Distribución de detenidos por edad, según tipo de delito en países de América Latina (2013)
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Gráfico 5.10 Actividad delictiva y reincidencia de los reclusos en países de América 
Latina (2013)
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Fuente: elaboración propia con base en PNUD (2013).

Finalmente, el Cuadro 5.1 muestra información más detallada sobre la actividad crimi-
nal previa de los detenidos por delitos contra la propiedad, en particular si cometieron 
algún delito durante los seis meses previos a la detención, qué tipo de delito, y cuántas 
veces. En Argentina, mientras que la mitad de los detenidos por robo dice no haber 
cometido ningún otro robo en los seis meses anteriores a su detención, la otra mitad 
reconoce haber cometido al menos uno. Asimismo, la cantidad promedio de robos 
cometidos por este segundo grupo es de 17,4. Esto quiere decir que, si se supone que 
el detenido por robo típico hubiera seguido robando al mismo ritmo que lo hizo durante 
los seis meses previos a su detención, su encarcelamiento habría evitado por incapaci-
tación cerca de nueve robos por semestre o 18 por año35. El mismo ejercicio indica que 
el encarcelamiento evita 12 robos por año en Brasil, uno en El Salvador y 13 en Perú.

Cuadro 5.1 Intensidad de la actividad criminal previa de detenidos por robo en países 
de América Latina (2013)

Indicadores Argentina 
(Buenos Aires)

Brasil  
(San Pablo) El Salvador Perú

Recluso detenidos por robo 
(porcentaje) (a) 55,0 32,5 12,7 31,2

Detenidos por robo que cometieron 
algún robo en los seis meses previos 
a su detención (porcentaje) (b)

50,6 30,0 10,6 29,4

Número de robos por recluso en los 
seis meses previos, condicional a 
haber cometido al menos uno (c) 

17,4 20,2 5,9 22,4

Número de robos por año asociados 
a un detenido por robo (d=b/100*c*2) 17,6 12,1 1,3 13,1

Fuente: elaboración propia con base en PNUD (2013).

35.  Esta forma de estimar el efecto de la incapacitación a partir de información reportada por los mismos reclusos 
sobre delitos cometidos con anterioridad a la detención fue utilizada por primera vez por Spelman (1994) con 
datos de Estados Unidos. El supuesto clave es que, si la persona no hubiera sido detenida y encarcelada, habría 
continuado cometiendo delitos al mismo ritmo que lo hacía antes de la detención. 
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Otra forma de estimar el efecto de la incapacitación es analizar la reincidencia de 
aquellos reclusos que cometieron su primer delito alrededor de la edad de mayo-
ría legal. Este enfoque explota el hecho de que si un individuo comete un delito 
justo antes de la edad de mayoría legal será juzgado en una corte juvenil y recibirá 
una pena más leve que otro individuo que comete el mismo delito siendo mayor 
de edad y juzgado en una corte penal común. Si el primer individuo tarda menos 
tiempo en reincidir que el segundo, esa diferencia podría atribuirse a que el prime-
ro ha estado menos tiempo en prisión y, por lo tanto, proporcionar una medida del 
efecto de la incapacitación. 

Guarín, Medina y Tamayo (2013) utilizan esta metodología para estimar el efecto 
de la incapacitación en Colombia. En particular, comparan el tiempo que trans-
curre desde la detención hasta la reincidencia entre aquellos que cometieron un 
delito justo antes y justo después de cumplir los 18 años, la mayoría de edad legal. 
Encuentran que quienes cometieron un delito justo después de cumplir 18 años 
tardan 300 días más en reincidir, efecto que puede atribuirse a la incapacitación. 

Brassiolo (2014) realiza un ejercicio similar utilizando datos de encuestas a reclu-
sos en Argentina, Brasil, El Salvador y Perú. Explota el hecho de que una masa 
importante de reclusos reincidentes cometieron su primer delito alrededor de los 
18 años de edad (la mayoría de edad legal) especialmente en Argentina y Brasil 
(Gráfico 5.11). Esto permite comparar el tiempo transcurrido hasta la reincidencia 
entre quienes cometieron un delito cuando ya tenían 18 años y quienes cometie-
ron ese mismo delito cuando aún tenían 17 años. Tomando los cuatro países en 
conjunto encuentra que quienes son juzgados como mayores de edad reinciden 
2,2 años después que quienes son juzgados en una corte para jóvenes. Y consi-
derando a los países individualmente encuentra una diferencia de 2,6 años en Bra-
sil y 2,2 años en El Salvador, pero no encuentra una diferencia estadísticamente 
significativa en Argentina ni en Perú (Gráfico 5.12).

Gráfico 5.11 Edad al momento de cometer el primer delito (2013)
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Gráfico 5.12 Efecto de la incapacitación sobre el delito en países de América Latina
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a/ El gráfico reporta los coeficientes y los intervalos de confianza al 90%, estimados por mínimos cuadrados 
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Fuente: Brassiolo (2014).

El poder de disuasión de las condenas

Aumentar la severidad del castigo por la vía de penas más largas o alguna otra medida 
que implique un mayor nivel de encarcelamiento podría reducir el crimen no solamen-
te incapacitando a los criminales, sino también disuadiendo conductas delictivas. 

Kessler y Levitt (1999) separan empíricamente los canales de disuasión e incapaci-
tación aprovechando un cambio legal introducido en California en 1982, conocido 
como Proposición 8, que aumentaba la duración de las condenas para criminales 
reincidentes. Argumentan que, tanto antes como después de la Proposición 8, 
los reincidentes eran condenados con penas de prisión, solo que después de la 
Proposición 8 las condenas se volvieron más largas. Dado que en el corto plazo 
el efecto de la incapacitación fue el mismo –los reincidentes habrían ido a prisión 
independientemente de la Proposición 8– podrían interpretar cualquier caída en la 
incidencia del crimen como el efecto disuasorio de las mayores condenas que la 
Proposición 8 imponía. Y, en efecto, encuentran una caída en el índice delictivo del 
orden de 4% en el año posterior a la reforma36. 

36.  Algunos estudios como los de Webster, Doob y Zimring (2006) y Raphael (2006) han criticado estos resultados 
y sostienen que esta evidencia no puede tomarse como definitiva, por lo que aún no hay consenso sobre la 
importancia y magnitud del efecto disuasorio del encarcelamiento.

Aumentar la severidad 
del castigo por la vía de 
las penas más largas 
o alguna otra medida 
que implique una mayor 
nivel de encarcelamiento 
podría reducir el crimen 
incapacitando a los 
criminales y disuadiendo 
conductas delictivas.



200 Por una América Latina más segura: una nueva perspectiva para prevenir y controlar el delito

De forma similar, Drago, Galbiati y Vertova (2009) explotan la aprobación en 2006 
de una ley en Italia que indultó a todos los reclusos con condenas inferiores a tres 
años y significó la liberación repentina de casi 40% de la población encarcelada. 
Pero la ley establecía que si se reincidía dentro de los cinco años de la liberación, a 
la nueva condena se le sumaría la parte de la sentencia anterior que había queda-
do pendiente, es decir, entre 1 y 36 meses. Los autores encuentran que por cada 
mes adicional de sentencia pendiente, la propensión a delinquir se reduce 1,24%, 
lo que interpretan como el efecto disuasorio del encarcelamiento.

Una forma alternativa de estudiar el efecto disuasorio de las penas es observando 
la propensión a cometer delitos alrededor de la mayoría de edad. En general, las 
penas son más severas para los mayores de edad, de modo que si un castigo más 
severo disuade la conducta criminal, la propensión a cometer crímenes debería caer 
cuando se alcanza la mayoría de edad. Varios estudios en países desarrollados ex-
plotan esta idea, pero su evidencia no es concluyente: mientras algunos encuentran 
que las mayores penas no tienen un efecto disuasorio significativo (Lee y McCrary, 
2009) otros concluyen lo contrario (Levitt, 1998; Hjalmarsson, 2009; Entorf 2012).

¿Tienen un efecto disuasorio las cárceles en América Latina? ¿Es posible prevenir el 
delito aumentando la severidad de las condenas? En el caso de Colombia, Guarín 
Medina y Tamayo (2013) analizan el cambio en la probabilidad de delinquir alrededor 
de la edad de mayoría legal y no encuentran efecto disuasorio sobre el total de delitos, 
los crímenes violentos o los delitos contra la propiedad; sólo encuentran un efecto 
importante en el caso de delitos relacionados con el tráfico y consumo de drogas.

En general, el efecto disuasorio de aumentar la longitud de las penas es relativa-
mente modesto. Esto podría deberse a un aparente divorcio entre la percepción y 
la realidad de la dureza de las penas. Para que la severidad del castigo sea capaz 
de disuadir conductas criminales es clave que el rigor de las sentencias se corres-
ponda con la percepción de los delincuentes. Algunos estudios sugieren que la 
limitada capacidad de disuasión de las condenas se debe a la debilidad de este 
vínculo en la práctica (Kleck et al., 2005; Lochner, 2007). 

Cambios en la edad de responsabilidad 
penal, disuasión y capital humano

El aumento de la delincuencia juvenil en muchos países ha originado demandas de 
la sociedad por reducir la edad de imputabilidad penal, bajo el supuesto de que este 
tipo de medidas permitirían disuadir conductas criminales. Pero el encarcelamiento 
de adolescentes y jóvenes puede tener consecuencias no deseadas para la socie-
dad. En particular, puede afectar negativamente el desarrollo de su capital humano, 
mermando sus posibilidades de inserción laboral y aumentando las probabilidades 
de involucramiento en actividades delictivas en el futuro. ¿Qué dice la evidencia?

Aizer y Doyle (2013) analizan el efecto del encarcelamiento durante la juventud 
sobre la acumulación de capital humano y los patrones de reincidencia criminal 
futura. En Chicago, cuando un caso entra en el sistema de justicia juvenil es asig-
nado al juez que está de turno en ese momento. De esta forma, el juez que en-
tiende en cada caso queda determinado por el azar. Dado que algunos jueces 

En general, el efecto 
disuasorio de aumentar la 
longitud de las penas es 
relativamente modesto. 
Esto podría deberse a un 
aparente divorcio entre la 
percepción y la realidad de 
la dureza de las penas.
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son más propensos a dictar el encarcelamiento, mientras otros prefieren medidas 
alternativas, los autores aprovechan esta variabilidad “exógena” en la probabilidad 
de encarcelamiento para estimar sus efectos. Encuentran que el paso por la cárcel 
reduce la probabilidad de completar la educación media y hace más probable la 
reincidencia durante la adultez. Esto, sumado al escaso efecto disuasorio de las 
condenas, sugiere que mecanismos alternativos al encarcelamiento podrían ser 
más adecuados para lidiar con la delincuencia juvenil. 

Ibáñez, Rodríguez y Zarruk (2013) exploran justamente el efecto de este tipo de 
mecanismos sobre la propensión a delinquir y las decisiones de acumular capital 
humano de los jóvenes. Aprovechan la introducción, en 2006, de un nuevo Siste-
ma de Responsabilidad Penal para Adolescentes (SRPA) en Colombia. La reforma 
instauró un sistema judicial restaurativo, centrado en resolver los conflictos antes 
que en castigar a los delincuentes. Alentó el uso de mecanismos de rehabilitación 
como amonestaciones, imposición de reglas de conducta, trabajos comunitarios 
y libertad parcial o condicionada, dejando la privación de la libertad como último 
recurso. Por último, elevó la edad de imputabilidad penal de 12 a 14 años y redujo 
la severidad de los castigos para los menores de 18 años. En otras palabras, la 
reforma redujo el costo de cometer delitos para los menores de edad. Los autores 
encuentran que la participación de adolescentes en actividades delictivas aumen-
tó como consecuencia del cambio legal y la tasa de escolarización de los menores 
de 14 años se redujo. 

¿Se debe entonces aumentar la severidad del castigo para los jóvenes, por ejem-
plo reduciendo la edad de imputabilidad penal? La respuesta no es clara. La expe-
riencia de Colombia indica que una mayor severidad podría contribuir a mantener 
la delincuencia juvenil bajo control e incluso favorecer la permanencia de los ado-
lescentes en el sistema educativo. Sin embargo, la evidencia mostrada por Aizer 
y Doyle (2013) sugiere que elevar la severidad del castigo para los jóvenes podría 
ser contraproducente, no solo porque el encarcelamiento interrumpe su formación 
educativa y con ello limita sus posibilidades laborales futuras, sino porque además 
los pone en contacto con criminales adultos, con lo que aumenta su probabilidad 
de reincidencia en el futuro.

¿Rehabilitación o ambiente criminógeno? 

Uno de los propósitos del encarcelamiento es reformar a quienes han cometido un 
delito para facilitar su reinserción en la sociedad y reducir el riesgo de reincidencia. 
Las instituciones penitenciarias ofrecen programas de rehabilitación entre los que 
se incluyen actividades de recreación, religiosas, educativas, laborales, de apren-
dizaje de habilidades y de preparación para la libertad, además de programas para 
reclusos con problemas específicos como por ejemplo enfermos mentales y con 
adicciones37. Pero la efectividad de estos programas no solamente se ve limitada 

37.  Pocos estudios han evaluado empíricamente la efectividad de los programas de reinserción de las cárceles en 
países de la región. Una excepción es el trabajo de Alzúa, Rodríguez y Villa (2009), quienes muestran que participar 
en programas educativos favorece un mejor comportamiento de los internos y una menor participación en conflictos 
dentro del penal. En la medida en que esta menor propensión a la violencia se mantenga después de la liberación, 
este tipo de programas podría reducir los riesgos de reincidencia.

No existe un consenso 
sobre la efectividad del 
aumento de la severidad 
del castigo como 
mecanismo para controlar 
la delincuencia juvenil.
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por razones presupuestarias, sino también por las malas condiciones de vida en 
estas instituciones. 

El Cuadro 5.2 muestra información sobre las condiciones de vida, los niveles de 
inseguridad y la disponibilidad de programas que podrían favorecer la reinserción 
en la sociedad en las cárceles de Argentina, Brasil, El Salvador y Perú. La situación 
es por lo menos precaria en todas estas dimensiones. 

Considerando los cuatro países en conjunto, hay dos internos por cada espacio 
disponible donde duermen, solamente tres de cada diez reclusos consideran que 
la cantidad de alimentos que reciben es suficiente y solamente seis de cada diez 
dicen recibir atención médica en caso de necesitarla. Las condiciones de seguri-
dad también son deficientes: el 64% de los reclusos dicen sentirse menos seguros 
que antes de ingresar al penal, el 35% ha sido víctima de algún robo y un 10% ha 
sido golpeado al menos una vez en los últimos 6 meses. Y en cuanto a la participa-
ción en programas recreativos y de reinserción, sólo el 32% dice haber participado 
en actividades deportivas durante el último mes, sólo el 25% dice haber partici-
pado en actividades educativas y sólo el 28% reporta trabajar dentro del penal. 

Cuadro 5.2 Condiciones de vida, seguridad y programas de reinserción en las cárceles de países de 
América Latina (2013)

Indicadores Argentina 
(Buenos Aires)

Brasil  
(San Pablo) El Salvador Perú Total 

muestra

Condiciones de vida dentro del penal

Cantidad de personas por cada lugar disponible  
en donde duerme 1,1 2,1 2,0 2,0 1,9

Considera que la cantidad de alimentos es 
suficiente (porcentaje) 21,8 36,1 14,9 45,3 30,5

Recibe atención médica si se enferma (porcentaje) 47,8 41,3 51,1 82,2 59,0

Seguridad y percepción dentro del penal

Se siente menos seguro que antes de entrar al 
penal (porcentaje) 71,0 71,6 43,9 75,4 63,8

Fue víctima de robo dentro del penal (porcentaje) 33,0 28,6 28,0 46,2 34,9

Fue golpeado dentro del penal en los últimos seis 
meses (porcentaje) 19,7 4,7 3,5 15,1 9,9

Participación en programas dentro del penal

Participó en actividades deportivas en el último 
mes (porcentaje) 35,1 23,0 31,7 37,3 32,2

Participó en actividades educativas en el último 
mes (porcentaje) 27,4 9,5 30,9 27,9 25,0

Trabaja dentro del penal (porcentaje) 27,0 23,4 23,1 35,6 27,9

Fuente: elaboración propia con base en PNUD (2013).

La efectividad de los 
programas de rehabilitación 
de las cárceles es 
limitada por razones 
presupuestarias y por las 
malas condiciones de vida 
de estas instituciones.
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El deterioro de las condiciones de vida en algunos establecimientos penitenciarios 
de la región es aun más pronunciado. Muchas cárceles son lugares de abuso y 
violencia, donde el control está en manos de los mismos reclusos y donde el per-
sonal penitenciario solo entra en grupo y fuertemente armado (Coyle, 2004; Azaola 
y Bergman, 2007). 

Las malas condiciones de vida en las cárceles no solo han generado escep-
ticismo sobre su potencial para reformar a los reclusos, sino que favorecen la 
idea de que constituyen ambientes que pueden agravar la conducta delictiva38. 
Esto podría ocurrir por al menos dos canales. Uno es que el encarcelamiento 
favorece el desarrollo de habilidades o redes de contacto relacionadas con el 
crimen dentro de las cárceles (Bayer, Hjalmarsson y Pozen, 2009; Ouss, 2011)39. 
El otro es el efecto estigma del encarcelamiento (Kling, Weiman y Western, 2001; 
Kling, 2006). 

El primer canal supone que las cárceles son “escuelas del crimen”, donde la inte-
racción entre delincuentes con distintos tipos o niveles de habilidades criminales 
tiene un efecto positivo sobre la conducta delictiva futura. Bayer, Hjalmarsson 
y Pozen (2009) estudian cómo la convivencia dentro de una cárcel con otros 
reclusos afecta la conducta delictiva de los jóvenes de Florida una vez que han 
sido liberados. Muestran que la interacción con otros delincuentes en el penal 
tiende a aumentar la probabilidad de reincidencia, pero solo si los internos están 
expuestos a otros internos que han cometido el mismo tipo de crimen en el pasa-
do. En cambio, no se observan impactos en la probabilidad de reincidencia en el 
caso de internos que interactuaron con otros reclusos que habían cometido dis-
tintos tipos de crímenes. Los autores sugieren que la exposición a reclusos con 
historias criminales similares podría contribuir a reforzar las propias habilidades 
para el crimen o a crear redes de contacto para delinquir en el futuro. De manera 
similar, Ouss (2011) muestra que el aumento en la probabilidad de reincidencia de 
las personas liberadas en Francia se produce por la adquisición de habilidades 
criminales a partir de la interacción de los reclusos con sus compañeros de cel-
da. Estos resultados tienen importantes implicaciones para el diseño de políticas 
relacionadas con la forma en la que se distribuyen los reclusos entre y dentro de 
las cárceles. 

El segundo canal se basa en la idea de que el encarcelamiento produce un efecto 
estigma que reduce la probabilidad de reinserción laboral futura, haciendo más 
probable la reincidencia delictiva. Los datos de las encuestas a reclusos son con-
sistentes con esta hipótesis. Los detenidos que ya habían pasado por la cárcel en 
al menos una ocasión tienen menos probabilidad de haber estado trabajando en 
el mes previo a la detención que quienes no tenían antecedentes penales (Gráfico 
5.13, p. 204). 

38.  Las cárceles pueden ser incluso lugares desde los cuáles se planifican los crímenes, como en el caso 
emblemático del Primeiro Comando da Capital, surgido en las prisiones del estado brasilero de San Pablo. 

39.  Un mecanismo relacionado es la potencial depreciación del capital humano no vinculado con el delito durante 
el encarcelamiento, deteriorando las oportunidades de reinserción laboral futura (Kling, Weiman y Western, 2001; 
Lochner, 2004). 

Las malas condiciones 
en las cárceles pueden 
favorecer que se 
constituyan en ambientes 
criminógenos, donde se 
desarrollan habilidades o 
redes relacionadas con el 
crimen.
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Gráfico 5.13 Proporción de ocupados en el mes anterior a la detención en países 
de América Latina (2013)

Perú

El Salvador

Brasil 
(San Pablo)

Argentina 
(Buenos Aires)

Sin antecedentes Con antecedentes

Proporción de ocupados

0 0,2 0,4 0,6 0,8 1,0

0,63

0,78

0,76

0,82

0,73

0,61

0,90

0,86

Fuente: elaboración propia con base en PNUD (2013).

Otra manera de examinar si las cárceles constituyen un ambiente criminógeno es 
comparar las tasas de reincidencia entre individuos que han sido encarcelados e 
individuos que han estado sujetos a mecanismos de custodia alternativos, como 
el monitoreo electrónico, el trabajo comunitario y el tratamiento en libertad. Ki-
llias, Villettaz y Zoder (2006) revisan 23 estudios que permiten hacer 27 compa-
raciones de este tipo. En 13 de las 27 comparaciones se encontraron diferencias 
significativas entre las tasas de reincidencia de ambos grupos. En 11 de esas 13, 
los resultados sugieren que los mecanismos alternativos a la prisión favorecen 
menores tasas de reincidencia. 

En la región, Di Tella y Schargrodsky (2013) analizan este tema para el caso de 
Argentina y demuestran que alternativas menos drásticas que la pena de prisión, 
como el monitoreo electrónico de los condenados a través de un brazalete, con-
tribuyen a reducir la reincidencia. Comparan la probabilidad de reincidencia de 
personas liberadas de cárceles con la de personas que cumplieron su condena 
custodiados por pulseras de monitoreo electrónico (con características simila-
res en cuanto a edad, sexo y delito cometido), aprovechando el hecho de que 
la distribución entre una y otra alternativa se determina “exógenamente”, por la 
asignación aleatoria de casos a jueces con preferencias ideológicas opuestas. 
Encuentran que la tasa de reincidencia es menor entre quienes estuvieron moni-
toreados electrónicamente que entre quienes cumplieron su condena en prisión 
(entre 11 y 16 puntos porcentuales). Además, este mecanismo alternativo genera 
importantes ahorros fiscales. 

Otra manera de estimar el efecto criminógeno de las cárceles se basa en el he-
cho de que mientras los delincuentes menores de edad son enviados a institutos 

Estudios empíricos 
sugieren que los individuos 
encarcelados presentan 
mayores tasas de 
reincidencia que aquellos 
sujetos a mecanismos de 
custodia alternativos.
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correccionales de menores, los mayores de edad son internados en cárceles 
comunes donde están expuestos a criminales adultos. Si la exposición a crimi-
nales adultos potencia la conducta criminal, los jóvenes que pasaron por cárce-
les comunes deberían cometer delitos más graves –en caso de reincidir– que los 
jóvenes enviados a institutos correccionales. La comparación de la gravedad del 
delito con el que reinciden ambos grupos, entonces, proporciona una medida 
del efecto criminógeno del encarcelamiento. 

Gráfico 5.14 Exposición a criminales adultos y gravedad del delito de reincidencia 
(medido en años de sentencia) (2013)a/ 

Muestra total

Argentina (Buenos Aires)

Brasil (San Pablo)

El Salvador

Perœ

-20 0 20 40 60

Coe�ciente estimado e intervalo de con�anza al 90%

a/ El gráfico reporta los coeficientes y los intervalos de confianza al 90%, estimados por MCO, donde la 
variable dependiente es la duración (en años) de la sentencia recibida por el delito actual. La categoría omitida 
está conformada por un recluso de sexo masculino que cometió su primer delito a los 17 años y ese delito fue 
un homicidio. La muestra incluye reclusos reincidentes de cualquier edad que cometieron su primer delito a los 
17 o a los 18 años de edad.

Fuente: Brassiolo (2014).

El Gráfico 5.14 muestra los resultados de esta comparación en Argentina, 
Brasil, El Salvador y Perú, así como en los 4 países tomados en conjunto. 
Compara la gravedad del delito, medida por la duración de la sentencia 
recibida, entre individuos reincidentes similares en todo aspecto excepto 
en la edad a la que cometieron su primer delito (17 versus 18 años) y, por 
lo tanto, en el tipo de institución en el que cumplieron su condena. Los re-
sultados no son concluyentes. El efecto positivo del encarcelamiento sobre 
la gravedad del delito de reincidencia en los 4 países tomados en conjunto 
está explicado por los resultados de El Salvador. Los resultados por país 
sugieren que las cárceles son ambientes criminógenos en El Salvador pero 
favorecen la rehabilitación en Perú, y no tienen un efecto significativo en 
Argentina ni en Brasil. 
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Conclusiones
Los funcionarios públicos encargados de la política criminal deben decidir cuán-
tos recursos destinar al control del crimen, y cómo distribuir esos recursos entre 
los distintos componentes del sistema de justicia criminal: la policía, la fiscalía, 
el sistema judicial y las cárceles. También deben decidir cómo esos recursos se 
emplean en cada una de esas instituciones. 

El efecto de la política criminal sobre el delito se produce incapacitando a quienes 
infringen la ley por medio del encarcelamiento y disuadiendo las conductas delicti-
vas. Para que la política de control del crimen sea efectiva debe contener un com-
ponente de disuasión importante. Para ello no solo es importante que el castigo 
esperado por cometer un delito sea elevado, sino que se debe buscar que esto sea 
efectivamente percibido por los potenciales delincuentes. En palabras de Kleiman 
(2009), no es suficiente hacer que el crimen no pague, además es necesario que el 
crimen ni siquiera parezca que paga. 

Un requisito indispensable para que el crimen no pague es reconocer que las ins-
tituciones que componen el sistema de justicia criminal están estrechamente in-
terconectadas y asegurar el funcionamiento de cada una de ellas. Si alguno de los 
eslabones de la cadena se debilita, el poder de disuasión de la política criminal se 
verá resentido. 

La evidencia confirma que aumentar el tamaño de la fuerza policial es una estrate-
gia eficaz para mejorar los niveles de seguridad ciudadana. Esto se produce por el 
potencial de la policía para prevenir y disuadir conductas delictivas, más que por 
una mayor cantidad de arrestos. La disuasión que la mayor presencia policial ge-
nera es efectiva por el hecho de que la mayor parte de los delitos que logra evitar 
no se desplazan ni geográficamente ni en el tiempo. Esto no implica que se deba 
aumentar la presencia policial hasta que el delito desaparezca por completo. La 
mayor presencia policial requiere que la sociedad asigne mayores recursos, por lo 
que solo estaría justificada si los beneficios en términos de reducción del crimen 
compensan esos recursos adicionales. 

Pero la efectividad de la policía para prevenir y controlar el crimen depende también 
de la estrategia de intervención que utilice. Las estrategias de puntos calientes han 
probado ser efectivas para reducir la incidencia delictiva. Lo mismo ocurre con los 
esquemas de policía orientada a la solución de problemas, aunque en este caso los 
resultados parece ser modestos. Los esquemas de policía comunitaria, en cambio, 
parecen menos eficaces para reducir los niveles de criminalidad, aunque mejoran 
la relación de la policía con el ciudadano y reducen la percepción de inseguridad. 

El poder de disuasión de la policía depende en cierta medida de la eficacia de las 
fiscalías y los jueces. La probabilidad de castigo depende no solo de la probabili-
dad de arresto, sino también de las probabilidades de procesamiento y condena. 
El rol de la fiscalía en el proceso de justicia criminal es clave, particularmente des-
pués de las reformas de los sistemas de enjuiciamiento en la región. La eficiencia 
de la justicia afecta de manera directa los incentivos a involucrarse en actos crimi-
nales, haciendo imperativo aumentar su eficacia y celeridad.
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El aumento de la inseguridad y las mayores demandas por mayor represión y con-
trol han propiciado un incremento importante en los niveles de encarcelamiento 
en la mayoría de los países de la región. Este aumento, sumado a las restricciones 
presupuestarias para expandir la infraestructura carcelaria, ha llevado a niveles 
de sobreocupación alarmantes. Esto no solamente deteriora las condiciones de 
vida dentro de los penales, sino que limita el potencial de estas instituciones para 
reformar a los delincuentes e incluso favorece la conformación de ambientes que 
aumentan el riesgo de reincidencia futura. La construcción de más y mejores cár-
celes es una necesidad que va más allá de la implementación de políticas de com-
bate a la inseguridad que generen mayores niveles de encarcelamiento.

Si a esto se suma el hecho de que el potencial del encarcelamiento como meca-
nismo de disuasión parece ser bastante modesto, los mecanismos alternativos de 
condena, como por ejemplo el monitoreo electrónico sin privación de la libertad, 
surgen como una opción efectiva, particularmente para delincuentes cuyo riesgo 
de reincidencia es menor, ya que evitaría su contacto con criminales más peligro-
sos y además generaría importantes ahorros fiscales. 

Finalmente, para el diseño de mejores políticas públicas de control del crimen es 
indispensable mejorar la disponibilidad de estadísticas confiables y de calidad, 
que cubran todas las dimensiones del fenómeno del delito. Esta es una condición 
necesaria para el desarrollo de evaluaciones rigurosas que permitan incrementar 
y mejorar el conocimiento sobre la efectividad de distintas intervenciones públicas 
en materia de seguridad ciudadana. 
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Incentivos electorales, 
capacidad del Estado 
y legitimidad1 
“La política es el arte de lo posible, lo alcanzable, el arte de lo segundo mejor”. 
Otto von Bismarck.

Introducción
El contexto político e institucional es determinante para implementar políticas de 
seguridad ciudadana. Los políticos pueden no tener incentivos para priorizar polí-
ticas de seguridad; o las burocracias pueden no tener las capacidades para imple-
mentarlas; o, cuando el Estado falla en la provisión de seguridad, los ciudadanos 
pueden perder la confianza en las instituciones. 

Este capítulo explora la interacción entre la autoridad política, el aparato público 
encargado de proveer servicios de seguridad y la ciudadanía. La primera par-
te examina los incentivos que la autoridad política tiene para dedicar recursos y 
esfuerzo a la provisión de servicios de seguridad ciudadana: ¿bajo qué circuns-
tancias es más probable que el líder político en una posición de autoridad quiera 
encarar frontalmente el problema de la inseguridad? ¿Cuándo es costoso política-
mente un elevado nivel de crimen? No solamente es necesario que la inseguridad 
sea importante para el electorado, también hace falta que este atribuya al líder 
parte de la responsabilidad.

La segunda parte aborda las capacidades del Estado para proveer seguridad, es 
decir, ¿hasta qué punto una decisión de combatir la inseguridad se convierte efec-
tivamente en acción? Por ejemplo, el Ejecutivo podría decidir aumentar la presen-
cia policial en zonas de alta incidencia delictiva, pero encontrar que tal decisión no 
se puede ejecutar debido a restricciones de personal, de equipamiento o incluso 
de información sobre la ubicación geográfica del crimen. 

La tercera parte encara la relación entre el ciudadano y el Estado como garante 
de la seguridad ciudadana: ¿El ciudadano latinoamericano confía en el Estado? 
¿Qué pasa si no? Si el Estado no logra ofrecer seguridad, o lo hace en forma 
muy desigual, los ciudadanos dejan de confiar en el sistema de justicia criminal, y 
pueden descuidar su rol contralor sobre las políticas públicas, dejar de reportar la 
ocurrencia de delitos y tomar acciones individuales para protegerse —como con-
tratar seguridad privada o restringir los horarios y lugares en que circula—. Estas 
acciones reflejan restricciones a la libertad individual y a la vez limitan la capacidad 
del Estado de proveer buenos servicios de seguridad. 

1.  La elaboración de este capítulo estuvo bajo la responsabilidad de Daniel Ortega y la asistencia de investigación 
de Eduardo Fagre y Mauricio Stern.

Capítulo 6
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Figura 6.1 La burocracia y las políticas públicas

Ciudadano

Voto 

Con�anza

Burocracia =

Autoridad política

Capital humano 
Incentivos 
Restricciones 

Fuente: elaboración propia.

La Figura 6.1 sintetiza la interacción entre estos tres actores. La autoridad polí-
tica entrega servicios públicos a los ciudadanos a través de una burocracia que 
combina recursos para lograrlo, y lo hace de una manera más o menos efectiva 
dependiendo del recurso humano que emplea, y de los incentivos y restricciones 
que le impone. Por otra parte, el ciudadano se relaciona de manera directa tanto 
con la autoridad electa (a través del voto) como con la burocracia que hace la en-
trega de los servicios. Esta última relación no ocurre a través del canal electoral 
sino que más bien se manifiesta en la confianza de las personas en el Estado y 
sus instituciones. 

La autoridad política y sus incentivos 
para combatir la inseguridad

¿Cómo afectan las circunstancias sociales y económicas la voluntad de las auto-
ridades para dedicar recursos y esfuerzo a un problema particular, como la segu-
ridad? La inseguridad influye el accionar del Gobierno principalmente cuando este 
percibe que tiene implicancias electorales o políticas. 

La relación entre inseguridad y resultados electorales depende de dos factores. 
Primero, cuánto le importa el problema de la inseguridad a la población. Segun-
do, hasta qué punto la población atribuye el problema de la inseguridad a la ne-
gligencia o a los desaciertos de las autoridades. De la combinación de ambos 
factores dependerá la presión real que los ciudadanos ejerzan, a través del voto o 
de otros mecanismos, para que las autoridades políticas tomen acciones contra 
la inseguridad. 

La inseguridad influye el 
accionar del Gobierno, 
principalmente cuando 
este percibe que tiene 
implicancias electorales  
o políticas.
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¿Cuánto le importa la inseguridad a la población? En general, los ciudadanos le 
otorgan un mayor peso al tema de la inseguridad cuando esta empeora objeti-
vamente, porque perciben una mayor probabilidad de ser victimizados (Maris y 
Ortega, 2013). En América Latina, su importancia en la lista de prioridades de la 
población es muy alta y ha crecido en los últimos años. De acuerdo a Latinoba-
rómetro (2012), la fracción de la población que considera que la inseguridad es el 
problema más importante de su país pasó de alrededor de 5% a mediados de los 
años noventa a más de un tercio en 2011 (ver Gráfico 1.3, Capítulo 1). De acuerdo 
a la encuesta CAF 2013, la inseguridad está primera en la lista de problemas que 
la ciudadanía reporta como los más importantes en casi todas las ciudades inclui-
das en la encuesta. Con la excepción de Río de Janeiro, Medellín y Guayaquil, la 
inseguridad es el problema más mencionado entre los tres principales problemas 
de la ciudadanía (Gráfico 6.1).

Gráfico 6.1 ¿Cuáles son los tres problemas más importantes para los latinoamericanos?
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Fuente: CAF (2013).

¿Hasta qué punto estas sociedades le atribuyen el problema de la inseguridad a 
determinadas autoridades? Los Gráficos 6.2(a) y 6.2(b) muestran la fracción de 
la población que atribuye la responsabilidad del servicio de seguridad ciudada-
na y, por comparación, del de alumbrado y limpieza de calles, al gobierno na-
cional, al local o a ambos por igual. El Gráfico 6.2(a) evidencia que las personas 
asignan la responsabilidad de la seguridad ciudadana tanto a las autoridades 
locales como a las nacionales, mientras que el Gráfico 6.2(b) muestra cómo 
la población atribuye la responsabilidad del servicio de alumbrado y limpieza 
de calles al gobierno local. Esto quiere decir que desde la perspectiva del ciu-
dadano, la responsabilidad de la seguridad no está focalizada en un nivel de 
gobierno particular. 

La inseguridad está 
primera en la lista 
de problemas que la 
ciudadanía reporta como 
los más importantes en 
casi todas las ciudades.
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Gráfico 6.2(a) ¿Qué nivel de gobierno es responsable? Percepciones en ciudades 
de América Latina
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Fuente: CAF (2013).

Gráfico 6.2(b) ¿Qué nivel de gobierno es responsable? Percepciones en ciudades 
de América Latina
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Fuente: CAF (2013).

Desde la perspectiva 
del ciudadano, la 
responsabilidad de 
la seguridad no está 
focalizada en un nivel de 
gobierno particular.
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Aunque la relación entre inseguridad y resultados electorales no ha sido muy in-
vestigada, algunos estudios sugieren que guardan una relación estrecha. Cum-
mins (2009) por ejemplo, encuentra una correlación negativa entre el nivel de crimi-
nalidad y la probabilidad de reelección de los gobernadores en Estados Unidos; y 
Magaloni, Díaz Cayeros y Romero (2013) sugieren que la aprobación de la gestión 
presidencial en México está negativamente correlacionada con el nivel de crimina-
lidad. Sin embargo, estos estudios no logran establecer con credibilidad la parte 
del resultado electoral que se debe exclusivamente al crimen. 

En contraste, en un trabajo comisionado en el contexto de este reporte, Kronick 
(2014a) explota varias características especiales de los datos venezolanos (infor-
mación desagregada por centro de votación y datos de crimen geo-referenciados 
que se pueden asociar a cada centro) para investigar la relación causal entre cri-
men y resultados electorales. El incremento de la inseguridad de años recientes 
(comparativamente muy importante, ver Gráfico 6.3) y la consecuente importancia 
que la población le otorga, hacen a Venezuela un particularmente buen caso para 
estudiar las consecuencias electorales del delito. 

Gráfico 6.3 Tasas de homicidio por 100 mil habitantes en Venezuela, México y 
Estados Unidos (1950-2010)
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Fuente: Kronick (2014a).

En primer lugar, Kronick (2014a) estudia la relación entre crimen y el resultado 
de las elecciones parlamentarias del 26 de septiembre de 2010. Compara el 
desempeño de los candidatos oficialistas en cada centro electoral del estado de 
Miranda (más allá de lo que se esperaría por el apoyo oficialista registrado en el 
referéndum de 2009) y lo relaciona con el cambio en el número de homicidios 
en el entorno físico de cada centro (Gráfico 6.4, p. 216). Esto hace más factible 
la interpretación causal debido a que se comparan cambios en el tiempo entre 
centros de votación muy similares entre sí a excepción de la incidencia criminal 
en el entorno.
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Gráfico 6.4 Choques de violencia semanas antes y después de las elecciones 
legislativas del 26 de septiembre en el estado Miranda, Venezuela (2010)a/
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a/ El gráfico muestra los coeficientes y los intervalos de confianza al 95% del efecto de un aumento brusco en 
la violencia antes o después de la elección, sobre la ganancia electoral del oficialismo en puntos porcentuales 
con respecto al referéndum sobre la reforma constitucional del año 2009.

Fuente: Kronick (2014a).

Kronick concluye que no parece haber ninguna relación discernible estadística-
mente entre cambios muy fuertes en la violencia por zona geográfica muy peque-
ña en las seis semanas antes de las elecciones y la decisión de los votantes en las 
elecciones parlamentarias. Esto es natural debido a que los diputados no tienen 
competencias ejecutivas sobre la seguridad. 

En segundo lugar, Kronick explora la relación entre inseguridad y el resultado de las 
elecciones municipales de 2000 y 2004. En estas elecciones, era más esperable que 
los votantes asignaran responsabilidad por la inseguridad a los candidatos que busca-
ban la reelección en cada municipio, especialmente cuando el municipio tenía policía 
propia. Con datos a nivel municipal para todo el país, Kronick encuentra justamente un 
efecto electoral ligeramente negativo para el alcalde durante cuyo mandato el crimen 
aumenta de manera muy significativa en los municipios con policía propia. 

Pero, ¿qué pasa al utilizar datos más desagregados? Kronick, en tercer lugar, in-
vestiga la relación entre inseguridad y los resultados de las elecciones presidencia-
les del 7 de octubre de 2013 y de las municipales del 8 de diciembre del mismo año 
en el estado Miranda, utilizando nuevamente datos a nivel de centro electoral. La 
autora encuentra que el historial de homicidios en el entorno cercano a cada centro 
electoral no tiene efecto sobre el porcentaje de la votación del candidato oficialista 
en las elecciones presidenciales pero sí en el apoyo al alcalde en funciones. 

Estos resultados se muestran en el Gráfico 6.5. El panel superior muestra el cambio en 
el apoyo al candidato oficialista a la presidencia ante choques bruscos en la violencia 
alrededor del centro electoral hasta seis semanas antes y después de las elecciones, 
y el panel inferior muestra un cálculo similar pero para las elecciones de alcaldes. Se 
evidencia que donde hay una responsabilidad más clara de la autoridad local sobre la 
seguridad, los incrementos en la violencia en las semanas antes de las elecciones afec-

No parece haber ninguna 
relación discernible 
estadísticamente entre 
cambios muy fuertes en 
la violencia en espacios 
geográficos pequeños 
en las seis semanas 
antes de las elecciones 
y los resultados de las 
elecciones parlamentarias.
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tan negativamente el desempeño electoral del alcalde en funciones, mientras que en 
el caso del candidato oficialista a presidente, básicamente no hay ningún efecto2. 

Sin embargo, esto podría deberse a que en las elecciones presidenciales el con-
tendor al candidato oficialista era el propio gobernador del estado Miranda, que 
tiene una policía propia y relación con alcaldes dentro del estado que a su vez 
manejan cuerpos policiales municipales; de modo que los votantes podrían haber 
estado confundidos sobre a cuál de los dos candidatos atribuir el problema de la 
inseguridad, de hecho en las campañas electorales ambos lados usaban el dete-
rioro de la seguridad como argumento para desprestigiar al oponente. 

Gráfico 6.5 Choques de violencia semanas antes de elecciones presidenciales y 
municipales en el estado Miranda, Venezuelaa/
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Tasa de votación y choques de violencia, 8 de diciembre
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a/ El panel superior del gráfico muestra los coeficientes y los intervalos de confianza al 95% del efecto de 
un aumento brusco en la violencia antes o después de las elecciones presidenciales del 7 de octubre de 
2012, sobre la ganancia electoral del oficialismo en puntos porcentuales con respecto a la anterior elección 
presidencial (3 de diciembre de 2006). El panel inferior presenta los coeficientes y los intervalos de confianza 
al 95% del efecto de un aumento brusco en la violencia antes o después de las elecciones regionales del 8 de 
diciembre de 2013, sobre la ganancia electoral de los alcaldes en funciones en el estado Miranda con respecto 
a la anterior elección municipal (23 de noviembre de 2008).

Fuente: Kronick (2014a).

2.  La inclusión de los coeficientes sobre choques de violencia posteriores a las elecciones evidencia que este 
patrón no se debe a otras dinámicas que afecten tanto el crimen como el desempeño electoral de los alcaldes.

Los incrementos en la 
violencia en las semanas 
antes de las elecciones 
afectan negativamente 
el desempeño electoral 
del alcalde en funciones, 
mientras que en el caso 
del candidato oficialista a 
presidente, básicamente 
no hay ningún efecto.
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Finalmente, para el caso colombiano, donde hay una sola policía, que tiene una 
estructura de mando central desde Bogotá, Kronick sugiere que el aumento 
en la criminalidad tiene un efecto significativo sobre el desempeño electoral de 
los candidatos oficialistas a la presidencia de la república. Todo esto sugiere 
que para que la inseguridad tenga algún costo electoral los ciudadanos deben 
poder atribuir claramente la responsabilidad por la inseguridad a alguno de los 
candidatos.

La confusión de los ciudadanos sobre a cuál nivel de Gobierno le compete el com-
bate de la inseguridad, entonces, conspira contra su habilidad para identificar a 
los responsables del problema y castigarlos electoralmente. Esa confusión, sin 
embargo, no es sorprendente si se considera la compleja distribución de compe-
tencias sobre el tema entre los distintos niveles de Gobierno. 

Desde principios de los noventa, varios países en la región han avanzado pro-
cesos de descentralización administrativa de muchas funciones públicas, entre 
ellas la función policial. Aunque esto no ha implicado necesariamente la trans-
ferencia total de la competencia, sino más bien una apertura a la instalación 
de cuerpos policiales sub-nacionales, la descentralización ha dado lugar a una 
gran variabilidad en la presencia policial al interior de cada país (Gráfico 6.6). 
En Brasil, por ejemplo, hay zonas con casi 800 policías por cada 100 mil habi-
tantes y otras con solo 100 por cada 100 mil habitantes. En Venezuela, existe 
una policía nacional, 24 policías correspondientes a los estados y más de 100 
policías municipales (más de 200 de los 335 municipios no tienen una policía 
propia). Esto quiere decir que no solo las autoridades locales comparten la 
competencia de la lucha contra el crimen con el Gobierno Nacional, sino que 
en la medida en que la presencia policial es muy diferente entre localidades, la 
distribución de estas competencias entre niveles de Gobierno también puede 
ser muy distinta. 

Gráfico 6.6 Policía estatal por 100 mil habitantes en países de América Latina 
(varios años)a/
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Fuente: Kronick (2014b).

Para que la inseguridad 
tenga algún costo 
electoral, los ciudadanos 
deben poder atribuir 
claramente la 
responsabilidad por la 
inseguridad a alguno de 
los candidatos.
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La burocracia y su capacidad para 
proveer seguridad ciudadana

¿La estructura institucional, los recursos humanos y los recursos materiales de 
los que el Estado dispone son adecuados para proveer servicios de seguridad de 
calidad? Por varias razones, no siempre. 

Primero, puede existir una brecha entre las iniciativas de jure y lo que de facto se 
implementa (Pritchett, Woolcock y Andrews, 2010) debido a la poca capacidad del 
Estado para llevar a cabo su tarea. Por ejemplo, un gobierno local puede querer 
promover un esquema de policía comunitaria en su municipio, pero el personal 
policial puede no tener las herramientas para entablar una relación de confianza 
con el ciudadano, o no tener incentivos para hacerlo porque su sistema de com-
pensación salarial y promoción depende de su antigüedad y no de la calidad de 
su desempeño. En ese caso, es probable que la iniciativa fracase a pesar de la 
voluntad de las autoridades políticas.

Segundo, puede haber problemas de coordinación entre ramas del Estado o nive-
les de gobierno o entre el Estado y otros actores de la sociedad civil. Por ejemplo, 
los operativos de inteligencia y captura para desarticular una banda de microtrá-
fico de drogas podrían ser infructuosos debido a que la fiscalía podría no tener 
capacidad para llevar a los imputados a juicio. O la policía con competencia na-
cional podría no utilizar información disponible sobre concentración del delito si 
por restricciones normativas no pudiera compartir esa información con expertos 
externos que ayudarían a analizarla. 

Tercero, como consecuencia de la falta de claridad y acuerdo entre los distin-
tos actores del sistema de justicia criminal sobre el diagnóstico y los cursos de 
acción a seguir, al tomar decisiones de política puede existir excesiva sensibili-
dad a eventos de corto plazo como hechos de violencia muy notorios, llevando 
a una gran inestabilidad de las decisiones políticas y a un permanente cambio 
de énfasis entre distintos tipos de estrategias. El Recuadro 6.1 ilustra esta ines-
tabilidad sobre la base de un ejercicio acotado a iniciativas con financiamiento 
internacional.

Recuadro 6.1 La variabilidad de las políticas de seguridad ciudadana en América Latina

Un estudio reciente del Igarapé Institute de Brasil (Muggah y Aguirre, 2013) hace un inventario 
de más de 1.300 programas en materia de seguridad ciudadana implementados con apoyo 
de organismos multilaterales desde finales de la década de los ochenta en América Latina. 
Muestra que a partir de mediados de la década de los 2000 hubo un incremento importante 
en el número de intervenciones y en el presupuesto total dedicado a ellas, que buena parte de 
este aumento ocurrió en Brasil y Colombia, y que la mayoría de los programas han tenido un 
alcance nacional. 

Un gobierno local puede 
querer promover un 
esquema de policía 
comunitaria en su 
municipio, pero el personal 
policial puede no tener las 
herramientas.
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Gráfico 1 Fracción del gasto total anual y número de proyectos por tipo de estrategia utilizada en 
América Latinaa/ (2003-2012)
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Fuente: elaboración propia con base en Igarapé Institute (2013).

El Gráfico 1, además, muestra una gran variabilidad en la distribución del gasto total entre estra-
tegias entre 2003 y 2012. Mientras las estrategias dominantes entre 2003 y 2010 fueron las me-
joras de gestión y las estrategias de prevención, en 2011 y 2012 se incrementaron los esfuerzos 
destinados a recolección de datos e investigación. Además, mientras entre 2003 y 2007 hubo una 
errática alternancia entre mejoras de gestión y estrategias de prevención, entre 2011 y 2012 hubo 
una distribución relativamente equitativa entre mejoras de gestión, estrategias de prevención y 
recolección de datos e investigación. 

Asimismo, el Gráfico 2 muestra también una gran variabilidad en la distribución del gasto total 
por objetivo. Por ejemplo, el “crimen común” fue el objetivo predominante en 2007 para pasar 
a ser prácticamente irrelevante después de 2009. De manera similar, el “crimen juvenil” fue 
el objetivo predominante en 2004, pero su participación en el gasto total decayó hasta 2007, 
volviendo a aumentar a partir de 2008. Las participaciones en el gasto total de los proyectos 
contra el crimen organizado y de los proyectos contra la violencia de género también variaron 
notablemente.

La ausencia de un patrón claro de priorización de problemáticas o de estrategias en esta base de 
datos no es totalmente concluyente, pero sí sugiere que las preferencias de las propias agencias 
o de los gobiernos de la región con respecto a sus políticas de seguridad ciudadana son suscepti-
bles de cambios importantes de un año a otro, lo cual puede reflejar la ausencia de un diagnóstico 
y de líneas de acción claros.
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Las instituciones que conforman el sistema de justicia criminal son diversas 
y tienen capacidades distintas. En la medida en que alguno de los esla-
bones del sistema no funciona, la capacidad preventiva y contentiva del 
conjunto se afecta sensiblemente. Esto debilita al Estado como marco de 
referencia para toda la interacción social y como garante de las normas de 
convivencia. 

Las fragilidades institucionales de los sistemas de justicia criminal en América La-
tina se han documentado ampliamente en publicaciones tanto académicas como 
no académicas (por ejemplo Frühling, 2009; Dammert, 2007; PNUD, 2013; Banco 
Mundial, 2011), así como en innumerables registros periodísticos y anecdóticos 
que muestran un panorama difícil. 

El buen funcionamiento de la burocracia, es decir, su capacidad de proveer efec-
tivamente y a tiempo bienes y servicios a la sociedad, se encuentra condicionada 
por las características de su capital humano, de los incentivos de estas personas, 
y de las restricciones legales y presupuestarias a las que están sujetas. La con-
junción de estos elementos puede hacer que la burocracia logre una provisión 
efectiva de seguridad ciudadana, identificando los problemas que más aquejan a 
la ciudadanía y atendiéndolos de manera proactiva, o también puede hacer que la 
burocracia se atasque en actividades que solo sirven para nutrir sus propias tra-
diciones, descuidando las demandas ciudadanas y solo respondiendo de manera 
reactiva a situaciones de emergencia.

Gráfico 2 Fracción del gasto y número de proyectos por objetivo en América Latinaa/ (2003-2012)
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Fuente: Igarapé Institute (2013).
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Esta sección describe algunas características del capital humano en el sistema de 
justicia criminal, así como los recursos presupuestarios dedicados a políticas de 
seguridad y algunas reformas que se han intentado tanto en la policía como en los 
sistemas judiciales. 

Capital humano

¿Qué características tienen las personas encargadas de hacer cumplir la ley y de 
administrar la justicia? Por un lado, la brecha de ingresos entre el sector público y 
el sector privado formal sugiere que el sector público atrae a personas con menos 
educación y con menor capacidad para resolver problemas. Por otro lado, algunos 
autores (Wilson, 1989; Lipsky, 1980) sugieren que el servidor público es intrínseca-
mente diferente a otros trabajadores porque tiene vocación de servicio y valora el 
trabajo que realiza más allá de la compensación económica que recibe, estando 
dispuesto a percibir un salario relativamente menor a cambio de desempeñarse en 
una labor que considera valiosa en sí misma. De manera similar, las condiciones 
de estabilidad laboral o incluso de mejor nivel de ingreso relativo al sector informal, 
sugieren una selección positiva de capital humano hacia el sector público. 

La valoración relativa del nivel y de la estabilidad del ingreso, la cual suele cam-
biar según la edad y la situación familiar de la persona, puede afectar la decisión 
de trabajar en el sector privado versus el sector público. Por ejemplo, para una 
persona sin responsabilidades familiares puede ser más importante tener un in-
greso elevado que un empleo estable, por lo que podría preferir dedicarse a un 
emprendimiento que a una carrera de servicio público. Otras preferencias, menos 
cambiantes en el tiempo, pueden afectar la elección de las personas entre ramas 
del sector público. Por ejemplo, una persona con aprecio por la actividad física 
puede optar por ser policía. Una persona muy compasiva puede verse atraída por 
el trabajo social (Prendergast, 2007). 

La composición de los recursos humanos del sistema de justicia criminal es el 
resultado de procesos de entrada y de salida de personal que dependen tanto de 
la auto-selección de las personas, como de los procesos internos de selección, 
evaluación, compensación, promoción y separación. Por ejemplo, la usual mayoría 
de hombres en la fuerza policial puede deberse a un menor interés por parte de 
las mujeres en este trabajo o a que el proceso de reclutamiento esté orientado a 
una serie de pruebas físicas. De modo similar, una edad promedio menor en la 
fuerza policial o en el sistema penitenciario o judicial puede responder a esquemas 
de retiro temprano. Asimismo, el nivel educativo promedio de una fuerza policial 
puede depender de la existencia del requisito de haber completado el bachillerato 
para ingresar o de si las posibilidades de ascenso están asociadas a procesos 
subsiguientes de formación y especialización. 

¿Cómo son los recursos humanos en los sistemas de justicia criminal de América 
Latina? El Cuadro 6.1 compara varias características de los trabajadores de la 
policía, del sistema de justicia, del resto del sector público y del sector privado, 
utilizando datos de los censos de población de Argentina, Brasil, México y Perú 
y, con fines comparativos, Estados Unidos y Francia. Se destacan tres tenden-
cias: 1) en la administración pública hay un nivel educativo ligeramente superior 
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que en el sector privado (posiblemente a causa de la mayor incidencia de infor-
malidad en este último); 2) el sistema judicial tiene personal de mayor nivel edu-
cativo y socioeconómico, mientras que el personal de la policía es similar al del 
resto del sector público; 3) la edad promedio del personal de la administración 
pública es mayor a la del sector privado; la edad promedio del personal judicial 
es similar a la edad promedio del personal de la administración pública, mientras 
que la edad promedio del personal policial es menor; 4) estos patrones son simi-
lares en países desarrollados.

Cuadro 6.1 Características de trabajadores policiales, judiciales, administración pública y sector privado 
en países de América Latina, Estados Unidos y Francia (varios años)

Intituciones/características Argentina 
(2001)

Brasil 
(2010)a/

México 
(2010)

Perú 
(2007)b/

Estados 
Unidos 
(2010)b/

Francia 
(2006)b/

Policía

Años escolaridad 10,3 10,5 10,2 11,8 14,0 9,6

Sexo masculino (porcentaje) 91,6 87,4 89,5 90,0 83,7 83,5 

Edad promedio 36,0 38,7 37,2 39,5 40,9 35,0

Personas con vivienda propia (porcentaje) 74,7 75,2 73,1 72,8 80,5 n.d.

Jefes de hogar (porcentaje) 72,1 62,4 70,4 53,6 65,6 76,8 

Personas casadas o en unión (pocentaje) 66,8 71,2 79,9 79,8 67,7 49,7 

Horas trabajadas n.d. 48,2 66,2 n.d. 43,7 n.d.

Sistema judicial

Años escolaridad 15,3 15,5 15,5 14,1 17,6 14,1

Sexo masculino (porcentaje) 46,1 67,8 60,4 56,9 54,1 41,0 

Edad promedio 38,7 45,3 40,0 37,8 48,0 44,3

Personas con vivienda propia (porcentaje) 83,2 75,6 77,7 73,2 84,2 n.d.

Jefes de hogar (porcentaje) 47,0 69,7 54,1 41,7 67,1 56,0 

Personas casadas o en unión (pocentaje) 51,8 79,5 66,8 52,7 67,5 60,2 

Horas trabajadas n.d. 43,9 49,4 n.d. 42,0 n.d.

Administración pública

Años escolaridad 10,8 9,4 12,6 12,0 14,0 9,1

Sexo masculino (porcentaje) 62,1 55,0 57,9 65,3 53,5 46,2

Edad promedio 40,7 39,3 39,2 38,5 43,6 41,7

Personas con vivienda propia (porcentaje) 78,8 77,9 78,1 72,3 72,3 n.d.

Jefes de hogar (porcentaje) 58,8 49,1 50,2 47,8 57,9 53,9

Personas casadas o en unión (pocentaje) 56,7 63,1 63,9 64,6 57,2 53,7

Horas trabajadas n.d. 40,4 46,4 n.d. 41,2 n.d.

Sector privado

Años escolaridad 10,1 7,3 9,8 10,2 13,0 9,2

Sexo masculino (porcentaje) 56,7 54,0 64,3 61,4 49,8 51,5

Edad promedio 37,1 35,1 35,6 34,7 40,9 39,0

Personas con vivienda propia (porcentaje) 72,4 71,0 76,2 70,2 66,7 n.d.

Jefes de hogar (porcentaje) 48,1 41,9 46,5 39,6 47,5 55,1

Personas casadas o en unión (pocentaje) 46,8 58,5 60,2 55,9 50,2 49,6

Horas trabajadas n.d. 44,5 46,0 n.d. 37,7 n.d.

a/ Años de escolaridad y horas semanales de trabajo para el año 2000. 
b/ Años estimados de escolaridad. 
n.d.: no disponible.

Fuente: elaboración propia con base en Minnesota Population Center (2013).
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Más allá de los valores promedio de estas características, el Gráfico 6.7 muestra 
las distribuciones de edades en la policía y en resto de las instituciones de justicia 
criminal en Perú y Brasil, tanto a principios de los noventa como a finales de los 
2000. Comparando la distribución de edades del personal policial con la del resto 
del sector público, se evidencia en Perú un cambio muy importante en el lapso de 
14 años: mientras en 1993 los policías solían ser mucho más jóvenes que el resto 
del sector público, en 2007 pasaron a ser mucho mayores. Esto quiere decir que la 
institución policial en Perú ha sido un lugar de estabilidad laboral, puesto que los 
jóvenes que ingresaron en los noventa parecen haber permanecido en la institución 
en mayor medida que en el resto del sector público. Aunque más notorio en el caso 
de la policía, este patrón es similar en el resto del sistema de justicia criminal. 

Por su parte, en Brasil, la distribución de edades de los policías también se ha 
desplazado a la derecha entre 1991 y 2010, mas no así en el resto del sistema de 
justicia criminal, donde más bien la distribución de edades se ha movido hacia 
una mayor proporción de jóvenes. Una nueva generación de empleados públicos 
en funciones judiciales y en fiscalías podría representar una oportunidad para la 
innovación institucional en ese país.

Gráfico 6.7 Distribuciones de edad de trabajadores públicos y privados en países de América Latina 
(varios años)
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Una persona puede tener mayores incentivos a prepararse y formarse para tener 
un mejor desempeño según las perspectivas de carrera y estabilidad de mediano 
plazo (Lazear, 1999). Esto puede influir sobre la percepción que el funcionario 
policial tiene sobre su trabajo y afectar la motivación con la que aborda su acti-
vidad cotidiana. 

Es muy difícil que las características promedio de los recursos humanos de una 
institución cambien de manera sustancial en un período corto. Por lo tanto, las ca-
pacidades humanas que se tienen en un momento dado representan el punto de 
partida de la política pública y no es razonable esperar que cambien abruptamen-
te, lo que no quiere decir que no deben tomarse acciones para mejorarlas. Mucho 
menos se deben tomar las deficiencias de recursos humanos como una barrera 
insalvable, ya que la formación de servidores públicos puede tener impactos muy 
positivos sobre la calidad de los servicios de seguridad. La capacitación del traba-
jador mientras está en funciones puede complementar no solo su formación bási-
ca sino también su experiencia. Además, también puede aumentar su motivación 
y su satisfacción con la institución. 

A pesar de que la capacitación laboral es una práctica frecuente, no es fácil cuan-
tificar si tiene efecto sobre la productividad del trabajador, en buena medida por-
que la productividad o la efectividad del trabajo es difícil de observar y de medir 
adecuadamente, especialmente en el sector público. Un estudio sobre el efecto 
del entrenamiento policial sobre la confianza del funcionario hacia la institución y 
hacia sus supervisores en Colombia (García, Mejía y Ortega, 2013) y otros en Brasil 
(Pinc, 2011 y 2012) sugieren que el nivel de motivación habitual de los participantes 
mejora de manera significativa con el entrenamiento y puede tener impacto en la 
reducción de índices delictivos. 

Por último, un estudio realizado recientemente en colaboración entre CAF y el 
Ministerio de Seguridad de Argentina sobre el impacto de un programa de entre-
namiento policial apunta a cambios de actitud positivos. El Centro de Entrena-
miento y Doctrina Policial (CEDOP) fue creado en 2012 con el objetivo de mejorar 
la profesionalización de los efectivos policiales a través de un reentrenamiento 
en el uso racional y progresivo de la fuerza. El programa tiene una duración de 
una semana y es de cumplimiento obligatorio para todos los efectivos de la Po-
licía Federal Argentina, con prioridad para los suboficiales de menor rango y en 
condición de ascenso. Como consecuencia de la capacitación, el porcentaje de 
policías que considera la comunicación verbal como una herramienta clave ante 
un sospechoso aumentó en 21,5%. Asimismo, el porcentaje de agentes con bajo 
nivel educativo que considera aceptable disparar a las ruedas de un vehículo para 
detener su marcha se redujo en 42%. Además, los funcionarios que participaron 
en el CEDOP tuvieron una probabilidad menor de participar en hechos de uso de 
armas de fuego que aquellos que no habían participado. 

Recursos presupuestarios 

Además de capacidades e incentivos, hacen falta recursos presupuestarios para lo-
grar una provisión adecuada de cualquier servicio público. El Cuadro 6.2 (ver p. 226) 
muestra el presupuesto del Gobierno Central por habitante para gastos en policía, 
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poder judicial, ministerio público y prisiones para un conjunto de países de América 
Latina, España y Portugal, una vez que se ajusta por las diferencias en el costo de 
vida entre países. 

Con respecto al presupuesto de la policía, el gasto promedio en los gobiernos 
centrales de la región es 51 dólares por habitante, comparado con 181 dólares 
en España. En el poder judicial se gasta en promedio 43 dólares por habitante. 
El gasto en policía en España es casi el doble que en Colombia, el país que más 
gasta en la región. Portugal gasta más del doble per cápita en su sistema judicial 
que el promedio de América Latina. Aunque estas diferencias son en parte reflejo 
de los contrastes en los niveles de desarrollo, exponen un marcado contraste en la 
calidad de los servicios policiales o judiciales que recibe la ciudadanía. 

Cuadro 6.2 Presupuesto per cápita por rama del sistema de justicia criminal 
(2008-2012) (ajustado por PPP)

País Poder judicial Ministerio público Policía Prisiones

Argentina 58,8 11,5 86,7 16,7

Bolivia 16,9 3,7 29,8 1,1

Brasil 84,8 6,6 n.d. n.d.

Chile 53,1 17,8 41,5 35,7

Colombia 31,1 22,9 87,5 12,8

Costa Rica 142,0 15,7 81,5 n.d.

Ecuador 39,7 9,3 64,1 n.d.

España 110,4 n.d. 181,3 35,1

Guatemala 26,1 10,1 19,9 n.d.

Honduras 20,0 9,8 n.d. n.d.

México 41,7 13,5 n.d. n.d.

Nicaragua 25,9 3,2 24,0 n.d.

Panamá 31,9 19,1 n.d. 12,1

Paraguay 29,7 19,1 n.d. n.d.

Perú 25,3 17,2 71,9 5,7

Portugal 97,1 13,5 n.d. 36,7

República Dominicana 17,7 12,2 n.d. n.d.

Uruguay 35,6 5,4 3,3 n.d.

Venezuela 52,8 12,9 n.d. n.d.

n.d.: no disponible.

Fuente: elaboración propia con base en Barbolla (2012).

Con respecto al presupuesto del ministerio público, el gasto promedio en los go-
biernos centrales de la región es 12 dólares por habitante, un nivel comparable 
al de Portugal (13,5 dólares). Sobresalen Colombia, que gasta casi 23 dólares, y 
Paraguay y Panamá, que gastan casi 20 dólares. 

Con respecto al presupuesto del sistema penitenciario, también hay mucha varia-
bilidad. Portugal, Chile y España gastan más del doble de lo que gasta, por ejem-
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plo, Argentina. Este gasto depende mucho del tamaño de la población carcelaria 
pero, por ejemplo, Argentina tiene una población reclusa menor que la de Perú y 
ligeramente superior a la de Bolivia, y sin embargo gasta mucho más que estos 
dos países por habitante, lo que implica que el gasto por recluso es también muy 
superior, lo cual influye en las posibilidades de que las personas privadas de liber-
tad se reinserten a la vida productiva y se adapten socialmente. 

Cada país gasta de acuerdo a sus posibilidades. El Gráfico 6.8 muestra el gasto en 
el sistema de justicia criminal como porcentaje del PIB y del presupuesto público3. 
El único país desarrollado del gráfico es Canadá, que es el que menos gasta en 
el sistema de justicia criminal como porcentaje del PIB, 0,76%. En Latinoamérica 
los que menos gastan son Chile y Argentina –0,83 y 0,94% respectivamente– y 
los que más gastan son Colombia –un caso especial debido a la lucha contra la 
guerrilla– y los países centroamericanos, cuyo esfuerzo, además, equivale a entre 
el 7 y el 10% del presupuesto público sin contar el gasto en prisiones. 

La mayoría de los países pone el énfasis presupuestario en la fuerza policial, ex-
cepto Costa Rica, Nicaragua, y sobre todo El Salvador, los cuales destinan el ma-
yor porcentaje de su presupuesto al poder judicial. El Salvador parece ser un caso 
particularmente notorio, donde se gasta en el poder judicial casi ocho veces lo que 
se gasta en la fuerza policial. 

Gráfico 6.8 Gasto en el sistema de justicia criminal como porcentaje del PIB y del 
presupuesto público en Canadá y países de América Latina (promedio 2008-2012)
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Fuente: Barbolla (2012).

3.  Para Costa Rica, Ecuador, El Salvador y Nicaragua, no se tiene información sobre el presupuesto para prisiones, 
por lo que el presupuesto total en estos casos se encuentra subestimado.
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En síntesis, aunque la mayoría de los países de Latinoamérica destina menos re-
cursos por habitante al sistema de justicia criminal que sus benchmarks en el mun-
do desarrollado, su esfuerzo en términos de su PIB es igual o mayor. 

Otros condicionantes de la burocracia

Uno de los retos más importantes de la región es lograr más con los recursos 
que tiene, y es allí donde juega un papel primordial la capacidad que tengan los 
Estados de aprender qué funciona y qué no funciona y de luego llevar esos apren-
dizajes a la práctica. Además de las restricciones de recursos, las leyes y normas 
de funcionamiento de las instituciones del sistema de justicia criminal pueden con-
dicionar la actividad de la burocracia.

Reforma Procesal Penal

La mayoría de los países de la región, con sistemas jurídicos basados en la tradi-
ción europea continental, ha implementado reformas en sus sistemas de justicia 
criminal durante las dos últimas décadas4. Una de las principales modificaciones 
ha sido el cambio del sistema inquisitivo por uno de tipo acusatorio en 16 países 
de la región (Cuadro 6.3), con juicios orales en lugar de escritos, más derechos 
para los acusados (entre otras cosas, un menor uso de la prisión preventiva) y un 
marcado fortalecimiento de los procesos de investigación criminal. La reforma ha 
otorgado un papel central al ministerio público o fiscalía en detrimento del juez de 
instrucción: bajo el proceso acusatorio, la fiscalía asume la tarea de investigación 
del delito, pasa a tener el monopolio de la acción penal y cuenta con mayores fa-
cultades para decidir qué casos son elevados a juicios y cuáles no; la labor del juez 
se restringe a la vigilancia del proceso durante la investigación y a la determinación 
de la sentencia (Pásara, 2010). Aunque la evidencia sobre el efecto que estas re-
formas han tenido sobre la calidad de la provisión de servicios de seguridad en la 
región es preliminar, apunta en una dirección prometedora (Capítulo 5). 

Cuadro 6.3 Reforma procesal penal en América Latina y el Caribe

País Entrada en vigencia

Guatemala 1994

Argentina, Costa Rica, El Salvador 1998

Paraguay, Venezuela 1999

Bolivia, Chile 2000

Ecuador 2001

Honduras, Nicaragua 2002

República Dominicana 2004

Colombia 2005

Perú 2006

México, Panamá 2008

Fuente: Duce, Fuentes y Riego (2009).

4.  Esto no incluye a los países angloparlantes del Caribe que, al igual que Estados Unidos y Canadá, tienen 
sistemas jurídicos basados en la tradición anglosajona, los cuales se rigen por el “Derecho Común” o Common Law. 
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Reforma policial

La institución policial se define por su recurso humano y por sus reglas de funcio-
namiento. La cultura de respeto a la jerarquía y de consideración del ciudadano 
como posible criminal y la visión de la actividad policial como una batalla que se 
gana o se pierde, son parte de los acuerdos tácitos que guían el funcionamiento de 
una organización que en muchos países de América Latina mantiene una inspira-
ción militar. Esta es una herencia de los regímenes autocráticos que hasta finales 
de los setenta dominaban prácticamente toda la región (algunas excepciones eran 
Colombia, Costa Rica y Venezuela) y que integraban por lo general en un solo 
cuerpo armado la función policial con la militar. Las transiciones democráticas de 
los últimos 35 años han inspirado a que las fuerzas policiales tengan como obje-
tivo la garantía de las libertades y derechos, la prevención del delito y el cumpli-
miento de la ley. Sin embargo esta transformación requiere no solamente cambios 
normativos en los procedimientos y en la organización de la institución policial, 
sino también en la formación en las academias, en los procesos de reentrenamien-
to y en los sistemas de control externo. Hasta ahora América Latina ha logrado 
avances muy modestos en este proceso, con reformas parciales e intermitentes 
(Arias, Rosada Granados y Fabian, 2012).

Mota, Trebilcock y Hartford (2012) han tipificado las estructuras policiales de la 
región de acuerdo a la institución a la que le rinden cuentas: al Estado, al Gobierno, 
a sí misma o a alguna organización criminal. Cuando la policía responde al Estado, 
rige el resguardo de las libertades individuales dentro del imperio de la ley; cuan-
do responde al Gobierno, está al servicio de la figura de autoridad del momento, 
funcionando como agente de defensa de la estructura de poder; cuando responde 
a sí misma, su principio rector es la preservación de sus espacios de influencia 
y la obtención de recursos tanto del Estado como de la ciudadanía. Y cuando 
responde a una organización criminal, se encuentra directamente involucrada en 
actividades ilegales como modo de subsistencia.

Cada uno de estos modelos tiene o ha tenido algún exponente en la región, por 
lo que los procesos de modernización y democratización policial han sido muy 
diversos y con resultados muy heterogéneos. En algunos casos la imposibilidad 
de penetrar las estructuras del cuerpo policial ha obligado a intervenirlo y re-
construirlo por completo –como ocurrió con la policía metropolitana de Caracas 
a principios de los 2000– mientras que en otros casos los recursos son tan 
escasos que es casi imposible contrarrestar el peso de la corrupción–como en 
el caso de Honduras (Alianza por la Paz y la Justicia, 2013)–. Las posibilidades 
de reforma o de ajuste gradual hacia un modelo más centrado en los derechos 
ciudadanos y el cumplimiento de la ley dependerán del punto de partida de cada 
cuerpo policial.

Los intentos de dirigir el servicio policial en una dirección más democrática, como 
las iniciativas de policía comunitaria o las revisiones de los programas de forma-
ción en las academias, representan esfuerzos parciales de reformar a la policía, 
aunque posiblemente lo máximo a lo que pueda aspirarse en un momento deter-
minado. En la medida en que las policías de la región se acerquen más a la ciuda-
danía mejorarán su legitimidad y su efectividad.

Las posibilidades de 
reforma o de ajuste 
gradual hacia un modelo 
más centrado en los 
derechos ciudadanos y 
el cumplimiento de la ley 
dependerán del punto de 
partida de cada cuerpo 
policial.
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Los ciudadanos y la 
legitimidad del Estado

La democracia mejora la calidad de los servicios públicos en la medida en que 
facilita el control ciudadano sobre el funcionamiento del Estado. Si la democracia 
no cumple este rol contralor, la calidad de las instituciones y de la provisión de 
servicios se deteriora. La participación ciudadana es vital para que las autoridades 
rindan cuentas y mejoren su desempeño (CAF, 2012). Para que esto suceda hace 
falta que el ciudadano confíe en sus instituciones. 

La confianza surge como resultado de una interacción repetida que arroja resultados 
satisfactorios para el ciudadano de manera sistemática, y que permite generar la ex-
pectativa de que estos resultados se repetirán en el futuro. El problema de la falta de 
confianza en las instituciones del Estado debilita los incentivos para que los individuos 
se involucren en mecanismos de participación y de control, reduciendo la presión so-
bre la burocracia y sobre las autoridades electas para mostrar un buen desempeño. 
A partir de la encuesta 2013 es posible obtener una lectura actualizada del estado de 
la confianza ciudadana en las estadísticas, la policía y en el poder judicial.

Confianza en el sistema de justicia criminal 

Un primer problema con relación a la confianza en las instituciones relacionadas con la 
provisión de seguridad ciudadana es la escasa disponibilidad, la mala calidad y como 
consecuencia la poca credibilidad de la información estadística. Según la encuesta 
2013, apenas el 3,6% de los entrevistados considera que las cifras oficiales de crimen 
son muy creíbles, y apenas el 20% considera que son creíbles o muy creíbles. Esta 
situación es más grave en ciudades como Bogotá, Lima y Buenos Aires, donde solo 
el 11,9%, el 16,4% y el 16,5%, respectivamente, las considera creíbles o muy creíbles.

Grafico 6.9 Medidas de confianza en la policía y en el sistema judicial en ciudades de América Latina (2013)
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Fuente: CAF (2013).
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Un segundo problema es que tanto la policía como el sistema judicial inspiran muy 
poca confianza en la ciudadanía (Gráfico 6.9). Aún en los mejores casos (Medellín 
y Guayaquil) el porcentaje de los encuestados que dice confiar o confiar mucho 
en la policía no llega al 40% y en algunos casos no alcanza ni siquiera al 10%. La 
confianza en el sistema judicial es aún menor: excepto en Guayaquil, Medellín, 
San Pablo y Río de Janeiro, el porcentaje de los encuestados que dice confiar o 
confiar mucho en el sistema judicial no llega a 20%. Esto implica que la mayoría de 
los ciudadanos de América Latina sienten que en caso de requerir los servicios del 
sistema de justicia criminal, existe una probabilidad muy alta de que el resultado 
no sea satisfactorio en la protección de sus derechos. Esta desconfianza está aso-
ciada a la experiencia propia o de otros con estas instituciones. Al preguntarle a 
los encuestados qué tan bueno consideraban el trabajo de la policía, la proporción 
que lo calificó como bueno o muy bueno fue casi igual a la que respondió que le 
tenía confianza. 

Por último, el Cuadro 6.4 expone algunas otras percepciones negativas sobre el 
trabajo de la policía y del sistema de justicia. Aunque con cierta variabilidad, en 
todas las ciudades la mayor parte de los encuestados no ve a la policía como 
una institución con la que puede contar, percibe que su trato depende de con 
quién interactúe –posiblemente el aspecto físico o el nivel socioeconómico de la 

Cuadro 6.4 Percepciones sobre relación con la policía y en sistema de justicia en ciudades de América 
Latina (porcentaje de acuerdo o muy de acuerdo con la afirmación)

Ciudad

Policía Sistema judicial

Se puede 
contar con la 

policía

El policía 
es justo sin 

importar 
quién eres

El policía es 
accesible

El sistema 
judicial suele 

castigar 
correctamente 

al culpable

El sistema 
judicial 
impone 
castigos 

justos

El sistema 
judicial otorga 

sentencia 
de manera 
expedita

Buenos Aires 29,53 19,53 32,89 11,44 10,03 8,79 

La Paz 16,95 15,92 23,15 10,47 9,53 2,36 

Santa Cruz 11,10 8,29 12,56 8,60 10,33 3,06 

San Pablo 31,74 16,93 36,09 25,72 23,76 6,10 

Río de Janeiro 26,58 16,79 25,53 21,95 20,38 9,02 

Bogotá 32,97 25,22 45,70 8,84 13,47 4,03 

Medellín 41,61 29,47 47,99 13,27 16,89 9,63 

Quito 28,11 30,06 34,07 14,13 16,35 10,39 

Guayaquil 41,00 38,08 47,26 16,09 18,33 11,77 

Lima 19,00 10,48 18,31 8,36 6,09 2,16 

Montevideo 34,28 18,17 38,95 14,98 13,54 4,99 

Caracas 10,66 11,15 15,90 5,97 7,00 3,73 

Ciudad de Panamá 21,49 11,37 13,57 11,65 13,96 8,66 

Fuente: CAF (2013).
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persona– y considera que es poco accesible. Un porcentaje aún mayor percibe al 
sistema judicial como lento e injusto, tanto en la sentencia del culpable como en 
la penalidad impuesta. 

¿Qué pasa cuando la confianza en 
las instituciones se rompe?

Cuando la confianza se rompe, el control que debe ejercer la ciudadanía sobre el 
sistema deja de cumplirse y la presión sobre la burocracia también decae, lo cual 
lleva a un deterioro aún mayor del servicio y a una mayor erosión de la confianza. 
Este círculo vicioso puede atrapar a cualquier sistema de justicia criminal y llevarlo 
a una situación de crisis. 

En el caso más extremo, el Estado puede llegar a ser incapaz de proveer un mí-
nimo de seguridad y la ciudadanía dejar de reconocerlo como el garante de los 
acuerdos y las libertades individuales, abriéndose un espacio para que organi-
zaciones criminales tomen ese lugar. Esto sucedió en varios lugares en América 
Latina. En San Pablo, la organización criminal “Primeiro Comando da Capita” 
(PCC) ocupó el espacio del Estado entre 2006 y 2007, este período es conocido 
como la “Pax monopolista” dominando totalmente el uso de la fuerza en los sec-
tores populares de la ciudad (De Mello, Mejía y Suárez, 2013). En Río de Janeiro, 
el Comando Vermelho, una organización criminal nacida en las cárceles, ejerció 
hasta 1996 el monopolio del uso de la fuerza en la mayor parte de la ciudad y 
llegó a desafiar abiertamente la autoridad del Estado (Lessing, 2013a). En Me-
dellín y otras partes de Colombia el Estado perdió el control de las instituciones 
a comienzos de los noventa, la época de Pablo Escobar. Más recientemente y 
hasta en la actualidad, en algunas zonas en México las organizaciones narcotra-
ficantes ejercen el control total de los mecanismos de resolución de conflictos 
y del uso de la fuerza. 

En casos menos extremos, la erosión de la legitimidad puede manifestarse 
de otras maneras como la aceptación social de que no se respeten las leyes 
y los procedimientos correspondientes en la lucha contra el crimen, la reso-
lución de conflictos sin acudir a las instituciones correspondientes y la toma 
de acciones por cuenta propia o en la comunidad para protegerse contra la 
inseguridad.

Aceptación social de medios ilegales 
en la lucha contra el crimen

Los llamados a la “mano dura” surgen de la idea de que si el Estado es incapaz 
de garantizar los derechos propios, para qué preocuparse de los derechos de 
los criminales. La aceptación social de la mano dura es en realidad un síntoma 
de desconfianza en el Estado y de incapacidad de las instituciones públicas de 
proveer seguridad adecuadamente. Lamentablemente es común en muchas ciu-
dades de la región: en Caracas, Guayaquil y Bogotá, alrededor de un tercio de los 
encuestados está de acuerdo con que la policía actúe al margen de la ley la ma-
yoría de las veces o siempre para capturar delincuentes; y en La Paz, Santa Cruz, 
Quito, Lima, Montevideo y Ciudad de Panamá, más personas están de acuerdo 

En el caso más extremo, 
el Estado puede llegar a 
ser incapaz de proveer 
un mínimo de seguridad 
y la ciudadanía dejar 
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con que las autoridades violen la ley para capturar delincuentes la mayoría de 
las veces o siempre en comparación con las que opinan que no debería hacerlo 
nunca (Gráfico 6.10).

Gráfico 6.10 Si para capturar delincuentes la policía actúa al margen de la ley ¿usted 
está de acuerdo? Respuestas para ciudades de América Latina (2013)
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Fuente: CAF (2013).

Resolución de conflictos sin acudir a 
las instituciones correspondientes

La desconfianza en el sistema de justicia criminal provoca en los ciudadanos un 
comportamiento que hace más difícil la tarea de proveer seguridad. En promedio, 
sólo el 45% de los que fueron víctimas de algún delito lo denunciaron a las autori-
dades5. Del 55% que no denunció el delito, más de la mitad manifestó no haberlo 
hecho porque “la policía no habría hecho nada” o porque “desconfiaba de la po-
licía” y el 9% “no se atrevió por miedo a represalias”. Además, aunque no haya 
sido víctima de un delito, un ciudadano puede solicitar la presencia de la policía 
en situaciones donde se esté infringiendo la ley o donde se estén lesionando los 
derechos de otra persona. En promedio, el 15% reportó haber llamado a la policía 
al menos una vez durante los 12 meses anteriores, el 5% intentó llamar y no logró 
comunicarse, y el 80% nunca llamó a la policía (Gráfico 6.11, p. 234). El tiempo de 
respuesta cuando la comunicación fue exitosa fue de 20 minutos en promedio, 
con algunos casos graves como Bogotá y Medellín, donde se acercó a 50 minutos 
en promedio.

5.  Este porcentaje va de 23% en Santa Cruz a 64% en Montevideo. 

La desconfianza en el 
sistema de justicia criminal 
provoca en los ciudadanos 
un comportamiento que 
hace más difícil la tarea de 
proveer seguridad.
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Gráfico 6.11 Porcentaje de hogares que llamaron a la policía y tiempo de respuesta 
promedio en ciudades de América Latina (2013)
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La inclinación a hacer justicia por mano propia también es bastante prevalen-
te. En Santa Cruz, Quito, Lima y Ciudad de Panamá, por ejemplo, menos de 
60% de los encuestados está en desacuerdo con que una persona responda 
con una agresión física en la eventualidad de un choque de automóviles (Grá-
fico 6.12). 

La inclinación a hacer 
justicia por mano propia 
también es bastante 
prevalente.
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Gráfico 6.12 Porcentaje que nunca está de acuerdo con la agresión entre ciudadanos 
ante un choque en ciudades de América Latina (2013)
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Fuente: CAF (2013).

Acciones por cuenta propia

Adicionalmente, muchos ciudadanos en la región reportan tomar múltiples acciones 
para protegerse de la inseguridad, alterando el curso normal de su cotidianidad. En 
el 54% de los hogares evitan llegar tarde a casa, en el 43% no utilizan joyas, en el 
35% evitan dejar la casa sola, en el 32% cambian las rutas en la noche y en el 28% 
no hablan con desconocidos. Todas estas acciones son sacrificios de la libertad 
individual que las personas hacen constantemente debido a la inseguridad. Apenas 
el 12% de los hogares dice no tomar ninguna acción. Y un grupo pequeño, pero no 
insignificante (6%), manifiesta que como medida de protección busca hablar “me-
nos” con la policía, evidenciando un nivel extremo de desconfianza (Cuadro 6.5).

Cuadro 6.5 Acciones tomadas por los hogares para protegerse de la inseguridad 
en ciudades de América Latina (2013)a/

Acciones Porcentaje de hogares 
que toman la acción

Participación en el total 
de acciones mencionadas

Evitar llegar tarde a casa 53,58 22,96 

No usar joyas ni objetos de valor 43,19 18,51 

Evitar dejar la casa sola 34,98 14,99 

Cambiar rutas de circulación en las noches 31,89 13,66 

No hablar con desconocidos 28,18 12,07 

Ninguna 11,75 5,03 

No frecuentar parques y plazas 9,65 4,13 

Participar en reuniones de vecinos 
sobre seguridad 6,63 2,84 

Hablas más con la policía 6,52 2,79 

Evitar hablar con la policía 5,62 2,41 
a/ En vista de que las personas podían mencionar más de una acción, en la primera columna se reporta el 
porcentaje que menciona esa acción (sin perjuicio de otras) y en la segunda columna se reporta la fracción que 
cada acción representa del total de acciones mencionadas.

Fuente: CAF (2013).
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Por último, algunos ciudadanos toman acciones conjuntas para protegerse de la 
inseguridad. Aunque en el 45% hogares opinan que para resolver los problemas 
de seguridad en la comunidad “cada quien se defiende como puede” y en el 39% 
acuden a las autoridades, en un 19% se coordinan entre los vecinos para el cuida-
do de viviendas (Cuadro 6.6).

Cuadro 6.6 Acciones para resolver problemas de seguridad en la comunidad en 
ciudades de América Latina (2013)a/

Acciones Porcentaje de hogares 
que toman la acción

Participación en el total 
de acciones mencionadas

Cada uno se defiende como puede 45,45 36,83 

Acude a las autoridades públicas 38,96 31,58 

Coordina entre los vecinos para el 
cuidado de las viviendas 19,23 15,58 

No hacen nada 9,69 7,86 

Algunos vecinos hacen de 
mediadores 8,85 7,17 

a/ En vista de que las personas podían mencionar más de una acción, en la primera columna se reporta el 
porcentaje que menciona esa acción (sin perjuicio de otras) y en la segunda columna se reporta la fracción que 
cada acción representa del total de acciones mencionadas.	

Fuente: CAF (2013).

La desigualdad como amenaza a la confianza 

Si la policía tiene una presencia más activa en ciertas zonas de la ciudad más 
allá de lo que se justifique por la distribución espacial del crimen, provee un 
acceso desigual a la seguridad pública para personas de estratos socioeco-
nómicos diferentes, posiblemente por razones políticas. En la medida en que 
los servicios de seguridad se asignen de acuerdo a criterios que no tienen 
relación con la gravedad de la situación de inseguridad, los problemas de se-
gregación social pueden agravarse, ya que la carencia de servicios de seguri-
dad profundiza la desigualdad. El Gráfico 6.13 muestra que en varias ciudades 
no existe un patrón muy claro de correlación entre la presencia policial y el 
nivel de ingreso. En Montevideo y Santa Cruz, por ejemplo, la probabilidad de 
que un policía pase en frente de la casa es mayor para hogares con menores 
niveles de ingreso. Sin embargo, en Caracas, Lima, Río de Janeiro, Medellín, 
Quito y Ciudad de Panamá, los sectores de mayor nivel de ingreso reportan 
una probabilidad de presencia policial en su zona de residencia mucho mayor 
que los hogares más pobres. Los delitos contra las personas suelen estar 
negativamente correlacionados con el nivel socioeconómico, mientras que los 
delitos contra la propiedad suelen afectar más a las zonas de mayor ingreso 
(Di Tella, Galiani y Schargrodsky, 2002; Gaviria y Pagés, 2002). De tal manera 
que esto puede ser reflejo de una priorización diferente de distintos tipos de 
delito entre ciudades. 

La carencia de servicios 
de seguridad profundiza  
la desigualdad.



237Incentivos electorales, capacidad del Estado y legitimidad

Gráfico 6.13 Probabilidad de que un policía pase frente a la casa todos los días y percentil en la 
distribución de ingreso en ciudades de América Latina (2013)
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Conclusiones
La aspiración de los ciudadanos de América Latina a una vida más próspera y más 
segura choca con la realidad de la violencia en las calles, una violencia que aunque 
no todo el mundo viva, todo el mundo padece. Imaginarse la posibilidad de ser la 
próxima víctima, o vivirla a través del sufrimiento de otra persona reflejado en los 
medios, reducen la experiencia de vida: implican menos espacios que frecuentar, 
menos tiempo para estar expuesto a otros y menos personas con las que interac-
tuar. La inseguridad es subdesarrollo, el desarrollo es libertad. 

Cómo las sociedades transitan hacia estadios superiores de desarrollo depen-
de de muchas cosas, pero en cualquier momento determinado, sea cual sea la 
circunstancia, aquellos que toman decisiones sobre los recursos públicos tiene 
un papel primordial en el avance o estancamiento de la sociedad. La capacidad 
de los formuladores de políticas públicas para llevarlas adelante depende de las 
restricciones institucionales que enfrenta, pero si bien las instituciones no pueden 
cambiar de la noche a la mañana, sí se pueden iniciar procesos que mejoren las 
capacidades hacia el futuro.

Es necesario reconocer las características de la burocracia de la seguridad en 
cada contexto particular y buscar en ellas las oportunidades para incrementar 
la calidad de la provisión de servicios. En general, las capacidades están en las 
personas y en los incentivos y restricciones que enfrentan, y a veces se pueden 
implementar cambios positivos sin sustituir por completo los arreglos institucio-
nales existentes. 

Muchas veces el problema es que los formuladores de política están sujetos a 
incentivos muy diferentes de los del resto de los servidores públicos: deben res-
ponder a una lógica política que dificulta la priorización de iniciativas con efectos 
posteriores a la finalización del ciclo electoral. Además, el número de temas que 
aquejan al votante es tan grande que cualquier tema puntual (incluida la seguridad) 
se diluye fácilmente en el debate, reduciendo la utilidad de las elecciones como 
instancia de rendición de cuentas de los políticos con la ciudadanía y como opor-
tunidad para empujar una agenda sectorial específica, especialmente cuando la 
atribución de responsabilidad en la autoridad electa es débil. Las elecciones se 
definen más por la confianza que inspiran los candidatos que por su eficiencia.

Esto no quiere decir que no existen mecanismos de rendición de cuentas través 
de los cuales la ciudadanía puede y debe ejercer un papel contralor. En las so-
ciedades modernas existen muchas formas en las que el ciudadano puede exigir 
mejores servicios públicos a las autoridades, pero su uso depende de la confianza 
que el ciudadano tenga en que la burocracia (y no necesariamente el político) res-
ponderá asertivamente a su demanda. Esta confianza es la base de la legitimidad 
del Estado como garante de la seguridad y es clave para la provisión efectiva de 
servicios, pero hoy se encuentra en crisis. Una crisis que solo a veces tiene mani-
festaciones extremas, pero que se lleva a cuestas en la cotidianidad. 



239





Referencias 
bibliográficas 





243

Referencias bibliográficas
Abadie, A., Acevedo, M. C., Kugler, M. y Vargas, J. (2013). Inside the War on Drugs: Effectiveness and 
Unintended Consequences of a Large Illicit Crops Eradication Program in Colombia. Manuscrito no 
publicado.

Adda, J., McConnell, B. y Rasul, I. (2014). Crime and the Depenalization of Cannabis Possession: 
Evidence from a Policing Experiment. Bonn: Institute for the Study of Labor (IZA).

Adorno, S. y Salla, F. (2007). Criminalidade organizada nas prisões e os ataques do PCC. Estudos 
Avançados, 21(61), 7-29.

Agüero, J. M. (2013). Causal Estimates of the Intangible Costs of Violence against Women in Latin America 
and the Caribbean. (IDB Working Paper N°414). Washington D.C.: Banco Interamericano de Desarrollo. 

Aizer, A. (2008). Neighborhood violence and urban youth. (NBER Working Paper N° 13773). Cambridge: 
National Bureau of Economic Research.

Aizer, A. (2011). Poverty, Violence, and Health the Impact of Domestic Violence during Pregnancy on 
Newborn Health. Journal of Human Resources, 46(3), 518-538. 

Aizer, A. y Doyle, J. J. (2013). Juvenile Incarceration, Human Capital and Future Crime: Evidence 
from Randomly-Assigned Judges. (NBER Working Paper N° 19102). Cambridge: National Bureau of 
Economic Research. 

Alcaldía Mayor de Bogotá. (2006). Caracterización socioeconómica de Bogotá y la región – V8. Bogotá: 
Bogotá: Alcaldía Mayor de Bogotá D.C. – Secretaría de Tránsito y Transporte.

Alzúa, M. L., Rodríguez, C. y Villa, E. (2010). The Quality of Life in Prisons: Do Educational Programs 
Reduce In-Prison Conflicts? En R. Di Tella, S. Edwards y E. Schargrodsky (Eds.), The Economics of Crime: 
Lessons for and from Latin America (pp. 239-264). Cambridge: National Bureau of Economic Research.

Amodio, F. (2013). Crime Protection Investment Spillovers: Theory and evidence from the City of Buenos 
Aires. (Documento de Trabajo CAF N° 2013/06). Caracas: CAF. 

Anderson, D. (2010). In School and Out of Trouble? The Minimum Dropout Age and Juvenile Crime. 
Manuscrito no publicado.

Angrist, J. D. y Kugler, A. D. (2008). Rural windfall or a new resource curse? Coca, income and civil 
conflict in Colombia. The Review of Economics and Statistics, 90(2), 191-215.

Aracena, M., Krause, M., Pérez, C., Méndez, M. J., Salvatierra, L., Soto, M., Pantoja, T., Navarro, S., 
Salinas, A., Farah, C., y Altimir, C. (2009). A Cost-Effectiveness Evaluation of a Home Visit Program for 
Adolescent Mothers. Journal of Health Psychology, 14(7), 878-887. 

Arana, A. (2005). How the Street Gangs Took Central America. Foreign Affairs, 84(3), 98-110.

Attanasio, O. P., Di Maro, V. y Vera Hernández, M. (2013). Community Nurseries and the Nutritional 
Status of Poor Children: Evidence from Colombia. The Economic Journal, 123(571), 1025-1058. 



244 Por una América Latina más segura: una nueva perspectiva para prevenir y controlar el delito

Auyero, J. y Berti, M. F. (2013). La violencia en los Márgenes: Una maestra y un sociólogo en el conurbano 
bonaerense. Buenos Aires: Katz Editores. 

Azaola, E. y Bergman, M. (2003). El Sistema Penitenciario Mexicano. Center for U.S.-Mexican Studies, 
Universidad de California.

Azaola, E. y Bergman, M. (2007). De mal en peor: Las condiciones de vida en las cárceles mexicanas. 
Nueva Sociedad, 208 (marzo-abril), 119-127.

Banks, C. (2013). Criminal Justice Ethics. Theory and Practice. (3ra ed.). Los Ángeles: SAGE Publications Inc.

Banco Interamericano de Desarrollo (BID). (2012). Citizen security: Conceptual framework and empirical 
evidence. (IDB Discussion Paper N° 232). Washington D.C.: BID. 

Banco Interamericano de Desarrollo (BID). (2013). Evaluación del Impacto de la Nueva Policía Metropolitana 
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. (IDB Technical notes N° IDB-TN-557). Washington D.C.: BID.

Banco Mundial. (2011). Community Capacities for Violence Prevention. En: Violence in the City: 
Understanding and Supporting Community Responses to Urban Violence (pp. 29-36). Washington D.C.: 
Banco Mundial.

Banco Mundial. (2013). World Development Indicators. Disponible en http://data.worldbank.org/news/
new-suite-of-world-development-Indicators-products-now-available

Barbarino, A. y Mastrobuoni, G. (2014). The Incapacitation Effect of Incarceration: Evidence from Several 
Italian Collective Pardons. American Economic Journal: Economic Policy, 6(1), 1-37.

Barbolla, S. (2012). Estadísticas e Indicadores Armonizados de los Sistemas de Justicia América Latina 
(4to Informe). Madrid: Conferencia de Ministros de Justicia de los Países Iberoamericanos. 

Bardin, J. (2012). Unlocking the Brain. Nature, 487(7405), 24-26. 

Bartley, W. A. y Cohen, M. A. (1998). The Effect of Concealed Weapons Laws: An Extreme Bound 
Analysis. Economic Inquiry, 36(2), 258-265.

Bayer, P., Hjalmarsson, R. y Pozen, D. (2009). Building Criminal Capital behind Bars: Peer Effects in 
Juvenile Corrections. The Quarterly Journal of Economics, 124(1), 105-147. 

Becker, G. S. (1968). Crime and Punishment: An Economic Approach. Journal of Political Economy, 76(2), 
169-217.

Becker, G. S., Murphy, K. M. y Grossman, M. (2006). The Market for Illegal Goods: The Case of Drugs. 
Journal of Political Economy, 114(1), 38-60.

Bell, B., Bindler, A. y Machin, S. (2012). Crime Scars: Recessions and Career Criminals. Manuscrito no 
publicado.

Bernal, R. (2012). The Impact of a Professional-Technical Training Program for Childcare Providers on 
Children’s Well-being. (Documento CEDE). Bogotá: Universidad de los Andes. 

http://data.worldbank.org/news/new-suite-of-world-development-Indicators-products-now-available
http://data.worldbank.org/news/new-suite-of-world-development-Indicators-products-now-available


245Referencia bibliográficas

Bernal, R. y Fernández, C. (2012). Subsidized Childcare and Child Development in Colombia: Effects of 
Hogares Comunitarios de Bienestar as a Function of Timing and Length of Exposure. Social Science & 
Medicine, 97(2013), 241-249.

Blanco, J. y Varela, J. (2011). Adaptación local de prácticas exitosas de prevención social del delito. En 
Araya, J. (Ed.), Experiencias en América Latina: El desafío de evaluar programas de seguridad ciudadana 
(pp. 13-22). Santiago de Chile: Instituto de Asuntos Públicos - Centro de Estudios en Seguridad Ciudadana.

Blanco, L. (2012). The Impact of Reform on the Criminal Justice System in Mexico. (RAND Working Paper 
N° WR-948). Santa Mónica: RAND Labor and Population Working Paper Series. 

Blokland, A. y Nieuwbeerta, A. (2010). Life Course Criminology. En S. Shoham, P. Knepper y M. Kett 
(Eds.) International Handbook of Criminology (pp. 51-94). Florida: CRC Press.

Bove, V. (2011). Opium Market, Revenue Opportunities and Insurgency in Afghanistan’s Provinces. 
Manuscrito no publicado.

Braga, A., y Weisburd, D. (2010). Policing Problem Places: Crime Hot Spots and Effective Prevention. 
Oxford: Oxford University Press. 

Braga, A., Papachristos, A. y Hureau, D. (2012). The Effects of Hot Spots Policing on Crime: An Updated 
Systematic Review and Meta-Analysis. Justice Quarterly, 31(4), 633-663.

Braga, A., Apel, R. y Welsh, B. C. (2013). The Spillover Effects of Focused Deterrence on Gang Violence. 
Evaluation Review, 37(3-4), 314-342.

Brand, S. y Price, R. (2000). The Economic and Social Costs of Crime. Londres: Home Office.

Brassiolo, P. (2014). The Impact of Incarceration on Crime in Latin America. Manuscrito no publicado.

Braun, M., Gallego, F. y Soares, R. (2014). The Impacts of Public Park Upgrading on Citizen Security and 
Social Capital: Experimental Evidence from Chile. Reporte preliminar preparado para CAF y ALCAPONE.

Burnham, R.W. (1990). Crime, Development and Contemporary Criminology. En: U. Zvekic (Ed.), Essays 
on Crime and Development (pp. 43-55). Roma: United Nations Interregional Crime and Justice Research 
Institute.

Bushway, S. y Paternoster, R. (2009). The Impact of Prison on Crime. En S. Raphael y M. A. Stoll (Eds.), 
Do Prisons Make Us Safer? The Benefits and Costs of the Prison Boom (pp. 119-150). Nueva York: 
Russell Sage Foundation. 

Byrne, J. y Marx, G. (2011). Technological Innovations in Crime Prevention and Policing: A Review of the 
Research on implementation and Impact. Journal of Police Studies, 3(20), 17-40.

CAF. (2012). Finanzas públicas para el desarrollo: Fortaleciendo la conexión entre ingresos y gastos. 
Caracas: CAF.

CAF. (2013). Encuesta sobre acceso, calidad y satisfacción con los servicios públicos en América Latina. http://
www.caf.com/es/areas-de-accion/politicas-publicas/investigacion-y-estudios-economicos/encuesta-caf

http://www.caf.com/es/areas-de-accion/politicas-publicas/investigacion-y-estudios-economicos/encuesta-caf
http://www.caf.com/es/areas-de-accion/politicas-publicas/investigacion-y-estudios-economicos/encuesta-caf


246 Por una América Latina más segura: una nueva perspectiva para prevenir y controlar el delito

Calderón, G., Díaz Cayeros, A., y Magaloni, B. (2013). The Temporal and Spatial Dynamics of Violence in 
México. Manuscrito no publicado, Stanford, Stanford University. 

Caliendo, M. y Kritikos, A. (2012). Searching for the entrepreneurial personality: New Evidence and 
Avenues for Further Research. Journal of Economic Psychology, 33(2), 319-324.

Camacho, A. y Mejía, D. (2013a). Las externalidades de los Programas de Transferencias Condicionadas 
sobre el crimen: el caso de Familias en Acción en Bogotá. (IDB Working Paper N° 406). Washington D.C.: 
Banco Interamericano de Desarrollo.

Camacho, A. y Mejía, D. (2013b). The Health Consequences of Aerial Spraying of Illicit Crops: The Case 
of Colombia. Manuscrito no publicado, Bogotá: Universidad de los Andes.

Carneiro, P., Cunha, F., Galasso, E. y García, I. L. (2013). The Role of Beliefs in Parental Investments and 
Child Development: Evidence from a Parenting Intervention in Chile. Manuscrito no publicado.

Carvalho, L. y Soares, R. R. (2013). Living on the Edge: Youth Entry, Career and Exist in Drug-Selling 
Gangs. (IZA Discussion Paper N° 7189). Bonn: Institute for the Study of Labor.

Castillo, J. C., Mejía, D. y Restrepo, P. (2013). Illegal drug markets and violence in Mexico: The causes 
beyond Calderón. Disponible en: http://cie.itam.mx/SEMINARIOS/Marzo-Mayo_2013/Mejia.pdf

Castillo, J. C., Mejía, D., y Restrepo, P. (2014). Scarcity Without Leviathan: The Violent Effects of Cocaine 
Supply Shortages in the Mexican Drug War. (Center for Global Development Working Paper N° 356).
Washington D.C.: Center for Global Development.

Cerdá, M., Morenoff, J., Duque, L. y Buka, S. (2008). The limits of collective efficacy: Investigating the 
influence of neighborhood context on levels of violence in Medellin and Chicago. Paper presentado en 
la Conferencia Anual de la American Sociological Association.

Chalfin, A. y McCrary, J., (2013). Are U.S. Cities Underpoliced?: Theory and Evidence. Manuscrito no 
publicado.

Chaux, E., Arboleda, J. y Rincón, C. (2012). Community Violence and Reactive and Proactive Aggression: 
The Mediating Role of Cognitive and Emotional Variables. Revista Colombiana de Psicología, 21(2), 
231-249.

Chicoine, L. (2011). Exporting the Second Amendment: U.S. Assault Weapons and the Homicide Rate in 
Mexico. Manuscrito no publicado, Notre Dame University.

Chimeli, A. B. y Soares, R. R. (2013). The Use of Violence in Illegal Markets: Evidence from Mahogany 
Trade in the Brazilian Amazon. Manuscrito no publicado, Río de Janeiro, Pontifícia Universidade Católica 
do Rio de Janeiro.

Chioda, L., De Mello, J. y Soares, R. R. (2012). Spillovers from Conditional Cash Transfer Programs: Bolsa 
Família and Crime in Urban Brazil. (IZA Discussion Paper N° 6371). Bonn: Institute for the Study of Labor.

Chu, V. S. y Krouse, W. J. (2009). Gun Trafficking and the Southwest Border. (Reporte Técnico). 
Washington D.C.: Congressional Research Service.

http://cie.itam.mx/SEMINARIOS/Marzo-Mayo_2013/Mejia.pdf


247Referencia bibliográficas

Clampet-Lundquist, S., Edin, K., Kling, J. R. y Duncan, G. J. (2011). Moving Teenagers out of High-Risk 
Neighborhoods: How Girls Fare Better than Boys. American Journal of Sociology, 116(4), 1154-1189.

Clarke, R. y Weisburd, D. (1994). Diffusion of Crime Control Benefits: Observations on the Reverse of 
Displacement. Crime Prevention Studies, 2, 165-184.

Cohen, L. y Felson, M. (1979). Social Change and Crime Rate Trends: A Routine Activity Approach. The 
American Sociological Review, 44(4), 588-608.

Cohen, M. A., Rust, R. T., Steen, S. y Tidd, S. T. (2004). Willingness-to-Pay for Crime Control Programs. 
Criminology, 42(1), 89-110.

Corte Suprema de Justicia de la Nación. (2013). Homicidios dolosos 2011 - Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires. Disponible en: http://www.csjn.gov.ar/investigaciones/2011/caba/caba2011.html

Cook, P. J. y Ludwig, J. (2000). Gun violence: The real costs. Oxford: Oxford University Press.

Cook, P., Dodge, K., Farkas, G., Fryer Jr, R. Guryan, J. Ludwig, J. Mayer, S., Pollack, H. y Steinberg, L. 
(2014). The (Surprising) Efficacy of Academic and Behavioral Intervention with Disadvantaged Youth: 
Results from a Randomized Experiment in Chicago. (NBER Working Paper N° 19862). Cambridge: 
National Bureau of Economic Research.

Corbacho, A., Philipp, J. y Ruiz Vega, M. (2012). Crime and Erosion of Trust. (Working Paper N° IDB-
WP-344). Washington D.C.: Banco Interamericano de Desarrollo.

Coyle, A. (2004). The Use and Abuse of Prison Around the World. Corrections Today, 66(7), 64-67.

Crookston, B. T., Merrill, R. M., Hedges, S., Lister, C., West, J. H., y Hall, P. C. (2014). Victimization of 
Peruvian adolescents and health risk behaviors: young lives cohort. BMC Public Health, 2014, 14-85.

Cunha, F., Heckman, J. J., y Schennach, S. M. (2010). Estimating the Technology of Cognitive and 
Noncognitive Skill Formation. Econometrica, 78(3), 883-931.

Dalla Pellegrina, L. (2008). Court Delays and Crime Deterrence. European Journal of Law and Economics, 
26(3), 267-290. 

Damm, A. P. y Dustmann, C. (2013). Does Growing Up in a High Crime Neighborhood Affect Youth 
Criminal Behavior? (Economics Working Papers N° 2013-7). Aarhus: Institut for Økonomi, Aarhus 
Universitet. 

De Castro Cerqueira, D. R. y De Mello, J. (2012). Menos armas, menos crímenes. Manuscrito no 
publicado, Río de Janeiro: Instituto de Pesquisa Económica Aplicada.

Dell, M. (2012). Trafficking Networks and the Mexican Drug War. Manuscrito no publicado. Cambridge: 
Harvard University.

Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE). (2013). Series de población DANE 1985-
2012. Disponible en: https://www.dane.gov.co/index.php/poblacion-y-registros-vitales/proyecciones-y-
series-de-poblacion/series-de-poblacion

http://www.csjn.gov.ar/investigaciones/2011/caba/caba2011.html
https://www.dane.gov.co/index.php/poblacion-y-registros-vitales/proyecciones-y-series-de-poblacion/series-de-poblacion
https://www.dane.gov.co/index.php/poblacion-y-registros-vitales/proyecciones-y-series-de-poblacion/series-de-poblacion


248 Por una América Latina más segura: una nueva perspectiva para prevenir y controlar el delito

DeLisi, M. y Piquero, A. R. (2011). New Frontiers in Criminal Careers Research, 2000–2011: A State-of-
the-Art Review. Journal of Criminal Justice, 39(4), 289-301. 

De Mello, J., Mejía, D. y Suárez, L. (2013). The Pharmacological Channel Revisited: Alcohol Sales 
Restrictions and Crime in Bogotá. (Documento de Trabajo CAF N° 2013/04). Caracas: CAF.

Deming, D. (2009). Early childhood intervention and life-cycle skill development: Evidence from Head 
Start. American Economic Journal: Applied Economics, 1(3), 111-134. 

Deming, D. (2011). Better Schools, Less Crime? The Quarterly Journal of Economics, 126(4), 2063-2115. 

DiIulio, J. J. (1996). Help Wanted: Economists, Crime and Public Policy. Journal of Economic Perspectives, 
10(1), 3-24.

Di Tella, R. y Schargrodsky, E. (2004). Do Police Reduce Crime? Estimates Using the Allocation of Police 
Forces after a Terrorist Attack. The American Economic Review, 94(1), 115-133.

Di Tella, R. y Schargrodsky, E. (2013). Criminal Recidivism after Prison and Electronic Monitoring. Journal 
of Political Economy, 121(1), 28-73. 

Dirección General de Estadística y Censos. (2012). Encuesta Anual de Hogares 2012. Buenos Aires: 
Ministerio de Hacienda de la Ciudad de Buenos Aires.

Draca, M., Machin, S. y Witt, R. (2011). Panic on the Streets of London: Police, Crime, and the July 2005 
Terror Attacks. The American Economic Review, 101(5), 2157-2181. 

Drago, F., Galbiati, R. y Vertova, P. (2009). The Deterrent Effects of Prison: Evidence from a Natural 
Experiment. Journal of Political Economy, 117(2), 257-280. 

Doyle, J. J. (2008). Child Protection and Adult Crime: Using Investigator Assignment to Estimate Causal 
Effects of Foster Care. Journal of Political Economy, 116(4), 746-770. 

Dube, A., Dube, O. y García Ponce, O. (2013). Cross-Border Spillover: U.S. Gun Laws and Violence in 
Mexico. American Political Science Review, 107(3), 397-417.

Dube, O., García Ponte, O. y Thom, K (2014). From Maize to Haze: Agricultural Shocks and Growth of the 
Mexican Drug Sector. (Documento de Trabajo CAF N° 2013/09). Caracas: CAF.

Duce, M. (2005). El Ministerio Público en la Reforma Procesal Penal en América Latina: Visión General 
acerca del Estado de los Cambios. Revista Sistemas Judiciales, 8, 65-82. 

Duce, M., Fuentes C. y Riego, C. (2009). La reforma procesal penal en América Latina y su impacto en el 
uso de la prisión preventiva. Santiago de Chile: Centro de Estudios de Justicia de las Américas. 

Duggan, M. (2001). More guns, more crime. Journal of Political Economy, 109(5), 1086-1114.

Durlauf, S. N. y Nagin, D. S. (2010). The Deterrent Effect of Imprisonment. En P. J. Cook, J. Lugwig y J. 
McCrary (Eds.), Controlling Crime: Strategies and Tradeoffs (pp. 43-94). Cambridge: National Bureau of 
Economic Research.



249Referencia bibliográficas

Eck, J. y Rosenbaum, D. (1994). The New Police Order: Effectiveness, Equity and Efficiency in Community 
Policing. En D. Rosenbaum (Ed.), The Challenge of Community Policing: Testing the Promises (pp. 3-25). 
Los Ángeles: Sage Publication Inc. 

Eck, J. y Spelman, W. (1987). Problem-Oriented Policing. Research In Brief. Washington D.C.: National 
Institute of Justice.

Ehrlich, I. (1996). Crime, Punishment, and the Market for Offenses. Journal of Economic Perspectives, 
10(1), 43-67.

Entorf, H. (2012). Certainty and Severity of Sanctions in Classical and Behavioral Models of Deterrence: 
A Survey. (IZA Discussion Paper N° 6516). Bonn: Institute for the Study of Labor (IZA).

Evans, W. N. y Owens, E. G. (2007). COPS and Crime. Journal of Public Economics, 91(1-2), 181-201. 

Fajnzylber, P., Lederman, D. y Loayza, N. (2002a). Inequality and Violent Crime. Journal of Law and 
Economics, 45(1), 1-40.

Fajnzylber, P., Lederman, D. y Loayza, N. (2002b). What causes violent crime? European Economic 
Review, 46(7), 1323-1357.

Farah, D. y Phillips, P. (2013). Central American Gangs and Transnational Criminal Organizations: 
The Changing Relationships in a Time of Turmoil. Virginia: International Strategy and Assessment 
Center.

Farrington, D. P., Loeber, R. y Welsh, B. C. (2010). Longitudinal-Experimental Studies. En A. Piquero y D. 
Weisburd (Eds.), Handbook of Quantitative Criminology (pp. 503-518). Nueva York: Springer.

Felson, M. (1986). Linking Criminal Choices, Routine Activities, Informal Control, and Criminal Outcomes. 
En D. Cornish y R. Clarke (Eds.), The Reasoning Criminal: Rational Choice Perspectives on Offending 
(pp. 119-128). Nueva York: Springer-Verlag.

Felson, M. y Clarke, R. (1998). Opportunity Makes the Thief Practical Theory for Crime Prevention. (Police 
Research Series N° 98). París: Research Development Statistics. 

Ferraz, C. y Ottoni, B. (2013). State Presence and Urban Violence: Evidence from the Pacification 
of Rio's Favelas. Manuscrito no publicado. Río de Janeiro: Pontifícia Universidade Católica do Rio 
de Janeiro.

Fórum Brasileiro de Segurança Pública. (2012). “Os donos do morro”: Uma avaliação exploratória do 
impacto das unidades de policía pacificadora (upps) no Rio de Janeiro. Río de Janeiro: Fórum Brasileiro 
de Segurança Pública y CAF.

Freeman, R. B. (1999). The Economics of Crime. En O. Ashenfelter y D. Card (Eds.), Handbook of Labor 
Economics (pp. 3529-3571). Amsterdam: Elsevier.

Friehe, T. y Schildberg-Hörisch, H. (2014). The Individual and Joint Performance of Economic Preferences, 
Personality, and Self-Control in Predicting Criminal Behavior. (IZA Discussion Paper N° 7894). Bonn: 
Institute for the Study of Labor (IZA).



250 Por una América Latina más segura: una nueva perspectiva para prevenir y controlar el delito

Frühling, H. (2004). Calles más seguras: Estudios de policía comunitaria en América Latina. Washington 
D.C.: Banco Interamericano de Desarrollo. 

Frühling, H. (2012). La eficacia de las políticas públicas de seguridad ciudadana en América Latina y 
el Caribe: Como medirla y como mejorarla. (IDB Discussion Paper N° 245). Washington D.C.: Banco 
Interamericano de Desarrollo. 

Furlong, M., McGilloway, S., Bywater, T., Hutchings, J., Donnelly, M., Smith, S. M., y O'Neill, C. (2012). 
Behavioural/cognitive-behavioural group-based parenting interventions for children age 3-12 with early 
onset conduct problems. The Campbell Collaboration.

Galasso, E., Bedregal, P., Cordero, M., Carneiro, P. y López, I. (2012). Protocolo General de Investigación. 
Evaluación de impacto Programa Nadie es Perfecto Chile Crece Contigo. Manuscrito no publicado. 
Washington D.C.: Banco Mundial.

Galiani, S., Rossi, M. A. y Schargrodsky, E. (2011). Conscription and Crime: Evidence from the Argentine 
Draft Lottery. American Economic Journal: Applied Economics, 3(2), 119-136. 

Garcés, E., Thomas, D. y Currie, J. (2002). Longer-Term Effects of Head Start. The American Economic 
Review, 92(4), 999-1012.

García, C. (2012). Viaje al corazón de la minería ilegal en Guanía. Disponible en: http://www.lasillavacia.
com/historia/viaje-al-corazon-de-la-mineria-ilegal-en-guainia-37128

García, F., Mejía, D. y Ortega, D. (2013). Police Reform, Training and Crime: Experimental Evidence from 
Colombia’s Plan Cuadrantes. Manuscrito no publicado.

Gaviria, A. (2000). Increasing returns and the evolution of violent crime: The case of Colombia. Journal of 
Development Economics, 61(1), 1-25.

Gaviria, A., Medina, C., Morales, L. y Núñez, J. (2010). The cost of avoiding crime: The case of Bogotá. 
En R. di Tella, S. Edwards y E. Shargrodsky (Eds.), The economics of crime: Lessons for and from Latin 
America (pp. 101-132). Chicago: University of Chicago Press.

Gibbons, S. (2004). The Costs of Urban Property Crime. The Economic Journal, 114(499), 441-463. 

Giménez, S. (2011). The Pacification of Favelas in Rio de Janeiro. Manuscrito no publicado, Stanford: 
Stanford University. 

Glaeser, E. L., Sacerdote, B. y Scheinkman, J. A. (1996). Crime and Social Interactions. The Quarterly 
Journal of Economics, 111(2), 507-548. 

Goldstein, H. (1979). Improving Policing: A Problem-Oriented Approach. Crime and Delinquency, 25, 236-258.

Goldstein, P. (1985). The Drugs/Violence Nexus: A Tripartite Conceptual Framework. Journal of Drug 
Issues, 39(1985), 143-174.

Goldstein, P. J. y Brownstein, H. (1987). Drug Related Crime Analysis-homicide. National Criminal 
Justice. Manuscrito no publicado.

http://www.lasillavacia.com/historia/viaje-al-corazon-de-la-mineria-ilegal-en-guainia-37128
http://www.lasillavacia.com/historia/viaje-al-corazon-de-la-mineria-ilegal-en-guainia-37128


251Referencia bibliográficas

González Navarro, M. (2013). Deterrence and Geographical Externalities in Auto Theft. American 
Economic Journal: Applied Economics, 5(4), 92-110.

Gottfredson, M. y Hirschi, T. (1990). General Theory of Crime. Stanford: Stanford University Press.

Government Accountability Office (U.S. GAO). (2009). Firearms Trafficking: U.S. Efforts to Combat Arms 
Trafficking to Mexico Face Planning and Coordination Challenges. Washington, D.C: U.S. GAO. 

Greenberg, S. y Rohe, W. (1986). Informal Social Control and Crime Prevention in Modern Urban 
Neighborhoods. Urban Neighborhoods: Research and Policy, 79-122.

Grönqvist, H. (2012). Youth Unemployment and Crime: New Lessons Exploring Longitudinal Register 
Data. (Working Paper N° 7/2011). Estocolmo: Swedish Institute for Social Research, Stockholm 
University.

Guarín, A., Medina, C. y Tamayo, J. A. (2013). The Effects of Punishment of Crime in Colombia on 
Deterrence, Incapacitation, and Human Capital Formation. (IDB Working Paper N° IDB-WP 420). 
Washington D.C.: Banco Interamericano de Desarrollo. 

Guerrero, E. (2010). Cómo reducir la violencia en México. Nexos. Disponible en: http://www.nexos.com.
mx/?p=13997

Guerrero, E. (2011a). La raíz de la violencia. Nexos. Disponible en: http://www.nexos.com.mx/?p=14318

Guerrero, E. (2011b). Security, drugs, and violence in Mexico: A survey. Washington, D.C.: 7th North 
American Forum.

Guerrero, E. (2013). Nuevas coordenadas de la violencia. Nexos. Disponible en: http://www.nexos.com.
mx/?p=15374

Hawkins, J. D., Oesterle, S., Brown, E. C., Monahan, K. C., Abbott, R. D., Arthur, M. W. y Catalano, R. 
F. (2012). Sustained decreases in risk exposure and youth problem behaviors after installation of the 
communities that care prevention system in a randomized trial. Archives of Pediatrics & Adolescent 
Medicine, 166(2), 141-148.

Heckman, J. (2006). Skill formation and the economics of investing in disadvantaged children. Science, 
312(5782), 1900-1902.

Heckman, J., Pinto, R. y Savelyev, P. (2013). Understanding the Mechanisms through Which an 
Influential Early Childhood Program Boosted Adult Outcomes. The American Economic Review, 103(6), 
2052-2086. 

Heckman, J. y Kautz, T. (2014). Fostering and measuring skills: Interventions that improve character and 
cognition. En J. Heckman, J. Humphries y T. Kautz (Eds.), The Myth of Achievement Tests: The GED and 
the Role of Character in American Life. Chicago: University of Chicago Press.

Heller, S., Pollack, H. A., Ander, R. y Ludwig, J. (2013). Preventing Youth Violence and Dropout: A 
Randomized Field Experiment. (NBER Working Paper N° 19014). Cambridge: National Bureau of 
Economic Research. 

http://www.nexos.com.mx/?p=13997
http://www.nexos.com.mx/?p=13997
http://www.nexos.com.mx/?p=14318
http://www.nexos.com.mx/?p=15374
http://www.nexos.com.mx/?p=15374


252 Por una América Latina más segura: una nueva perspectiva para prevenir y controlar el delito

Hjalmarsson, R. (2009). Juvenile Jails: A Path to the Straight and Narrow or to Hardened Criminality? 
Journal of Law and Economics, 52(4), 779-809.

Hughes, C. y Stevens, A. (2010). What Can We Learn From The Portuguese Decriminalization of Illicit 
Drugs? The British Journal of Criminology, 50(6), 999-1022.

Hurtado, M. y Pereira Villa, C. (2012). Dinámica del comercio ilícito de personas: el caso de Colombia-
Oriente Asiático. Colombia Internacional, 76, 167-194.

Ibáñez, A., Rodríguez, C. y Zarruk, D. (2013). Crime, Punishment, and Schooling Decisions: Evidence from 
Colombian Adolescents. (IDB Working Paper N° IDB-WP-413). Washington D.C.: Banco Interamericano 
de Desarrollo. 

Idrobo, N., Mejía, D., y Tribin, A. M. (2013). Illegal mining and violence in Colombia. Manuscrito no 
publicado, Bogotá, Universidad de Los Andes.

Imai, S. y Krishna, K. (2004). Employment, Deterrence, and Crime in a Dynamic Model. International 
Economic Review, 45(3), 845-872. 

Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC). (2010). Censo Nacional de Población, Hogares y 
Viviendas 2010. Buenos Aires: INDEC.

InSight Crime. (2012). Cartel de Texis. Disponible en: http://es.insightcrime.org/grupos-el-salvador/
cartel-de-texis

Instituto de Segurança Púbica de Rio de Janeiro. (2012). Estatísticas de Segurança Pública do 
Estado do Rio de Janeiro. Extraído el 19 de octubre de 2013 de http://www.isp.rj.gov.br/Conteudo.
asp?ident=221

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI). (2013). Estadísticas de defunciones generales, 
defunciones por homicidio 1990-2012. Extraído el 12 de agosto de 2013 de http://sc.inegi.org.mx/
sistemas/cobdem/

International Centre for Prison Studies (ICPS). (2013). World Prison Population List. (10ma ed.). Londres: ICPS.

International Centre for Prison Studies (ICPS). (2014). World Prison Brief. Disponible en: http://www.
prisonstudies.org/world-prison-brief

Jackson, M. (2008). Network formation. En S. N. Durlauf y L. E. Blume (Eds.), The New Palgrave Dictionary 
of Economics and the Law. Nueva York: Palgrave Macmillan.

Jacob, B. A. y Lefgren, L. (2003). Are Idle Hands the Devil's Workshop? Incapacitation, Concentration, 
and Juvenile Crime. The American Economic Review, 93(5), 1560-1577.

Jensen, G. (2003). Social Disorganization Theory. En R. Wright y J. Miller (Eds.), Encyclopedia of 
Criminology. Nueva York: Routledge.

Jones, B. L., Nagin, D. S. y Roeder, K. (2001). A SAS Procedure Based on Mixture Models for Estimating 
Developmental Trajectories. Sociological Methods & Research, 29(3), 374-393.

http://es.insightcrime.org/grupos-el-salvador/cartel-de-texis
http://es.insightcrime.org/grupos-el-salvador/cartel-de-texis
http://www.isp.rj.gov.br/Conteudo.asp?ident=221
http://www.isp.rj.gov.br/Conteudo.asp?ident=221
http://www.prisonstudies.org/world-prison-brief
http://www.prisonstudies.org/world-prison-brief


253Referencia bibliográficas

Katz, L., Kling, J. R. y Liebman, J. B. (2001). Moving to Opportunity in Boston: Early Results of a 
Randomized Mobility Experiment. The Quarterly Journal of Economics, 116(2), 607-654.

Katz, L., Levitt, S. D. y Shustorovich, E. (2003). Prison Conditions, Capital Punishment, and Deterrence. 
American Law and Economics Review, 5(2), 318-343.

Kelling, G. y Coles, K. (1996). Fixing broken windows: Restoring Order and Reducing Crime in Our 
Communities. Nueva York: The Free Press. 

Kelly, E. y Rasul, I. (2014). Policing Cannabis and Drug Related Hospital Admissions: Evidence from 
Administrative Records. Journal of Public Economics, 112, 89-114.

Kessler, D. P. y Levitt, S. D. (1999). Using Sentence Enhancements to Distinguish between Deterrence 
and Incapacitation. Journal of Law and Economics, 42(1), 343-363.

Killias, M., Villettaz, P. y Zoder, I. (2006). The Effects of Custodial vs. Non-Custodial Sentences on Re-
Offending: A Systematic Review of the State of Knowledge. Campbell Systematic Reviews. Disponible 
en: http://campbellcollaboration.org/lib/project/22/ 

Kleck, G., Sever, B., Li, S. y Gertz, M. (2005). The Missing Link in General Deterrence Research. 
Criminology, 43(3), 623-659.

Kleiman, M. A. (2009). When Brute Force Fails: How to Have Less Crime and Less Punishment. Princeton: 
Princeton University Press.

Kleiman, M. A., Caulkins, J. y Hawken, A. (2011). Drugs and Drug Policy: What Everyone Needs to Know. 
Oxford: Oxford University Press.

Klevens, J., Martínez, J. W., Le, B., Rojas, C., Duque, A. y Tovar, R. (2009). Evaluation of two interventions 
to reduce aggressive and antisocial behavior in first and second graders in a resource-poor setting. 
International Journal of Educational Research, 48(5), 307-319. 

Klick, J. y Tabarrok, A. (2005). Using Terror Alert Levels to Estimate the Effect of Police on Crime. Journal 
of Law and Economics, 48(1), 267-279.

Kling, J. R., Weiman, D. y Western, B. (2001). The Labor Market Consequences of Incarceration. (Working 
Paper N° 450). Princeton: Princeton University.

Kling, J. R., Ludwig, J. y Katz, L. F. (2005). Neighborhood Effects on Crime for Female and Male Youth: 
Evidence from a Randomized Housing Voucher Experiment. The Quarterly Journal of Economics, 
120(1), 87-130.

Kling, J. R. (2006). Incarceration Length, Employment, and Earnings. The American Economic Review, 
96(3), 863-876.

Kling, J. R., Liebman, J. B. y Katz, L. F. (2007). Experimental analysis of neighborhood effects. Econometrica, 
75(1), 83-119. 

Kronick, D. (2014a). Crime and Electoral Punishment. Manuscrito enviado para publicación, Caracas, CAF.

http://campbellcollaboration.org/lib/project/22/


254 Por una América Latina más segura: una nueva perspectiva para prevenir y controlar el delito

Kronick, D. (2014b). Size and Structure of Latin American Law Enforcement Organizations: Towards 
Basic Descriptives. Manuscrito enviado para publicación, Caracas, CAF. 

Kronick, D. y Ortega, D. (2014). Crime and Electoral Punishment. Manuscrito enviado para publicación, 
Caracas, CAF.

Kruger, D. I. y Berthelon, M. E. (2011). Risky behavior among youth: Incapacitation effects of school on 
adolescent motherhood and crime in Chile. Journal of Public Economics, 95, 41-53.

Latessa, E. J. (2006). Effectiveness of Cognitive Behavioral Interventions for Youthful Offenders - Review 
of research. En B. Glick (Ed.), Cognitive Behavioral Interventions for At-Risk Youth (pp. 14-18). Nueva 
Jersey: Civic Research Institute.

Latinobarómetro. (2012). Informe 2012. Santiago de Chile: Corporación Latinobarómetro.

Latinobarómetro. (2013). Banco de datos. http://www.latinobarometro.org/

Latinobarómetro. (2014). Informe 2013. Santiago de Chile: Corporación Latinobarómetro.

Lazear, E. (1999). Personnel Economics: Past Lessons and Future Directions. Journal of Labor Economics, 
17(2), 199-236.

Lee, D. S. y McCrary, J. (2005). Crime, Punishment and Myopia. (NBER Working Paper N° 11491). 
Cambridge: National Bureau of Economic Research.

Lee, D. S. y McCrary, J. (2009). The Deterrence Effect of Prison: Dynamic Theory and Evidence. (CEPS Working 
Paper N° 189). Princeton: Center for Economic Policy Studies, Department of Economics, Princeton University.

Lessing, B. (2009). First, Do Less Harm. Berkeley Review of Latin American Studies, Spring, 15-19.

Lessing, B. (2013a). Violent Corruption and Violent Lobbying: Logics of Cartel-State Conflict in Mexico, 
Brazil and Colombia. Manuscrito no publicado. 

Lessing, B. (2013b). The Logic of Violence in Drug Wars: Cartel-State Conflict in Mexico, Brazil and 
Colombia. (CDDRL Working Paper N° 145). Stanford: Stanford University. 

Levitt, S. D. (1997). Using Electoral Cycles in Police Hiring to Estimate the Effect of Police on Crime. The 
American Economic Review, 87(3), 270-290.

Levitt, S. D. (1998). Juvenile Crime and Punishment. Journal of Political Economy, 106(6), 1156-1185.

Levitt, S. D. y Venkatesh, S. A. (2000). An Economic Analysis of a Drug-Selling Gang's Finances. The 
Quarterly Journal of Economics, 115(3), 755-789.

Levitt, S. D. (2002). Using Electoral Cycles in Police Hiring to Estimate the Effects of Police on Crime: 
Reply. The American Economic Review, 92(4), 1244-1250.

Levitt, S. D. y Miles, T. J. (2007). Empirical Study of Criminal Punishment. En A. M. Polinsky y S. Shavell 
(Eds.), Handbook of Law and Economics (pp. 455-495). Amsterdam: Elsevier. 

http://ojj.la.gov/ojj/files/cogreview.pdf


255Referencia bibliográficas

Lind, J. T., Moene, K. O. y Willumsen, F. (2009). Opium for the Masses? Conflict-induced 
narcotics production in Afghanistan. (CESifo Working Paper N° 2573). Munich: CESifo Group 
Munich.

Linden, L. y Rockoff, J. E. (2008). Estimates of the Impact of Crime Risk on Property Values from 
Megan’s Laws. The American Economic Review, 98(3), 1103-1127.

Lipina, S. J. (2006). Vulnerabilidad social y desarrollo cognitivo: Aportes de la Neurociencia. Buenos 
Aires: Jorge Baudino Ediciones.

Lipsey, M.W. (2009). The Primary Factors that Characterize Effective Interventions with Juvenile 
Offenders: A Meta-Analytic Overview. Victims and Offenders, 4, 124-147.

Lipsky, M. (1980). Street-Level Bureaucracy: The Dilemmas of the Individual in Public Service. Nueva 
York: Russell Sage Foundation.

Londoño, J. L. y Guerrero, R. (2000). Violencia en América Latina: epidemiología y costos. En J. L. 
Londoño, A. Gaviria y R. Guerrero (Eds.), Asalto al desarrollo: violencia en América Latina (pp. 11-57). 
Washington D.C.: Banco Interamericano de Desarrollo.

Lora, E. y Powell, A. (2011). A New Way of Monitoring the Quality of Urban Iife. (IDB Working Paper 
N° 272). Washington D.C.: Banco Interamericano de Desarrollo.

Lochner, L. (2004). Education, Work, and Crime: A Human Capital Approach. International Economic 
Review, 45(3), 811-843.

Lochner, L. (2007). Individual Perceptions of the Criminal Justice System. The American Economic 
Review, 97(1), 444-460.

Lott, J. R. y Mustard, D. B. (1997). Crime, Deterrence, and Right-to-Carry Concealed Handguns. Journal 
of Legal Studies, 1(26), 1-68.

Ludwig, J. (1998). Concealed-Gun-Carrying Laws and Violent Crime: Evidence from State Panel Data. 
International Review of Law and Economics, 18, 239-254.

Ludwig, J., Duncan, G. J., Gennetian, L. A., Katz, L. F., Kessler, R. C., Kling, J. R. y Sanbonmatsu, L. 
(2013). Long-Term Neighborhood Effects on Low-Income Families: Evidence from Moving to Opportunity. 
The American Economic Review, 103(3), 226-231.

Macdonald, G., Higgins, J., Ramchandani, P., Valentine, J., Bronger, L., Klein, P., O’Daniel, R., Pickering, 
M., Rademaker, B., Richardson, G. y Taylor, M. (2012). Cognitive-behavioural interventions for children 
who have been sexually abused. The Campbell Collaboration. 

Machin, S., Marie, O. y Vujić, S. (2011). The Crime Reducing Effect of Education. The Economic Journal, 
121(552), 463-484. 

Magaloni, B., Díaz Cayeros, A. y Romero, V. (2013). The Mexican War on Drugs: Crime and the Limits 
of Government Persuasion. (CDDRL Working Papers, Vol. 144). Stanford: Center on Democracy, 
Development and the Rule of Law.



256 Por una América Latina más segura: una nueva perspectiva para prevenir y controlar el delito

Manski, C. F. (2000). Economic Analysis of Social Interactions. Journal of Economic Perspectives, 14(3), 
115-136.

Maris, L. y Ortega, D. (2013). Crime Perceptions and Reality in Latin America. (Documento de Trabajo 
CAF N° 2014/01). Caracas: CAF.

Markowitz, S. (2000). The price of alcohol, wife abuse, and husband abuse. Southern Economic Journal, 
67(2), 279-303. 

Markowitz, S. y Grossman, M. (1998). Alcohol Regulation and Domestic Violence towards Children. 
Contemporary Economic Policy, 16(3), 309-320.

Mayhew, P. (2003). Counting the costs of crime in Australia. (Technical and Background Paper N° 4). 
Canberra: Australian Institute of Criminology.

Maxwell, C.; Garner, J. y Skogan, W. (2011). Collective Efficacy and Criminal Behavior in Chicago, 1995-
2004. Reporte enviado al National Institute of Justice.

McCrary, J. (2002). Using Electoral Cycles in Police Hiring to Estimate the Effect of Police on Crime: 
Comment. The American Economic Review, 92(4), 1236-1243.

McCrary, J. (2009). Dynamic Perspectives on Crime. En B. L. Benson y P. L. Zimmerman (Eds.) Handbook 
on the Economics of Crime (pp. 82-108). Northampton: Edward Elgar. 

Mejía, D. y Rico, D. (2010). La microeconomía de la producción y tráfico de cocaína en Colombia. 
(Documento CEDE N° 19). Bogotá: Universidad de Los Andes.

Mejía, D. y Restrepo, P. (2012). The war on illegal drugs in producer and consumer countries: A simple analytical 
framework. En C. Storti, y P. Grauwe (Eds.), Illicit Trade and the Global Economy. Cambridge: MIT Press.

Mejía, D., Ortega, D. y Ortiz, K. (2013). Análisis de la criminalidad en las principales ciudades de Colombia. 
Manuscrito no publicado.

Mejía, D. y Restrepo, P. (2013a). Bushes and bullets: Illegal cocaine markets and violence in Colombia. 
(Documento CEDE N° 52). Bogotá: Universidad de los Andes. 

Mejía, D. y Restrepo, P. (2013b). The economics of the war on illegal drug production and trafficking: An 
economic evaluation of Plan Colombia. (Documento CEDE N° 54). Bogotá: Universidad de los Andes.

Merino, J. (2011). Los operativos conjuntos y la tasa de homicidios: Una medición. Nexos. Disponible en: 
http://www.nexos.com.mx/?p=14319  

Mi Parque. (2013). http://www.miparque.cl/

Miller, T. R., Cohen, M. A. y Rossman, S. B. (1993). Victim Costs of Violent Crime and Resulting Injuries. 
Health Affairs, 12(4), 186-197.

Miller, S., Maguire, L. K. y Macdonald, G. (2012). Home-based child development interventions for 
preschool children from socially disadvantaged families. The Campbell Collaboration.

http://www.nexos.com.mx/?p=14319
http://www.miparque.cl/


257Referencia bibliográficas

Minnesota Population Center. (2013). Integrated Public Use Microdata Series, International. (Version 
6.2). Mineápolis: University of Minnesota. Disponible en: https://international.ipums.org/international/
citation.shtml

Ministerio de Justicia y Seguridad Pública (2012). Estadísticas Agosto 2012. Extraído el 18 de octubre 
de 2013 de http://www.seguridad.gob.sv/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=
24:polica-nacional-civil&Itemid=63 

Miron, J. A. (2001). Violence, Guns, and Drugs: A Cross-Country Analysis. The Journal of Law and 
Economics, 44(S2), 615-633.

Mitchell, R. C. y Carson, R. T. (1989). Using surveys to value public goods: the contingent valuation 
method. Washington, D.C.: Resources for the Future.

Mitchell, O., Wilson, D. B., Eggers, A. y MacKenzie, D. L. (2012). Drug Courts’ Effects on Criminal 
Offending for Juveniles and Adults. The Campbell Collaboration.

Mockus, A. (2005). Advancing against violence in Bogotá: Creating agency and “Cultural Change”. 
Manuscrito no publicado. Bogotá: Universidad Nacional de Colombia.

Mockus, A., Murrain, H. y Villa, M. (2012). Antípodas de la Violencia: Desafíos de cultura ciudadana 
para la crisis de (in) seguridad en América Latina. Nueva York: Banco Intermaericano de Desarrollo y 
Corpovisionarios. 

Moestue, H., Moestue, L. y Muggah, R. (2013). Youth Violence prevention in Latin America and the 
Caribbean: a scoping review of the evidence. (Reporte 15 Agosto 2013). Oslo: Norwegian Peacebuilding 
Resource Centre.

Moffitt, T. E. (1993). Adolescence-Limited and Life-Course-Persistent Antisocial Behavior: a 
Developmental Taxonomy. Psychological Review, 100(4), 674-701. 

Mota, M., M. Trebilcock y P. Hartford (2012). Police Reform in Violent Democracies in Latin America. 
Hague Journal on the Rule of Law, 4(2), 252-285.

Muggah, R. y Aguirre, K. (2013). Mapping citizen security interventions in Latin America: reviewing the 
evidence. (NOREF Report 2013). Oslo: The Norwegian Peacebuilding Resource Centre.

Municipalidad Metropolitana de Lima. (2013). http://www.munlima.gob.pe/barriomio/

Munizaga, A. (2009). Consideraciones relevantes para la prevención del delito en barrios vulnerables. 
(Revista Concepto N°8). Santiago de Chile: Fundación Paz Ciudadana.

Munyo, I. (en prensa). The Juvenile Crime Dilemma. Review of Economic Dynamics.

Murphy, K. M. y Topel, R. H. (2003). Measuring the gains from medical research: An economic approach. 
Chicago: University of Chicago Press.

Nagin, D. y Odgers, C. (2010). Group-Based Trajectory Modeling in Clinical Research. The Annual Review 
of Clinical Psychology, 6, 109-138.

https://international.ipums.org/international/citation.shtml
https://international.ipums.org/international/citation.shtml
http://www.seguridad.gob.sv/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=24:polica-nacional-civil&Itemid=63
http://www.seguridad.gob.sv/index.php?option=com_phocadownload&view=category&id=24:polica-nacional-civil&Itemid=63
http://www.munlima.gob.pe/barriomio/


258 Por una América Latina más segura: una nueva perspectiva para prevenir y controlar el delito

National Drug Intelligence Center. (2011). National Drug Threat Assessment. Washington D.C.: U.S. 
Department of Justice.

Núcleo Disque-Denuncia de Estudos, Pesquisas e Resultados. (2010). Heróis anónimos: UPPs - a visão 
da favela. Río de Janeiro.

Observatorio Ambiental de Bogotá. (2013). Extensión, tipo de suelo, número de manzanas y número de 
barrios según localidades de Bogotá. Disponible en: http://oab.ambientebogota.gov.co/porlocalidad.shtml#

Observatorio de Favelas. (2006). Caminhada de crianças, adolescentes e jovens na rede do tráfico de 
drogas no varejo do Rio de Janeiro, 2004-2006. Manuscrito no publicado. Río de Janeiro: Observatorio 
de Favelas.

Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC). (2012). Global Report on Trafficking 
in Persons. Viena: Naciones Unidas. 

Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC). (2013). Global Study on Homicides. 
Extraído el 17 de octubre de 2013 de https://www.unodc.org/gsh/en/data.html  

Olds, D., Henderson Jr, C. R., Cole, R., Eckenrode, J., Kitzman, H., Luckey, D., Pettitt, L., Sidora, K., 
Morris, P. y Powers, J. (1998). Long-term effects of nurse home visitation on children's criminal and 
antisocial behavior. JAMA: The Journal of the American Medical Association, 280(14), 1238-1244. 

Oliver, R. M., Wehby, J. H. y Reschly, D. J. (2011). Teacher Classroom Management Practices: Effects on 
Disruptive or Aggressive. The Campbell Collaboration.

Organización de los Estados Americanos (OEA). (2007). Definición y categorización de pandillas. 
Departamento de Seguridad Pública. Washington D.C.: OEA.

Organización de los Estados Americanos (OEA). (2012). Informe sobre Seguridad Ciudadana en las 
Américas. Disponible en: http://www.oas.org/dsp/espanol/cpo_observatorio.asp

Organización de Estados Americanos (OEA). (2013). Estadísticas de Seguridad Ciudadana para las 
Américas. Disponible en: http://www.oas.org/dsp/Observatorio/database/indicators.aspx?lang=es

Ouss, A., (2011). Prisons as a School of Crime: Evidence from Cell-Level Interaction. Manuscrito no 
publicado.

Owens, E. G. (2009). More Time, Less Crime? Estimating the Incapacitative Effect of Sentence 
Enhancements. Journal of Law and Economics, 52(3), 551-579.

Owens, E. G. (2011). COPS and cuffs. En P. J. Cook, S. Machin, O. Marie y G. Mastrobuonni (Eds.), 
Lessons from Economics of Crime: What Reduces Offending? (pp. 17-44). Cambridge: The MIT Press.

Painter, K. A. y Farrington, D. P. (2001). The Financial Benefits of Improved Street Lighting, Based on 
Crime Reduction. Lighting Research and Technology, 33(1), 3-10. 

Pásara, L. (2010). El Impacto de la Reforma Procesal Penal en la Seguridad Ciudadana. Revista Derecho 
PUPC, 65, 55-67.

http://oab.ambientebogota.gov.co/porlocalidad.shtml
https://www.unodc.org/gsh/en/data.html
http://www.oas.org/dsp/espanol/cpo_observatorio.asp
http://www.oas.org/dsp/Observatorio/database/indicators.aspx?lang=es


259Referencia bibliográficas

Paxson, C. y Schady, N. (2007). Cognitive development among young children in Ecuador: the roles of 
wealth, health, and parenting. Journal of Human Resources, 42(1), 49-84. 

Petrosino, A., Turpin-Petrosino, C., y Buehler, J. (2004). Scared Straight and other juvenile awareness 
programs for preventing juvenile delinquency: A systematic review of the randomized experimental 
evidence. The Campbell Colaboration. 

Petrosino, A. y Lavenberg, J. (2007). Systematic Reviews and Meta-Analyses: Best Evidence on What 
Works for Criminal Justice Decision Makers. Western Criminology Review, 8(1), 1-15. 

Petrosino, A., Turpin-Petrosino, C. y Guckenburg, S. (2010). Formal System Processing of Juveniles: 
Effects on Delinquency. The Campbell Collaboration. 

Petrosino, A., Buehler, J., y Turpin-Petrosino, C. (2013). Scared Straight and Other Juvenile Awareness 
Programs for Preventing Juvenile Delinquency: A Systematic Review. The Campbell Collaboration. 

Piquero, A. R., Farrington, D. P. y Blumstein, A. (2007). Key Issues in Criminal Career Research: New 
Analyses of the Cambridge Study in Delinquent Development. Cambridge: Cambridge University Press. 

Piquero, A. R., Farrington, D. P., Welsh, B. C., Tremblay, R. y Jennings, W. G. (2008). Effects of Early 
Family/Parent Training Programs on Antisocial Behavior & Delinquency. The Campbell Collaboration. 

Piquero, A. R., Jennings, W. G. y Farrington, D. P. (2010). Self-Control Interventions for Children under 
Age 10 for Improving Self-Control and Delinquency and Problem Behaviors. The Campbell Collaboration. 

Poiré, A. y Martínez, M. T. (2011). La caída de los capos no multiplica la violencia: el caso de nacho 
coronel. Nexos. Disponible en: http://www.nexos.com.mx/?p=14262

Policía Nacional de Colombia. (2013). Revista Criminalidad. Extraído el 14 de septiembre de 2013 de 
http://www.policia.gov.co/portal/page/portal/HOME/publicaciones/revista_criminalidad/pub

Poutvaara, P. y Priks, M. (2009). The effect of police intelligence on group violence: Evidence from 
reassignments in Sweden. Journal of Public Economics, 93(3-4), 403-411.

Pshisva, R. y Suárez, G. A. (2010). Capital Crimes: Kidnappings and Corporate Investment in Colombia. 
En R. Di Tella, S. Edwards y E. Shargrodsky (Eds.), The Economics of Crime: Lessons for and from Latin 
America (pp. 63-97). Chicago: University of Chicago Press.

Prado, M. M., Trebilcock, M. y Hartford, P. (2012). Police Reform in Violent Democracies in Latin America. 
Hague Journal on the Rule of Law, 4, 252-285.

Prendergast, C. (2007). The Motivation and Bias of Bureaucrats. The American Economic Review, 97(1), 
180-196.

Presidencia de la República Mexicana. (2012). Base de datos de homicidios. Extraído el 3 de noviembre 
de 2012 de http://www.presidencia.gob.mx/ 

Pritchett, L., Woolcock, M. y Andrews, M. (2010). Capability Traps? The Mechanisms of Persistent 
Implementation Failure. (Working Paper N° 234). Washington D.C.: Center for Global Development.

http://www.nexos.com.mx/?p=14262
http://www.policia.gov.co/portal/page/portal/HOME/publicaciones/revista_criminalidad/pub
http://www.presidencia.gob.mx/


260 Por una América Latina más segura: una nueva perspectiva para prevenir y controlar el delito

Programa de la Nacionas Unidas para el Desarrollo (PNUD). (2013). Informe Regional de Desarrollo 
Humano 2013-2014. Seguridad ciudadana con rostro humano: diagnóstico y propuestas para América 
Latina. Nueva York: PNUD.

Quigley, J. M. y Raphael, S. (2008). Neighborhoods, economic self-sufficiency, and the MTO program. 
Brookings-Wharton Papers on Urban Affairs, 2008(1), 1-46. 

Ramos, C., Nieto, A. M. y Chaux, E. (2009). Classrooms in Peace: Preliminary Results of a Multi-
component Program. Inter-American Journal of Education for Democracy, 1(1), 35-58.

Ramseyer, M. y Rasmusen, E. (2010). Are Americans More Litigious? Some Quantitative Evidence. 
(Working Paper N° 2010-18). Bloomington: Indiana University.

Rangel, A. (2000). Parasites and predators: Guerrillas and the insurrection economy of Colombia. Journal 
of International Affairs, 53(2), 577-601.  

Raphael, S. (2006). The Deterrent Effects of California's Proposition 8: Weighing the Evidence. Criminology 
and Public Policy, 5(3), 471-478.

Restrepo, E. y Moreno, Á. J. (2007a). Bogotá: ¿más crimen?,¿más miedo? Revista Desarrollo y Sociedad.

Restrepo, E. y Moreno, Á. J. (2007b). Bogotá: Crime or fear of crime? Desarrollo y Sociedad, (59), 
165-214.

Restrepo, J. y Villa, E. (2011). Do bans on carrying firearms work for violence reduction? evidence from a 
department-level ban in Colombia. Manuscrito no publicado. Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana. 

Reuter, P. y Kleiman, M. (1986). Risk and Prices: An Economic Analysis of Drug Enforcement. Crime and 
Justice, 7(1986), 289-339.

Reuter, P. (2009). Systemic violence in drug markets. Crime, Law and Social Change, 52(3), 275-284.

Riaño, Y. (2011). Addressing Urban Fear and Violence in Bogotá through the ‘Culture of Citizenship’: 
Scope and Challenges of a Unique Approach. En: M. Butler, J. Martin Gurr y O. Kaltmeier, (Eds.), 
EthniCities: Metropolitan Cultures and Ethnic Identities in the Americas (pp. 209-226). Bilingual Review 
Press (Arizona State University) y Wissenschaftlicher Verlag Trier (WVT).

Ricardo, C., Eads, M. y Baker, G. (2011). Engaging Boys and Men in the Prevention of Sexual Violence. 
Pretoria: Promundo, Sexual Violence Research Initiative, OAK Foundation y MRC South Africa.

Ricardo, C., Nascimento, M., Fonseca, V. y Segundo, M. (2010). El Programa H y el Programa M: 
Involucrando a hombres jóvenes y empoderando a mujeres jóvenes para promover la igualdad de 
género y la salud. Brasil: Promundo y Pan American Health Organization.

Robles, G., Calderón, G. y Magaloni, B. (2013). Las consecuencias económicas de la violencia del 
narcotráfico en México. Washington D.C.: Banco Interamericano de Desarrollo.

Rodríguez Planas, N. (2012). School and Drugs: Closing the Gap –Evidence from a Randomized Trial in 
the US. (IZA Discussion Paper N° 6770). Bonn: Institute for the Study of Labor (IZA).



261Referencia bibliográficas

Rozo, S. (2013). On the effectiveness and welfare consequences of anti-drug eradication programs. 
Manuscrito no publicado. California: UCLA.

Sampson, R., Raudenbush, S. y Earls, F. (1997). Neighborhoods and violent crime: A multilevel study of 
collective efficacy. Science, 277(5328), 918-924.

Sampson, R. y Raudenbush, S. (1999). Systematic social observation of public spaces: A new look at 
disorder in urban neighborhoods. American Journal of Sociology, 105(3), 603-651.

Sampson, R. y Laub, J. (2003). Life-Course Desisters? Trajectories of Crime Among Delinquent Boys 
Followed to Age 70. Criminology, 41(3), 555-592. 

Schochet, P. Z., Burghardt, J. y McConnell, S. (2008). Does Job Corps Work? Impact Findings from the 
National Job Corps Study. The American Economic Review, 98(5), 1864-1886. 

Schweinhart, L. J. (2005). The High/Scope Perry Preschool study through age 40: Summary, 
conclusions, and frequently asked questions. Manuscrito no publicado, High/Scope Educational 
Research Foundation. 

Sciandra, M., Sanbonmatsu, L., Duncan, G. J., Gennetian, L. A., Katz, L. F., Kessler, R. C., Kling, J. R. 
y Ludwig, J. (2013). Long-term effects of the Moving to Opportunity residential mobility experiment on 
crime and delinquency. Journal of Experimental Criminology, 9(4), 451-489. 

Scott, K. A. (ed.) (2008). Violence Prevention in Low-and Middle-Income Countries: Finding a Place on 
the Global Agenda, Workshop Summary. Washington, D.C.: The National Academies Press.

Seelke, C. R. (2013). Gangs in Central America. (Reporte Técnico). Washington D.C.: Congressional 
Research Service.

Sen, A. (1985). Commodities and Capabilities. Oxford: Oxford University Press. 

Sherman, L. W., Gartin, P. y Buerger, M. (1989). Hot Spots of Predatory Crime: Routine Activities and the 
Criminology of Place. Criminology, 27, 27-55. 

Sherman, L. W., Schmidt, J. y Velke, R. (1992). High Crime Taverns: A RECAP (Repeat Call Address 
Policing) Project in Problem-Oriented Policing. Washington, D.C.: National Institute of Justice. 

Sherman, L. W. (1995). Hot Spots of Crime and Criminal Careers of Places. En J. Eck y D. Weisburd, 
(Eds.), Crime and Place. Crime Prevention Studies (pp. 35-52). Nueva York: Criminal Justice Press.

Skogan, W. (1990). Disorder and Decline: Crime and the Spiral of Decay in American Neighborhoods. 
Nueva York y Toronto: The Free Press.

Skogan, W. G., Hartnett, S. M., Bump, N., Dubois, J., Hollon, R. y Morris, D. (2009). Evaluation of 
Ceasefire-Chicago. Chicago: Northwestern University. 

Smit, P. y Harrendorf, S. (2010). Responses of the criminal justice system. En S. Harrendorf, M. Heiskanen 
y S. Malby (Eds.), International Statistics on Crime and Justice (pp. 87-112). Helsinki: The European 
Institute for Crime Prevention and Control (HEUNI).



262 Por una América Latina más segura: una nueva perspectiva para prevenir y controlar el delito

Soares, R. R. (2004a). Crime Reporting as a Measure of Institutional Development. Economic 
Development and cultural change, 52(4), 851-871.

Soares, R. R. (2004b). Development, Crime and Punishment: Accounting for the International Differences 
in Crime Rates. Journal of Development Economics, 73(1), 155-184.

Soares, L. (2009). Refundar as polícias. Disponible en: http://www.diplomatique.org.br/artigo.php?id=413

Soares, R. R. (2010). Welfare Costs of Crime and Common Violence: A Critical Review. (Documento para 
la Discusión N° 581). Río de Janeiro: Pontifícia Universidade Católica do Rio de Janeiro.

Soares, R. R. y Naritomi, J. (2010). Understanding High Crime Rates in Latin America: The Role of Social 
and Policy Factors. En R. Di Tella, S. Edwards y E. Shargrodsky (Eds.), The economics of crime: Lessons 
for and from Latin America (pp. 19-55). Chicago: University of Chicago Press.

Soares, Y. y Sviatschi, M. (2010). The Impact of Modernization of Justice on Court Efficiency in Costa 
Rica. (IDB Working Paper N° OVE-06/10). Washington D.C.: Banco Interamericano de Desarrollo, Oficina 
de Evaluación y Supervisión (OVE).

Spelman, W. (1994). Criminal Incapacitation. Nueva York: Plenum Press.

Spelman, W. (2000). What Recent Studies Do (and Don't) Tell Us about Imprisonment and Crime. Crime 
and Justice, 27, 419-494.

Stack, S. (1984). Income Inequality and Property Crime. Criminology, 22(2), 229-256.

Taylor, B., Koper, C. y Woods, D. (2011). A randomized controlled trial of different policing strategies at 
hot spots of violent crime. Journal of Experimental Criminology, 7(2), 149-181.

Thaler, R. (1978). A note on the value of crime control: Evidence from the property market. Journal of 
Urban Economics, 5(1), 137-145. 

The Economist. (2012). A meeting of the maras. Disponible en: http://www.economist.com/node/21554521

Tolan, P., Henry, D., Schoeny, M., Bass, A., Lovegrove, P. y Nichols, E. (2013). Mentoring interventions to 
affect juvenile delinquency and associated problems: A systematic review. The Campbell Collaboration.

Tremblay, R. E., Gervais, J. y Petitclerc, A. (2008). Prevenir la violencia a través del aprendizaje en la 
primera infancia. Montreal, Quebec: Centre of Excellence for Early Childhood Development. 

Ttofi, M. M. y Farrington, D. P. (2011). Effectiveness of school-based programs to reduce bullying: A 
systematic and meta-analytic review. Journal of Experimental Criminology, 7(1), 27-56.

Van Dijk, J. J. M., Van Kesteren, J. N. y Smit, P. (2007). Criminal Victimization in Internantional Perspective. 
Key Findings from the 2004/2005 ICVS and EU ICS. La Haya: Wetenschappelijk Onderzoek - en 
Documentatiecentrum (WODC).

Villalobos, J. (2012). Nuevos mitos de la guerra contra el narco. Nexos. Disponible en: http://www.nexos.
com.mx/?p=14631

http://www.diplomatique.org.br/artigo.php?id=413
http://ideas.repec.org/p/rio/texdis/581.html
http://www.economist.com/node/21554521
http://www.nexos.com.mx/?p=14631
http://www.nexos.com.mx/?p=14631


263Referencia bibliográficas

Wachs, T. D., Georgieff, M., Cusick, S. y McEwen, B. S. (2014). Issues in the timing of integrated early 
interventions: contributions from nutrition, neuroscience, and psychological research. Annals of the New 
York Academy of Sciences, 1308, 89-106. 

Walker, S. P., Wachs, T. D., Meeks Gardner, J., Lozoff, B., Wasserman, G. A., Pollitt, E. y Carter, J. 
A. (2007). Child development: risk factors for adverse outcomes in developing countries. The Lancet, 
369(9556), 145-157. 

Walker, S. P., Chang, S. M., Vera Hernández, M. y Grantham-McGregor, S. (2011). Early Childhood 
Stimulation Benefits Adult Competence and Reduces Violent Behavior. Pediatrics, 127(5), 849-857. 

Webster, C. M., Doob, A. N. y Zimring, F. E. (2006). Proposition 8 and Crime Rates in California: The Case 
of the Disappearing Deterrent. Criminology and Public Policy, 5(3), 417-448. 

Weisburd, D., y Green, L. (1995). Policing Drug Hot Spots: The Jersey City Drug Market Analysis 
Experiment. Justice Quartely, 12(4), 711-735.

Weisburd, D. y Eck, J. (2004). What Can Police Do to Reduce Crime, Disorder and Fear? The Annals of 
the American Academy of Political and Social Science, 593, 42-65. 

Weisburd, D., Wyckoff, L., Ready, J., Eck, J., Hinkle, J. y Gajewski, F. (2006). Does Crime Just Move 
Around the Corner? A Controlled Study of Spatial Displacement and Diffusion of Crime Control Benefits. 
Criminology, 44(3), 549-592. 

Weisburd, D., Telep, C., Hinkle, J. y Eck, J. (2010). Is Problem-Oriented Policing Effective in Reducing 
Crime and Disorder? Findings from a Campbell Systematic Review. Criminology and Public Policy, 9(1), 
139-172. 

Weisburd, D., Groff, E. y Yang, S-M. (2012). The Criminology of Place: Streets Segments and Our 
Understanding of the Crime Problem. Nueva York: Oxford University Press.

Welsh, B. y Farrington, D. (2003). Delinquency, adolescence. En Encyclopedia of Primary Prevention and 
Health Promotion (pp. 390-395). Nueva York: Springer.

Welsh, B. y Farrington, D. (2007). Improved Street Lighting. En B. Welsh y D. Farrington (Eds.), Preventing 
Crime: What Works for Children, Offerders, Victims and Places (pp. 209-224). Nueva York: Springer. 

Welsh, B. y Farrington, D. (2008). Effects of improved street lighting on crime. Oslo: Campbell Systematic 
Reviews.

Welsh, B. y Farrington, D. (2010). The Future of Crime Prevention: Developmental and Situational 
Strategies. Documento preparado para el National Institute of Justice. 

Welsh, B., Mudge, M. y Farrington, D. (2010). Reconceptualizing public area surveillance and 
crime prevention: Security guards, place managers and defensible space. Security Journal, 23(4), 
299-319. 

Wikström, P. (2009). Crime propensity, criminogenic exposure and crime involvement in early to mid 
adolescence. Monatsschrift für Kriminologie und Strafrechtsreform, 92(2/3), 253-266.



264 Por una América Latina más segura: una nueva perspectiva para prevenir y controlar el delito

Wikström, P., Treiber, K. y Hardie, B. (2011). Examining the Role of the Environment in Crime Causation: 
Small-Area Community Surveys and Space-Time Budgets. The SAGE Handbook of Criminological 
Research Methods, 111-127. 

Wikström, P. (2012). Individuals’ Situational Criminal Actions: Current Knowledge and Tomorrow’s 
Prospects. En R. Loeber y B. Welsh (Eds.), The Future of Criminology (pp. 55-61). Oxford: Oxford 
University Press.

Wikström, P., Oberwittler, D., Treiber, K. y Hardie, B. (2012). Breaking rules: The social and situational 
dynamics of young people's urban crime. Oxford: Oxford University Press. 

Wilson, D. B., MacKenzie, D. L. y Mitchell, F. N. (2003). Effects of Correctional Boot Camps on Offending. 
The Campbell Collaboration.

Williams, P. (2001). Transnational criminal networks. En J. Arquilla y D. Ronfeldt (Eds.), Networks and 
Netwars: The Future of Terror, Crime and Militancy (pp. 61-98). Santa Mónica: RAND Corporation.

Wilson, J. Q. (1989). Bureaucracy: What Government Agencies Do and why They Do it. Nueva York: Basic 
Books.

Zimring, F. (2007). The Great American Crime Decline. New York: Oxford University Press.









Este libro se terminó 
de imprimir en junio de 2014 

en Bogotá – Colombia. 
La presente edición consta 

de 2.000 ejemplares






